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Control de legalidad de los actos administrativos por medio de la regulación jurídica del 
recurso de lesividad en el campo contencioso administrativo 
 
El presente trabajo investigativo, tiene como origen principal la premisa de que la 
Administración Pública no es infalible, y que por lo tanto todos los actos administrativos 
emitidos por las diferentes autoridades públicas deben estar sujetos a un control de legalidad, 
especialmente en los casos en los que un acto se considere lesivo al interés público, y que por 
efectos de la ley, la propia Administración no pueda revocarlo de forma directa en razón de que 
aquel acto otorgó derechos subjetivos a un tercero; en tal caso se suscitará la necesidad de 
interponer el Recurso de Lesividad ante el órgano judicial, sin embargo actualmente en el 
Ecuador este instrumento es prácticamente desconocido y hasta cierto punto inutilizado debido a 
su total falta de regulación jurídica, así como a la ausencia de norma dentro de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA) que determine de forma concreta y específica 
la existencia de la necesidad de proponer el mencionado recurso, por lo tanto el objetivo de este 
trabajo consiste en determinar las incidencias procesales de la falta de regulación jurídica del 
proceso de lesividad, para concluir proponiendo un proyecto de reforma a la LJCA que se ajuste 
a las necesidades jurídicas del país, y saque del anonimato este instrumento de control del 
accionar administrativo. 
 
Palabras Claves:  
1. CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
2. ACTOS ADMINISTRATIVOS 
3. CONTROL DE LEGALIDAD 
4. RECURSOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS 
5. RECURSO DE LESIVIDAD 






Legality of administrative acts by the legal regulation of the action of harmfulness in the 
administrative field 
The current research work is intended to demostrate that Public Administration is not infalible; 
hence, all administrative acts processed by public authorities shall be provided a legality 
control, mostly in cases when an act is deemed deleterious to the public interest, and that due to 
the Law, the public commission is unable to directly revoke it, because it granted subjective 
rights to a third party. The need to file a Harmfulness Resource before a judicial body appears; 
however, referred instrument is essentially unknown in Ecuador, and has not be used due to the 
lack of legal regulation, as well as the absence of a standard provided in the Contentious-
Administrative Jurisdictional Law (LJCA) that clearly and specifically provides the need to 
propose referred resource. The purpose of the current work is determining process incidences of 
the lack of legal regulation for the harmfulness process, and end-up proposing a reform project 
to the LJCA in line with legal necessities of the country, and promotes such administrative 
actions control instrument. 
KEYWORDS: 
1. CONTENTIOUS-ADMINISTRATIVE 
2. ADMINISTRATIVE ACTS 
3. LEGALITY CONTROL 
4. CONTENTIOUS-ADMINISTRATIVE RESOURCES 











 ACTO ADMINISTRATIVO: “Es declaración unilateral de la voluntad de autoridad 
competente sobre asuntos de la función administrativa, que tiene efectos directos e inmediatos 
sobre un tercero o terceros” (Morales Tobar, 2010). 
 ADMINISTRADO: Es aquel sujeto involucrado en la vida del Estado de forma pasiva. 
 ANULACIÓN: Decisión de la autoridad competente por la que un acto jurídico es 
dejado sin efectos de forma retroactiva debido a defectos de fondo o de forma. 
 AUTORIDAD ADMINISTRATIVA: Funcionarios, servidoras o servidores públicos y 
las personas que actúen en virtud de una potestad estatal y tiene a su cargo una rama de 
la Administración Pública o alguna actividad de la misma cuyo actuar debe estar 
sometido a derecho siendo su objetivo y fin último el bien común. 
 CONTROL DE LEGALIDAD: El control de legalidad tiene su base en la posibilidad de 
asegurar el respeto a la ley en la emisión de los actos administrativos y determinar si 
fueron emitidos en apego al derecho y al ordenamiento jurídico existente. Es el medio 
óptimo para garantizar que la maquinaria administrativa funcione adecuadamente y que 
los órganos administrativos hagan correctamente lo que deben hacer. 
 DECLARACIÓN DE LESIVIDAD: Acto administrativo inimpugnable, que contiene la 
expresión de voluntad del órgano administrativo competente, mediante el cual se procura el 
retiro del mundo jurídico, de un acto cuyos efectos benefician a un particular (por lo que no 
tiene la disponibilidad de sus efectos), y que lesiona los intereses públicos. (Tinajero Delgado, 
La acción de Lesividad, 1989, pág. 47) 
 DERECHO ADMINISTRATIVO: El Derecho Administrativo es aquella rama del 
Derecho que estudia el complejo de principios y normas de Derecho Público interno 
que regulan la organización, la actividad de la Administración Pública y su control. Es 
decir es aquella relación jurisprudencial o pretorial que regula las actividades entre los 
administrados y la administración. 
 PRINCIPIOS ADMINISTRATIVOS: Son los postulados básicos de carácter jurídico que 
encauzan la interpretación e incluso la actuación y participación, tanto de autoridades corno de 
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los asociados en los procesos tendientes a la producción de un acto administrativo. En la 
práctica significa, para el proceso administrativo, el reconocimiento de elementos rectores 
controladores y eventualmente limitantes del ejercicio de los poderes estatales en los 
procedimientos administrativos, que procuran lograr el deseado equilibrio entre la autoridad y 
el ciudadano. (Santofimio O. , 1988, pág. 128) 
 PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: Es el instrumento jurídico conjunto 
de pasos constituidos por una serie de actos procesales de las partes que se realizan ante 
un órgano jurisdiccional específico que tiene la competencia de ejercer el control de 
regularidad de los actos administrativos siendo la herramienta más idónea como 
reaseguro contra los desbordes del obrar de la Administración. 
 RECURSO DE LESIVIDAD: Atribución legal que obliga al titular del órgano 
administrativo o a la máxima autoridad del ente público, a emitir un nuevo acto administrativo 
por el cual declara lesivo al interés público el acto o resolución que lo motiva para restablecer 
el imperio de la juridicidad. (Secaira Durango, pág. 256) 
 RECURSOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS: Es aquel instrumento de 
impugnación por vía judicial, de las decisiones de las autoridades públicas. 
 REGULACIÓN JURÍDICA: medio por el cual se pretende someter o ajustar una 
institución jurídica a una norma o regla determinada. 
 REVOCATORIA: La revocación es un acto administrativo emanado de la propia 
Administración, encaminado a dejar sin efecto un acto administrativo por causa de oportunidad, 
de conveniencia del interés público o de legitimidad. (Morales Tobar, 2011, pág. 239) 
 SEGURIDAD JURÍDICA: Es  el fundamento para la “aplicación objetiva de la ley, de tal 
modo que las personas saben en cada momento cuáles son sus derechos y sus obligaciones, sin 
que el capricho, la torpeza y la mala voluntad de los gobernantes puedan causar perjuicio” 
(Ossorio, 1997, pág. 906) El Principio de Seguridad Jurídica sirve de fundamento para 
limitar al Poder Público de un Estado y como es lógico éste principio es fundamento 
solo en el Estado Constitucional porque en los de régimen autocrático y totalitario las 






La Administración Pública persigue como fin principal el bien común, actualmente denominado 
el “Sumak Kawsay”, sin embargo la desorientación de este objetivo se configura cuando la 
Administración emite actos que no están conforme a Derecho y que a pesar de que otorgan 
derechos subjetivos a su vez lesionan el interés público; cuando esto sucede, se configura la 
necesidad de impugnarlos por medio de la Acción de Lesividad. 
Sin embargo, existen casos en que la Administración Pública haciendo mal uso de sus 
facultades revocatorias, revoca actos que por ley, no tiene facultad de revocar, ignorando de esta 
forma el proceso a seguir; todo esto, como consecuencia de la falta de regulación jurídica de la 
Acción de Lesividad, haciendo indispensable el planteamiento de una reforma a la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa que supla los vacíos legales existentes que fomenten el 
control de legalidad de las actuaciones administrativas. 
El presente trabajo investigativo comprende cuatro capítulos; en el primer capítulo me referiré a 
las Generalidades del Derecho Administrativo, es decir, a su nacimiento, a los Principios 
Jurídicos del Derecho Administrativo, al Acto Administrativo, sus elementos, y finalmente a los 
posibles recursos a interponer en sede Administrativa. 
En el Segundo Capítulo me referiré al Contencioso Administrativo, conceptos generales, al 
Proceso Contencioso Administrativo; determinaré y explicaré los Recursos Contenciosos 
Administrativos a interponer, incluyendo de forma breve al Recurso de Lesividad y terminare 
por referirme a la Sentencia. 
El tema del Tercer Capítulo es en definitiva el Control de Legalidad de los Actos 
Administrativos, la Verificación de la Legitimidad y la Oportunidad, las Técnicas de Control; 
La revocación y la Anulación y sus efectos. 
En el Capítulo Cuarto me referiré a la Acción de Lesividad, a los fundamentos Constitucionales 
y Legales para plantear la Acción de Lesividad, a la Declaratoria de Lesividad, a los requisitos 
procesales para la procedibilidad de la Acción de Lesividad; también me permitiré explicar todo 
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el proceso ante el Órgano Judicial y describiré las incidencias procesales de la Falta de 
Regulación Jurídica de la Acción de Lesividad. 
Finalmente, expondré los datos y estadísticas recabadas en la investigación de campo realizada 
y propondré el Proyecto de Reforma a la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 















GENERALIDADES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
En este primer capítulo me referiré de forma general a los antecedentes que generaron el 
nacimiento del Derecho Administrativo, a su desarrollo en Francia, a los conceptos y 
definiciones más relevantes del tema en estudio, así como los principios que hacen del Derecho 
Administrativo la rama protectora de los derechos de los administradores y de los administrados 
que es, sea en sede administrativa o judicial. 
1.1. Nacimiento del Derecho Administrativo 
Para referirse al Derecho Administrativo desde el punto de vista funcional y objetivo, Jorge 
Vélez García manifiesta que el Derecho Administrativo es una institución francesa, tomando en 
cuenta que en el primer sentido su jurisdicción resuelve controversias entre la administración y 
los administrados, y en segundo sentido se manifiesta como el conjunto de principios y normas 
que en derecho positivo se expresan como el mero derecho administrativo. 
“El derecho administrativo se remonta al nacimiento del “Estado”, a propósito enseña el 
profesor Gordillo, recordando la obra de Bodenheimer. Cómo “pueden encontrarse 
normas propias del derecho administrativo ya en el mismo derecho romano”. (Penagos, 
1982, pág. 288) 
Rememorando tiempos cruciales en la historia podemos recalcar dentro de la época romana el 
Status Civitas, cuando los romanos acostumbraban a poner al lado de las autoridades 
unipersonales un cuerpo consultivo, que las ilustrara, guiara y moderara con su experiencia y 
conocimiento, en el desarrollo de la existencia de las magistraturas junto con ellas aparece un 
Consilium de Asesores, y al lado del Príncipe o Emperador un Consilium Principis; así mismo 
los jueces al emitir una sentencia, lo hacían con ayuda de un “consilium ad hoc” que era 
integrado por juristas de renombre elegido por su mismo entorno.  
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Tomando en cuenta que los reyes, magistrados, príncipes y emperadores solían tener a su 
conveniencia el uso de un “consilium”, estos fueron tomando mayor importancia a lo largo del 
tiempo a medida que disminuía la influencia del Senado.  
Con el tiempo el príncipe Octaviano Augusto  creó el “Consilium Principis”, que en sus inicios 
al no tener mayor influencia, su primera tarea se limitaba a emitir opiniones sobre asuntos de 
carácter político y oficial, siempre y cuando sea el príncipe quien considere oportuno conocer la 
opinión del “consilium” posteriormente su importancia fue creciendo a tal punto que los 
emperadores llegaron a someter para su revisión y examen todas las medidas y disposiciones 
generales de gobierno. 
El momento crucial en la historia y desarrollo del Derecho Administrativo lo encontramos a 
finales del siglo XIII en Francia, donde el Rey consideraba pertinente tener un cuerpo de 
asesores y es así como aparece el Consejo del Rey, este era el Consejo Real de Monarquía que 
le correspondía el asesoramiento en cuestiones de Administración Pública y legislación. 
Para autores como Marco Morales Tobar el Derecho Administrativo nace con la independencia 
de los Estados Unidos de Norteamérica y la Revolución Francesa, así lo manifiesta: 
“El Derecho Administrativo, nace con la independencia de los Estados Unidos de Norteamérica 
y la Revolución Francesa, como resultado de la limitación  al poder del monarca y su 
estructuración tripartita. En ese mismo momento surgió la necesidad de la existencia de un 
Derecho para poner límites al poder y lo que es más, para evitar la posibilidad de la 
arbitrariedad, el despotismo o el totalitarismo por parte de la autoridad, a esta limitación que el 
poder de la autoridad tiene, con referencia al derecho, es lo que se ha dado en denominar de 
manera general, principio de legalidad (Morales Tobar, 2011, pág. 1)”  
Cuando hablamos de la época de la Revolución Francesa viene a nuestra mente la amplitud y 
arbitrariedad con la que el monarca actuaba y ejercía su cargo, quien para ese entonces se 
constituía como la figura creadora del derecho, todo esto lo proyectó con una sola frase Luis 
XIV, rey de Francia al decir “L’Etat, c’est moi”, que en español lo traducimos como “El Estado 
soy yo”, sin embargo el declive del absolutismo con la Revolución Francesa en el siglo XVII, 
constituyó fehacientemente la institución del Derecho Administrativo, “como aquel conjunto de 
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normas que trataban de regular la actividad y la organización de la Administración Pública, regulado 
bajo el principio del liberalismo.” (Morales Tobar, 2011, págs. 2,3)  
Es asi que encontramos en esta época dos sistemas que al momento se desplegaban, entre ellos 
el Common Law, que se entiende como aquel sistema anglosajon que no determina diferencias 
entre el Derecho Público y el Privado, debido a que aplica las mismas normas jurídicas a las 
personas privadas y las instituciones públicas, es decir se aplican las leyes comunes o leyes 
estatutarias dictadas por el parlamento; y, por supuesto entoncotramos el sistema Francés del 
Droit Administratif traducido como el Derecho Administrativo, que presupone una distinción 
entre la jurisdicción común u ordinaria con la administrativa, la cual se determinó 
posteriormente como Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  
“Posteriormente se le delega al Consejo de Estado, con autoridad y con independencia de 
la Administración Pública; cambiando la jurisdicción administrativa de ser una 
jurisdicción retenida a ser una jurisdicción delegada, pero siempre aislada de la 
jurisdicción “judicial” común”. (Pérez, 2008, pág. 3)  
El Consejo de Estado Francés se convierte o toma el carácter de un tribunal con competencia y 
autoridad legal propia, especializada en las controversias administrativas, el 24 de mayo de 
1872, según lo manifiesta Marco Morales Tobar citando al Tratadista Jorge Vélez Garcia al 
decir que es en esta fecha en que se erige como tribunal supremo francés de lo contencioso 
administrativo y comienza su notable elaboración pretoriana que da forma al Derecho 
Administrativo Francés. 
1.2. Principios Jurídicos del Derecho Administrativo 
El Derecho Administrativo se sustenta en principios jurídicos que presuponen como positivo el 
actuar de los funcionarios públicos, esto quiere decir que su actuar siempre se desarrollará bajo 
los lineamientos más allá del derecho a favor del cumplimiento de los fines estatales, así lo 
manifiesta Agustín Gordillo cuando dice que “Los principios, “no son ‘reglas’ de las que se pueda 
deducir conclusiones por un razonamiento lógico, son formas de comprender y hacer funcionar el 
derecho para que sea justo” (Gordillo, 2000, págs. I-5), por lo cual hablaré brevemente de los 
principios jurídicos del Derecho Administrativo. 
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1.2.1 Principios Sustanciales 
Son llamados sustanciales ya que proceden de jerarquía normativa constitucional, que 
establecen la finalidad primaria del procedimiento administrativo, es decir, asegurar y garantizar 
la participación de los administrados dentro de la voluntad pública y tutelar la defensa de la 
legalidad. 
1.2.1.1. Legalidad 
La legalidad es uno de los principios más importantes porque presuponen la supremacía de la 
Constitución y la Ley en un sentido material, es decir obliga a la Administración y la somete al 
imperio del ordenamiento jurídico así lo expresa el Art. 226 de nuestra Constitución. 
 “Art. 226.- Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 
solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 
Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo 
el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”. 
El principio de legalidad impera en la actividad administrativa y respeta la jerarquía jurídica de 
las normas superiores reconocidas en el ordenamiento jurídico, es decir el fin es acoger en 
aplicación a la norma que sea superior a otra de acuerdo a la situación dentro de la pirámide 
jurídica, tomando en cuenta su fuerza vinculante en el campo del tema en cuestión. 
El principio de legalidad es la columna vertebral de la actuación administrativa, por lo cual 
constituye ipso – facto  la condición esencial para su existencia. El tratadista Roberto Dromi en 
su Tratado de Derecho Administrativo al respecto manifiesta lo siguiente: “Se determina 
jurídicamente por la concurrencia de cuatro condiciones que forman su contexto: 1) delimitación de su 
aplicación (reserva legal); 2) ordenación jerárquica de sujeción de las normas a la ley; 3) determinación 
de selección de normas aplicables al caso concreto, y 4) precisión de los poderes que la norma confiere a 
la Administración” (Dromi R. , Tratado de Derecho Administrativo, 1998, pág. 774). 
Podemos determinar que la actividad administrativa en lo relacionado a la jerarquía observara la 
ley fundamental, es decir la Constitución establece potestades, sus alcances y limites; por lo 
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tanto los funcionarios públicos no podrán infringir las leyes, así también sus disposiciones y 
resoluciones no podrán vulnerar los preceptos y contenidos en disposiciones dictadas por 
autoridades de rango superior.  
1.2.1.2. Defensa 
El principio de Defensa es un principio básico que “consistente en la obligación que tienen las 
autoridades de dar la oportunidad a los particulares de hacerse oír en todo proceso cuya culminación 
pueda llevar a una privación o afectación de sus derechos o intereses legítimos.” Todo esto le permite 
al administrado percatarse de la actividad administrativa que en su nombre se encuentra 
desarrollándose en la administración, y ser parte de la decisión del asunto en cuestión. 
Este principio se lo conoce también como una de las garantías del debido proceso, que en 
definitiva pretende no solo coadyuvar al fortalecimiento de la igualdad de las partes sino 
también al respeto de la seguridad jurídica; el derecho a la defensa se encuentra promulgado en 
nuestra Constitución en el Art. 76, número 7. 
El derecho a la defensa comprende también varios derechos que se encuentran relacionados con 
el accionar del administrado estos son: el derecho a ser oído, el derecho a producir prueba, el 
derecho a obtener una decisión fundada por parte de la autoridad competente y tener la 
posibilidad de impugnar aquella decisión. El derecho a la defensa es una garantía que se puede 
ejercer en cualquier ámbito, proceso o procedimiento; se puede hacer referencia a este derecho 
en cualquier ámbito en el cual pueda afectarse o lesionarse a un particular en sus derechos o 
intereses. 
1.2.1.3. Gratuidad 
El principio de Gratuidad se encuentra promulgado en el Art. 75 de la Norma Suprema, en la 
cual se establece lo siguiente: 
“Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
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inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las 
resoluciones judiciales será sancionado por la ley.” 
La tramitación del procedimiento administrativo no genera gastos ni costas, ni los servidores 
públicos perciben derechos por su intervención, sin embargo no es una gratuidad per se, ya que, 
si surge algún gasto, relativo al derecho del administrado, debe ser afrontado por éste con su 
patrimonio. Al respecto Dromi en su Tratado de Derecho Administrativo manifiesta lo 
siguiente:  
“A diferencia del proceso judicial, el procedimiento administrativo es absolutamente 
gratuito. Ya que es una condición de la participación posible e igualitaria. Por ello, no hay 
condena en costas, ni se requiere en las impugnaciones abonar impuesto o tasa alguna. 
Ese es el principio para evitar que en el orden práctico la Administración imponga trabas 
contributivas al procedimiento administrativo. 
Si el recurrente pierde el recurso, sólo paga los gastos que hubiere provocado en su propio 
interés, por ejemplo honorarios del profesional patrocinante. Por ello hablamos de 
ausencia de condena en costas como uno de los caracteres del procedimiento 
administrativo” (Dromi R. , Tratado de Derecho Administrativo, 1998, págs. 776,777). 
Tomando en cuenta lo que manifiesta el tratadista Roberto Dromi, Miguel Alejandro López da 
un significado a la ausencia de costas en el procedimiento administrativo: “Ausencia de costas 
en sede administrativa significa que cada parte hace frente a sus propios gastos sin que tenga 
derecho luego, en caso de que salga favorable su resolución, a reclamar tales importes del 
contrario (López Olvera, pág. 191)”, quizá haya ciertos actos de la administración, como 
concretar en la expedición de una licencia, un permiso o una autorización, puede estar gravado, 
es decir, generar algún costo para el administrado; pero ese gasto tiene que estar establecido en 
algún cuerpo normativo. 
Este principio pretende proteger el derecho de los administrados a acudir a la justicia de forma 
inmediata al sentirse perjudicado por el actuar de la Administración, permitiendo así que la 
ausencia monetaria por parte del ciudadano no constituya un obstáculo al control de legalidad 
del actuar administrativo. 
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1.2.2. Principios Formales 
Los llamados principios formales, son complementarios y coadyuvan al cumplimiento de los 
principios sustanciales, son de jerarquía normativa legal o reglamentaria y se concretan en un 
procedimiento determinado. 
1.2.2.1. Oficialidad 
Para tutelar el interés público, la autoridad administrativa tiene como obligación dirigir e 
impulsar el procedimiento y ordenar la práctica de todo cuanto sea conveniente para el 
esclarecimiento y resolución de la cuestión planteada, es importante recalcar que se presupone 
de antemano el principio de la impulsión de oficio en el procedimiento administrativo. 
La oficialidad asume la impulsión de oficio, así como también la instrucción, es decir, obtención 
de pruebas y averiguación de hechos efectuados a petición de parte o de oficio, debiendo la 
Administración cooperar en la remisión de elementos de juicio, y la investigación de la verdad 
material, ajustada a los hechos y no sólo a las pruebas aportadas por las partes también llamada 
es decir, no solo la llamada verdad formal. 
La oficialidad impone la obligación a la Administración de agotar cuantas acciones sean 
necesarias a fin de dar contenido a los derechos de los administrados  “la actuación de los órganos 
administrativos no debe satisfacer simplemente un interés individual, sino también un interés colectivo y 
el propio interés administrativo; de allí que la inacción del particular no pueda determinar en ningún 
caso la paralización del procedimiento”. 
Este principio tiene como objetivo garantizar el funcionamiento del engranaje administrativo, 
para formar llegar al correcto actuar de la Administración con la obtención de los presupuestos 
fácticos que darán a la autoridad competente todos los elementos para formarse un juicio 
razonable y justo, Manuel María Diez al respecto manifiesta: “la Administración, gestora del 
interés público, está obligada a desplegar por sí misma, ex officio, toda la actividad que sea necesaria 
para dar adecuada satisfacción a ese interés, sea cual sea la actitud, activa o pasiva, que puedan adoptar 
los particulares que hayan comparecido en el procedimiento (…) (García de Enterría & Fernández 
Tomás, 1983, pág. 475).  
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Con lo anteriormente expuesto podemos decir que con este principio la administración da 
hincapié a la realización de los fines estatales. 
1.2.2.2. Informalismo 
Este principio también se lo conoce como “in dubio pro actione” garantiza la interpretación más 
favorable y pretende superar ciertos vicios de índole formal, también permite en ciertas 
ocasiones prescindir de muchas condiciones formales, tanto en los escritos iniciales como en su 
tramitación. Por ello, la inadecuación a las formas, no conlleva, en principio la pérdida de un 
derecho dentro del procedimiento. 
“La administración al desarrollar su actividad debe someterse a algunas formas: formas 
moderadas, consagradas, entre otras razones, para proteger los derechos individuales, que 
expresan las condiciones de realización de los actos que conforman el proceso. Sin 
embargo, ellas no son tan estrictas como en otros procedimientos, ya que a los particulares 
se les da una amplia libertad, con un cierto sometimiento a reglas generales, para escoger 
las formas con que actuaran en el proceso administrativo. Asimismo, se excluye la 
imposición del mero formulismo, con exigencias rituales que tiendan a impedir, o al menos 
a obstaculizar, los derechos fundamentales”. (Gómez Mejía, 1976, pág. 34) 
En resumen la administración debe propender a realizar los trámites de la forma más simple 
posible, de modo que el procedimiento no se frustre por requerimientos meramente rituales, o 
meros formulismos. 
1.2.2.3. Eficacia 
El principio de eficacia en la actuación administrativa tiene como objeto inmediato hacer más 
eficiente la actuación administrativa y la participación de los administrados con supresión de 
trámites innecesarios, la reducción de plazos a favor del administrado, o la realización de 
trámites acelerados. Cabe decir que en virtud de este principio se promueven reglas de 
celeridad, sencillez y economía procesal. 
La economía procedimental y el principio de simplicidad técnica hacen del actuar 
administrativo, un actuar eficaz y obligan a la misma a prever en los casos sometidos a su 
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decisión, soluciones tendientes a lograr la conservación de los actos, subsanando sus defectos 
formales, esto no implica el menoscabo de los demás principios, pues como manifiesta Marco 
Morales Tobar, en su Manual de Derecho Administrativo “... a título de promover la eficacia en el 
procedimiento administrativo, no puede sacrificarse los derechos fundamentales y los principios que 
rigen la estructura administrativa, como el de legalidad y el de jerarquía.” (Morales Tobar, 2011, pág. 
108) 
La eficacia posibilita la tutela efectiva de derechos y poderes jurídicos. Se trata de poner fin al 
procedimentalismo en ciertos casos inútil, pensando en la pronta solución que reclama el 
ejercicio del poder y el respeto del derecho. 
1.3. El Acto Administrativo. 
La actividad jurídica de la administración, tiene como antecedente principal, la promulgación en 
el derecho positivo de lo que llevaría al desarrollo del Acto Administrativo con la expedición de 
la Ley Francesa del 24 de agosto de 1790 en su Art. 13 que manifiesta que “las Funciones 
Judiciales son distintas y permanecerán siempre separadas de las funciones administrativas. Los jueces 
no podrán, bajo pena de prevaricato, turbar de cualquier manera que sea las operaciones de los cuerpos 
administrativos” (Ley del 24 de Agosto, 1790), esta división respeta la naturaleza del actuar 
administrativo y por ende garantiza un proceso diferente y separado del actuar judicial 
ordinario, que se encuentra encaminado al bien común, el interés público y las debidas garantías 
al administrado. 
La administración pública por sí misma o al ser considerada como una persona jurídica tiene 
varios medios de expresión, para autores como Patricio Secaira, se pueden determinar cuatro 
medios de expresión de la Administración que los clasificó como Actos Jurídicos de la 
Administración Pública, entre ellos encontramos el acto de administración, los reglamentos 
administrativos, los contratos administrativos y los actos y resoluciones administrativas, para 
esclarecer este punto tomaré como referencia la legislación ecuatoriana en este caso el Estatuto 
de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva – ERJAFE, (Decreto Ejecutivo 
2428, Registro Oficial 536, 18 de marzo del 2002), que al manifestarse sobre la actividad 
jurídica de la Administración, determina: 
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“Art. 64.- CATEGORIAS.- Las Administraciones Públicas Central e Institucional de la 
Función Ejecutiva sometidos a este estatuto manifiestan su voluntad jurídica de derecho 
público a través de actos administrativos, actos de simple administración, hechos 
administrativos, contratos administrativos y reglamentos, sin perjuicio de recurrir a otras 
categorías de derecho privado cuando tales administraciones actúen dentro de dicho 
campo. De conformidad con lo que dispone la Ley de Modernización del Estado, la 
extinción o reforma de los actos administrativos se rige por lo dispuesto en este estatuto, 
incluyendo los plazos para resolver y los efectos del silencio de la administración.” 
Me referiré al medio de expresión más importante de la administración que es el acto 
administrativo, ya que de este medio depende la manifestación de la voluntad de la 
Administración del Estado, tomando en cuenta que para llegar a concretar la finalidad última del 
actuar administrativo, éste, debe tener una expresión formal, clara y definida, para que pueda 
tener efectos jurídicos y así llamarse acto administrativo. 
Es importante recalcar que en épocas anteriores a la Revolución Francesa en el llamado “Ancien 
Régime” no existía la idea de un acto administrativo sin embargo existían ciertas 
aproximaciones como los “Actos del Rey”, “Actos de la Corona”, “Actos del Fisco” sin 
embargo el concepto de acto administrativo como tal era totalmente ignorado, al respecto el 
tratadista Jaime Orlando Santofimio, citando a Manuel María Diez manifiesta que: “es recién en 
el Repertorio de Merlín, que en 1812 publicó la 4ª edición del Gullot, donde aparece por primera vez la 
voz de Acto Administrativo, que se define como una decisión de la autoridad administrativa, una acción, 
un acto de administración que tiene relación con sus funciones” (Santofimio O. , 1988, pág. 54) así pues 
dándole rango de Jurisconsulto Francés a Merlin y tomando en cuenta su Repertorio Universal y 
Razonado de Jurisprudencia, edición 4ª., volumen 18 redactado en Paris, varios autores 
determinan en este momento la aparición del concepto de acto administrativo. 
A lo largo de la historia se han dado varios conceptos de acto administrativo que sin estar 
errados enfocan la naturaleza general del acto administrativo, se puede manifestar de forma 
previa que acto administrativo, “es una declaración unilateral de la voluntad de la autoridad 
competente que versa sobre asuntos de la Administración Pública y que tiene efectos jurídicos de orden 
particular”. (Morales Tobar, 2011, pág. 120) 
Tomaré como referencia lo que manifiesta el Tratadista Efraín Pérez, “La doctrina del Derecho 
Administrativo de América Latina, siguiendo a los tratadistas argentinos de la actualidad, contempla un 
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enfoque restringido de acto administrativo, reservando esta denominación solamente para las 
manifestaciones unilaterales de los órganos públicos con efectos jurídicos individuales y subjetivos.” 
(Pérez, 2008, pág. 59), para lo cual entendemos que el acto debe ser emitido por los órganos de la 
administración y para que estos tengan categoría de acto administrativo deben producir efectos 
jurídicos, eso quiere decir que en el desenvolvimiento del que hacer administrativo no toda 
manifestación del órgano administrativo tendrá categoría de acto administrativo, sino según el 
mismo tratadista, solamente tendrán esta categoría, aquellas declaraciones que modifiquen el 
estatus jurídico de algún ciudadano. 
Para entender el concepto de acto administrativo me referiré a varios conceptos de acto 
administrativo de varios tratadistas mencionados por el catedrático Marco Morales Tobar en su 
Manual de Derecho Procesal Administrativo. 
El profesor Roberto Dromi, indica que “son actuaciones y declaraciones administrativas 
unilaterales y bilaterales, individuales y generales, con efectos directos e indirectos” (Dromi R. 
, 2006, pág. 353) 
Para Manuel María Diez el acto administrativo es “una declaración unilateral de un órgano del 
Poder Ejecutivo con ejercicio de su función administrativa que produce efectos jurídicos en 
relación a terceros” (Diez, El Acto Administrativo, Tomo II, 1965, pág. 203) 
Para Eduardo García de Enterria y Tomás Ramón Fernández el acto administrativo es “la 
declaración de la voluntad; de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la 
administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta de la potestad 
reglamentaria” (García de Enterría, 2004, pág. 550) 
En resumen todos estos conceptos sí poseen de cierta forma un análisis general de acuerdo al 
punto de vista o corriente, en la cual se hayan enfocado para tratar de conceptuar el acto 
administrativo, sin embargo cada corriente debe ser complementada por la otra, ya sea la 
corriente formal, o material, así encontramos la conceptualización en el derecho positivo 
ecuatoriano en el Art. 65 del ERJAFE, que al hablar de acto administrativo determina, que “es 
toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce 
efectos jurídicos individuales de forma directa”. 
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Es una declaración porque es una manifestación de la intención de la administración y 
formaliza su voluntad, esta declaración se emite de forma escrita, para no omitir formalidades. 
Se determina que el acto administrativo se efectúa por medio de una voluntad, debido a que 
ésta se puede traducir como la capacidad legal que tiene la Administración Pública para decidir 
sobre asuntos de su competencia, que se encuentran íntimamente relacionados con el bien 
común. El Dr. Secaira divide en dos elementos a la voluntad, que son el elemento subjetivo y el 
objetivo, el primero se constituye por el ánimo, comprensión que el órgano, o autoridad 
respectiva tiene con relación al asunto materia de la resolución; y el segundo es el que evalúa e 
identifica los antecedentes fácticos y jurídicos para la emisión del acto administrativo. 
Para el Dr. Patricio Secaira, el Acto Administrativo es unilateral porque “se caracteriza 
precisamente por cuanto solo el sujeto activo del procedimiento tiene la capacidad decisoria. Decisión 
que se toma a base de antecedente fácticos y jurídicos pertinentes a cada caso y en función del logro del 
bien común” (Secaira Durango, pág. 180). Secaira también manifiesta que la administración 
siempre tiene ventaja frente a los particulares, ya que al analizar un caso la Administración no 
consulta el interés del administrado sino únicamente el bien protegido en las respectivas 
disposiciones legales. 
La emisión de un acto administrativo conlleva el ejercicio administrativo. Siendo la autoridad 
competente el que lo emite en ejerciendo un cargo público, entonces se sobreentiende que se 
encuentra ejerciendo una función administrativa. “La decisión administrativa tiene fuerza jurídica 
por cuanto se sustenta en las competencias legales señaladas para el órgano público” (Secaira Durango, 
pág. 180). 
La emisión de un acto administrativo produce efectos jurídicos inmediatos y directos, esto 
quiere decir que el órgano o el agente emisor tiene la capacidad de hacerla cumplir 
inmediatamente siempre y cuando la emisión del acto se haya realizado conforme a derecho con 
los respectivos requisitos para que este no adolezca de vicio alguno, con su notificación 
respectiva. Así manifiesta Patricio Secaria:  
“Es decir los efectos jurídicos se generan al momento mismo de haberse expedido la 
decisión pública y de notificada a quien va dirigida. Efectivamente el acto administrativo 
puede ser ejecutado cuando cumple con el requisito de eficacia, solo ahí crea efectos 
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jurídicos, directos e inmediatos afectando de modo inminente el derecho subjetivo del 
administrado, sea positiva o negativamente. Se crea entonces una vinculación jurídica 
directa entre sujeto pasivo de la administración frente a la administración de la cual 
emana el acto administrativo de que se trate” (Secaira Durango, pág. 180)  
Por esto cabe señalar que los actos administrativos tienen la característica de ser ejecutorios. 
En resumen, para determinar que la manifestación estatal tiene el carácter de acto administrativo 
tiene que tener elementos esenciales que son la expresión de la voluntad, que sea emitido por la 
autoridad competente, que tenga un objeto o una causa razonable, que se encuentre emitido de 
forma correcta y que su contenido sea preciso. 
Los caracteres jurídicos del acto administrativo, son la presunción de legitimidad y la 
ejecutoriedad, ambos, son elementos sine qua non para la existencia y emisión de un acto 
administrativo.  
Presunción de Legitimidad: Uno de los caracteres jurídicos esenciales que distinguen al acto 
administrativo es la presunción de legitimidad, a la cual se la llama de muchas formas como: 
presunción de justicia, presunción de legalidad, presunción de validez o pretensión de 
legitimidad; expresiones con las que se pretende determinar que el acto administrativo se ha 
producido con apego a la ley, es decir al derecho positivo vigente que regula el quehacer 
administrativo. 
Respecto a este carácter jurídico del acto administrativo José Roberto Dromi manifiesta que: 
“presunción de legitimidad quiere decir que la actividad administrativa ha sido emitida conforme al 
derecho; que su emisión responde a todas las prescripciones legales o se han respetado las normas que 
regulan la producción de la actividad administrativa” (Dromi, 1975, pág. 80) 
Ejecutoriedad: El carácter de ejecutoriedad del acto administrativo puede entenderse en dos 
sentidos: en el primero, que es obligatorio o exigible y por tanto debe cumplirse: y, en segundo 
sentido que conlleva en su esencia una fuerza especial por medio de la cual la administración 
puede ejecutar de forma coactiva el acto contra la oposición de los interesados, sin tener que 
contar con el concurso del órgano jurisdiccional. 
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Para Manuel María Diez la ejecutoriedad “puede considerarse como una manifestación especial de la 
eficacia de los actos administrativos en cuanto éstos imponen deberes o restricciones a los 
administrados, que pueden ser realizados, aun contra la voluntad de los mismos, por medio de los 
órganos administrativos sin intervención previa de los órganos jurisdiccionales” (Diez, 1961, pág. 161 y 
162) 
Estas explicaciones doctrinarias nos llevan a resumir que la presunción de legitimidad conviene 
que el acto administrativo ha sido emitido conforme a derecho y por esta presunción, su 
ejecución debe ser inmediata, así lo expresa el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de 
la Función Ejecutiva. 
“Art. 68.- LEGITIMIDAD Y EJECUTORIEDAD.- Los actos administrativos se presumen 
legítimos y deben cumplirse desde que se dicten y de ser el caso, se notifiquen, salvo los 
casos de suspensión previstos en este estatuto.” 
Sin embargo existen dos elementos que permiten determinar la existencia de un acto 
administrativo, que según Manuel María Díez son el mérito y la legitimidad. 
Marco Morales Tobar manifiesta que el mérito no es otra cosa que “la conveniencia dada en razón 
de la oportunidad y temporalidad, para la realización de un determinado acto, en todo caso es la 
conveniencia pública en donde la autoridad, focalizando la normativa jurídica en que se sustenta, en 
base de su sana crítica, ha de emitir el acto”. (Morales Tobar, 2011, pág. 130) Tomando en cuenta esta 
definición es importante recalcar que el mérito es el medio por el cual se analiza la pertinencia 
de la emisión del acto, es decir que, con el conjunto de antecedentes de tipo jurídico, técnico y 
económico que arrojan los diversos estudios o informes siendo el caso, así como de la 
observación de los factores socio-políticos, y finalmente con el análisis y relación de las normas, 
dará por consecuencia la emisión del acto administrativo. 
El mérito, para Agustín Gordillo, es esencialmente subjetivo pero únicamente en cuanto a 
determinar la oportunidad para la expedición del acto, y manifiesta que no hay que confundirlo 
con el motivo del acto, así mismo Héctor Escola, señala que él merito se refiere a la oportunidad 
o conveniencia en la expedición del acto Administrativo, y que está conveniencia está en íntima 
relación con los fines del Estado. 
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Se manifiesta que la oportunidad está en íntima relación con los fines del Estado, ya que obliga 
a quien expresa la voluntad del mismo, así como a los administrados, por lo tanto a buscar el 
bien común este razonamiento debe implicar todo un juicio de valoración por parte del 
administrador en ejercicio de sus funciones para que los actos resulten un beneficio para la 
sociedad. 
El Dr. Morales Tobar, cita a Escola en su Manual de Derecho Procesal Administrativo, el cual 
en su parte pertinente manifiesta que: “…el examen del mérito del acto tiene, actualmente, gran 
importancia práctica, pues no basta, como se ha dicho, que los actos administrativos se ajusten en su 
integridad a la Ley, sino que es imprescindible que sean adecuados en su mérito, estando en el interés y 
en el derecho de todos exigir que se dé efectivamente esa condición…” 
Por la importancia del análisis de la existencia del mérito en la emisión del acto administrativo 
para el Dr. Marco Morales Tobar, los principios de la sana crítica se reducen en los siguientes. 
“1.- El interés público, debe ser valorizado en relación al interés privado. En ningún caso 
debe darse preeminencia a una realización de interés privado, que se contraponga al 
interés público. 
2.- El procedimiento a seguirse tiene que ser valorizado en relación a las ventajas y 
posibilidades del acto. Deben realizarse los cálculos de pre factibilidad en todos los 
órdenes, especialmente en aquellos actos administrativos, que dicen relación con algún 
contrato, a fin de saber cuánto es lo que va a costar, qué es lo que va a producir y cómo se 
va a financiar. 
3.- El buen administrador nunca debe dejar de lado lo que la experiencia le ha enseñado. 
Entendiéndose por experiencia al conjunto de casos análogos que han sido resueltos con 
un mismo método, de una manera eficiente.” 
Estos puntos resumen en sí, el ejercicio del desenvolvimiento administrativo en razón del 
mérito, por lo tanto sabemos que el administrador debe mirar el interés público y superponerlo 
por encima del interés privado, analizando ventajas y desventajas de su emisión así como los 
estudios con respecto a la factibilidad del acto y costos que conlleva, y finalmente, la 
administración debe tomar en cuenta su experiencia y la resolución de los casos análogos que en 
el desarrollo de su dirección se han presentado y hayan sido resueltos de manera eficiente. 
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Como había citado anteriormente existe otro elemento que para Manuel María Diez es 
fundamental en la emisión del acto administrativo, y es la legitimidad, el Dr. Marco Morales 
considera que es el “elemento referente a la observancia de la ley, que vincula la declaración de 
voluntad de la Administración y establece una norma de causalidad entre la ley, el hecho, el objeto del 
acto administrativo y el fin que éste persigue” (Morales Tobar, 2011, pág. 132), es decir que el acto 
debe ser dictado conforme a la ley, por lo tanto se debe subordinar el actuar público y el 
quehacer estatal con el derecho objetivo-positivo, y a los principios generales del derecho. 
Juan Carlos Benalcázar manifiesta “el Estado de derecho tiene como característica esencial a la 
democracia, al existir siempre un sustento popular que legitima el ejercicio del poder público y los actos 
de autoridad. (…) No se trata, en efecto, de someter al Estado a una norma exterior ‘apolítica’, sin 
relación con la materia misma a que debe dedicar sus esfuerzos, sino a una norma directamente basada 
en las exigencias funcionales de lo político y que regula bien su principio propio” (Dabin J. , 1955, págs. 
137,138) 
La administración, así como los administrados se encuentran supeditados a cumplir con los 
deberes encomendados y a gozar de los derechos a ellos otorgados, como diría Dromi, esto 
genera en la Administración una serie de regulaciones normativas, que podríamos traducirlas en 
permisiones y prohibiciones que se conocen con el nombre de legalidad administrativa, 
reduciendo el actuar administrativo a ejercer únicamente las facultades que a él fueron 
encomendadas, así Marco Morales citando a Dromi manifiesta “… trasunto lógico de la sumisión 
del Estado al Derecho, que constituye el conjunto de reglas jurídicas (de legitimidad) y políticas (de 
oportunidad) al que debe ajustarse el obrar público, pues aquella legalidad conforma y limita la 
actuación pública” este principio se encuentra promulgado en la Constitución de la República del 
Ecuador (Registro Oficial No. 449; 20 de Octubre del 2008) en su Art. 226 que expresa:  
Art. 226.- Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 
solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 
Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo 
el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución. 
El artículo 226 de la Constitución garantiza, desde el punto de vista del ciudadano es una 
garantía para hacer respetar sus derechos, ya que se está limitando el actuar administrativo, y los 
funcionarios públicos solo pueden ejercer únicamente las facultades y competencias que se les 
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ha otorgado, así mismo este artículo satisface el interés general, ya que todo el actuar 
administrativo debe cumplir con los fines del Estado. 
1.3.1. Elementos Esenciales del Acto Administrativo 
Para autores como Jaime Orlando Santofimio, el acto administrativo se encuentra compuesto 
por elementos esenciales que confirman la validez y la existencia de un acto administrativo, 
estos elementos Santofimio los cataloga como piezas impulsoras ya que manifiesta que: 
“cualquier falla o mal funcionamiento de esta estructura, provoca la materialización de 
vicios descalificadores del acto, en la medida que pueden afectar su validez. Por esto, 
podemos afirmar que en el ámbito de los elementos esenciales, se configuran las 
enfermedades del acto, de ahí que su conocimiento posibilite un pronto diagnóstico del 
padecimiento de la manifestación administrativa.” (Santofimio, 1988, pág. 69)  
Tal es así que para este tratadista el acto posee tres elementos indispensables, a los cuales los 
clasifica en elementos externos del acto, elementos internos del acto y en tercer lugar el mérito u 
oportunidad. 
En el caso de la primera clasificación entendemos que esta se divide en sujetos activos, los 
cuales se encuentran compuestos por la competencia y la voluntad, mientras que los pasivos se 
entiende como las formalidades del acto; en el caso de los elementos internos Santofimio se 
refiere al objeto del acto, los motivos por los cuales es expedido y su finalidad. Sin embargo 
Manuel María Diez clasifica a los elementos esenciales como la manifestación de la voluntad, 
competencia u órgano competente, el objeto o causa, la forma y el contenido del acto, a 
continuación explicaré cada elemento. 
1.3.1.1. Manifestación de la Voluntad 
Existe una discusión doctrinal entre varios tratadistas sobre la naturaleza de la voluntad y su real 
ubicación, unos afirman que es un presupuesto obvio, sine qua non del acto administrativo y por 
lo tanto manifiestan que no es un elemento, sin embargo yo concuerdo con el tratadista Manuel 
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María Diez quien determina que la voluntad es uno de los elementos esenciales del acto 
administrativo. 
La voluntad es la declaración de la autoridad competente, sin embargo, existen varios 
antecedentes que motivan la conformación de la voluntad, que son la percepción de los asuntos 
dispuestos a cargo a través de sus sentidos, posterior a esto encontraremos la respectiva 
formación de ideas respecto a las respectivas percepciones, que permitirán el razonamiento y 
pensamiento para desembocar en un criterio formado que emitirá un juicio de valor. 
La voluntad se genera entonces, a través de un proceso de orden psíquico, este razonamiento 
debe estar conforme a los lineamientos, normas y principios jurídicos, tomando en cuenta que 
los funcionarios públicos solo pueden hacer lo que la ley les faculta, y lo que su competencia les 
permite, tomando en cuenta todo esto, se desarrollara este proceso intelectivo que va desde la 
intención de realizar el acto, hasta su concreción es decir la plena emisión del mismo. 
Se debe entender a la voluntad, como la voluntad de la administración y no la voluntad de quien 
ejerce la vocería del Estado así lo determina Santofimio cuando manifiesta, “Los sujetos naturales 
son simples intérpretes de la voluntad potencial expuesta por el constituyente en la norma positiva” 
tomando en cuenta este punto de vista Santofimio propone la siguiente tesis, “… una voluntad del 
intérprete, persona natural, al servicio de la objetiva voluntad de la administración. La conjunción de las 
dos voluntades, permite identificar todo un proceso subjetivo de materialización de la voluntad efectiva 
de la administración” (Santofimio O. , 1988, pág. 74) 
Es complicado afirmar que en definitiva en la formación del acto administrativo convergen dos 
voluntades, sin embargo es cierto que la Administración Pública se vale de las personas 
naturales para resolver los asuntos que a ella le concierne, por lo tanto podemos puntualizar lo 
que manifiesta Secaira con respecto a la voluntad “que la voluntad es la capacidad legal que tiene la 
administración pública para decidir sobre asuntos de su competencia” (Secaira Durango, Curso Breve de 
Derecho Administrativo, 2004, pág. 180), por ende es el ánimo del quehacer administrativo que 




La competencia según el inciso 2 del Art. 1 del Código de Procedimiento Civil  “es la medida 
dentro de la cual la referida potestad está distribuida entre los diversos tribunales y juzgados, por razón 
del territorio, de la materia, de las personas y de los grados.” 
Entonces entendemos por competencia al poder que tiene toda autoridad pública, y que es 
otorgado por la Ley, para que bajo los lineamientos y límites del derecho pueda conocer, 
averiguar y resolver todos los actos realizados por los funcionarios públicos siempre con el afán 
de cumplir con los fines del Estado y de precautelar los intereses de la administración. Así 
tomamos en cuenta el concepto que nos brinda Patricio Secaira quien manifiesta: “La 
competencia es el conjunto de atribuciones que la ley entrega a los órganos del poder público” (Secaira 
Durango, Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, pág. 184) esto significa que todo acto 
administrativo debe ser emitido por la autoridad adecuada del organismo, caso contrario el acto 
no sería válido, Secaira también afirma que la validez del acto conlleva necesariamente que la 
expedición del acto la realice el titular del órgano facultado legalmente para exteriorizar la 
voluntad administrativa, si el acto fue emitido por una persona que carecía de competencia el 
acto habría sido invalido. 
El órgano es un ente ficticio, que se encuentra representado por personas naturales, estas 
personas son las que ejercen las atribuciones, los derechos, las obligaciones, y las prohibiciones, 
competencias otorgadas por ley al órgano público, de manera que cuando esa persona natural 
deja de ejercer la representación del órgano pierde entonces la competencia. 
Dromi señala que “la competencia es irrenunciable e improrrogable. Debe ser ejercida directa y 
exclusivamente por el órgano que la tiene atribuida como propia, salvo los casos de delegación, 
sustitución o avocación previstos por las disposiciones normativas pertinentes” (Dromi R. , Derecho 
Administrativo, 2004, pág. 361); La competencia le pertenece al órgano y en ningún caso a la 
persona que lo representa como titular, es decir que la competencia es un atributo del órgano 
administrativo nunca del investido en calidad de órgano, el acto administrativo debe ser emitido 
por el órgano que tenga atribuida a su cargo la competencia, sino este estará viciado. 
García de Enterría y Ramón Fernández manifiestan “en un órgano deben confluir todos los criterios 
de competencia (material, territorial, temporal) para que, en ejercicio de la misma, pueda dictar 
22 
 
válidamente el acto administrativo que dicha competencia autorice”. La competencia se otorga en 
razón de la materia, del territorio, el tiempo y el grado. 
El criterio material se refiere a la especialidad en el área de conocimiento de los organismos con 
respecto a los asuntos públicos. 
El criterio territorial se refiere al ámbito espacial dentro del cual el órgano administrativo 
desarrolla sus funciones este puede ser nacional, regional o local.  
Respecto al tiempo, es el lapso o ámbito temporal en el que se debe desarrollar la actividad 
administrativa, es decir el acto debe ser oportuno, dentro del tiempo preciso, sino puede caer en 
la extemporaneidad o en la caducidad o prescripción. 
Respecto al grado, todos los organismos se encuentran organizados por medio de una jerarquía 
las cuales se encuentran vinculadas a la obediencia, tal es así que se determina que el grado es 
aquella “posición o situación que ocupa el órgano dentro de la pirámide jerárquica” (Dromi R. , 
Derecho Administrativo, 2004, pág. 362). 
La competencia es un elemento o requisito esencial, que siempre esta atribuida al órgano y este 
ejerce su imperio a través de sus representantes, este elemento afecta la validez sustancial del 
acto, por lo cual si es expedido por un órgano u autoridad pública que no tiene competencia para 
el efecto, la decisión administrativa inevitablemente estará viciada de nulidad. 
1.3.1.3. La Causa o el Objeto 
La causa del acto administrativo corresponde a la suma de antecedentes que exigen la emisión 
de la voluntad administrativa; es la razón o motivo por la cual la administración toma una 
decisión, que llevará a un fin concreto que manifiesta la real intención de la Administración 
Pública que es el bien común, Fiorini sostiene que la causa “es un elemento lógico que se 
integra con diversos datos materiales. La causa es un elemento lógico que comprende el “por 
qué” y se compone de los antecedentes fácticos, circunstancias y normas que se concentran y 
evalúan su contenido de fuente creadora del acto administrativo” (Fiorirni, 1995, pág. 410) 
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entonces la causa no es sino una justificación del fin que persigue el órgano administrativo con 
la ejecución de un determinado acto. 
El objeto y la causa se encuentran íntimamente relacionados en la emisión del acto 
administrativo, ya que el primero determina la razón por la cual se toma la decisión y el segundo 
se explica en la finalidad que lleva consigo la decisión administrativa, el examen y análisis de 
ambas desembocara en la respectiva motivación del acto, que determinará si fue emitido 
conforme a derecho bajo los lineamientos jurídicos y no ha sido emitido de manera arbitraria. 
La motivación más allá de ser un requisito fundamental para la emisión del acto, es también una 
garantía constitucional resumida en el debido proceso para el resguardo del Principio de 
Seguridad Jurídica, esta se encuentra consagrada en el Art. 76, número 7, letra l); así como en el 
Art. 31 de la Ley de Modernización y en el Art. 122 del Estatuto de Régimen Jurídico de la 
Función Ejecutiva (ERJAFE). Resolución No. 001-2002-AA del Tribunal Constitucional, a 
propósito de dicha garantía prevista en la Constitución, concluyó: 
 “La motivación es un requisito esencial que determina la relación de la causa y el objeto 
del acto, la causa es la razón que justifica o determina la toma de una decisión y el objeto 
hace relación entre la causa y el objeto del acto, la causa es la razón que justifica o 
determina la toma de una decisión y el objeto hace relación con la finalidad para que se 
toma una determinación. El análisis de la motivación toma en cuenta la razón por la que se 
adopta una decisión y la finalidad de tal decisión, con el objeto de determinar si el acto ha 
sido o no de manera arbitraria, debiendo parecer del acto esa motivación, tanto de modo 
formal como material”. 
La motivación es el elemento más importante en la emisión del acto administrativo ya que 
deben converger en pertinencia el hecho causal y la juridicidad, es decir, relacionar las causas 
que forman la emisión del acto con las normas jurídicas, la motivación debe constar de forma 




1.3.1.4. La Forma 
Cuando nos referimos a la forma debemos diferenciarla de la formalidad, ya que en varios 
textos jurídicos encontramos el uso de los dos términos con el mismo significado lo cual es 
incorrecto, cuando nos referimos al primero,  nos referimos a la estructura en la cual se debe 
emitir el acto, mientras que el segundo, es el cúmulo de solemnidades y requisitos que se deben 
cumplir para que la ejecución del acto administrativo sea legítima y eficaz, según lo explicado 
encontramos caracteres difícilmente separables que según Santofimio unidos conforman el 
procedimiento de la actuación administrativa. 
Aportando a la idea anterior es importante mencionar el criterio del Tratadista Gustavo Penagos 
quien manifiesta que las formalidades “son los requisitos que han de observarse para dictar el acto y 
pueden ser anteriores, concomitantes y posteriores al acto. La forma es el modo como se estructura la 
voluntad administrativa que da vida al acto”. La forma así como las formalidades se encuentran 
determinadas por las normas jurídicas, la Constitución, las leyes y los reglamentos. 
Así tenemos el Art. 123 del ERJAFE que determina la forma en la cual deben ser expresados los 
actos: 
 “Art. 123.- Forma: 
1. Los actos se producirán por escrito. 
2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, 
la constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular 
del órgano inferior o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación 
del mismo la autoridad de la que procede. Si se tratara de resoluciones, el titular de la 
competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de forma verbal, con 
expresión de su contenido.  
3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales 
como nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, 
resuelto por el órgano competente, que especificará las personas u otras circunstancias 
que individualicen los efectos del acto para cada interesado”.  
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Patricio Secaira manifiesta que “la omisión de requisitos formales puede provocar la nulidad o la 
ilegalidad del acto y, en otras ocasiones su inexistencia jurídica así, si se emite una decisión sin 
señalamiento de lugar y fecha, el acto es inexistente, pues no se encuentra en la vida jurídica, ya que no 
puede comprobarse cuando fue dictado ni determinarse si la persona que lo suscribió ejercía la 
titularidad del empleo público al emitirlo; la misma suerte corre aquel acto que no se encuentra 
suscrito” (Secaira Durango, Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, pág. 189). 
Al respecto podemos señalar que el Derecho Público mantiene directrices que determinan la 
forma de emisión de los actos administrativos, que a su vez otorgan a los actos el estatus de 
legítimos siempre y cuando todos estos hayan sido debidamente cumplidos. 
1.3.1.5. El contenido 
Para Marco Morales Tobar, el contenido “es lo que se manda a hacer o no hacer con un acto 
administrativo, es la clara determinación de la autoridad pública en su expresión de voluntad. De allí 
que en la práctica administrativa el contenido se  da por el comportamiento de acción una omisión 
desplegado por el sujeto ejecutor del acto administrativo” (Morales Tobar, 2011, pág. 167) entonces 
podemos destacar que el contenido es lo que comprende en sí el acto, lo que obliga a hacer o 
dejar de hacer al administrado.  
Así también Ramón Martín Mateo define al contenido del acto administrativo como: 
“La declaración que el propio acto incorpora y realiza. El contenido es la sustancia del acto, lo 
que se declara, lo que la administración decide efectuar a través del mismo. El contenido debe 
ser, pues lícito, esto es conforme a la legalidad; razonable, de acuerdo a lo que se propone; 
posible, en cuanto que elementales imperativos de eficacia hacen que un acto no pueda tener 
unas características tales que lo conviertan en inviable”. 
La doctrina distingue una clasificación tripartita del contenido lo divide en natural, implícito y 
eventual, pero todas se encuentran íntimamente relacionados. 
El primero distingue un acto administrativo de otro, por su esencia y señala el fin específico que 
se quiere conseguir con la emisión del acto. Al referirnos a implícito, se entiende que el acto 
siempre deberá estar sujeto a las normas jurídicas y debe realizar únicamente lo que las normas 
le facultan, observando la auto tutela jurídica y la presunción de legitimidad, y finalmente el 
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contenido eventual, es aquel que puede o no constar en el acto ya que esto no cambia su 
naturaleza, pero si se toma en cuenta en esta clasificación aspectos como la condición, el plazo y 
el modo. 
1.4. Diferencia de Procedimiento y Proceso Administrativo 
Es pertinente para el desarrollo del tema identificar el sentido semántico y jurídico de las 
palabras proceso y procedimiento,  entendemos como proceso a una serie de actos, del órgano 
jurisdiccional, en el que interviene un tercero imparcial llamado juez, mientras que el 
procedimiento es un conjunto de actos, técnicas y métodos que busca la realización de un fin 
determinado, con estos antecedentes voy a desarrollar cada concepto de manera específica 
dentro del campo del Derecho Administrativo. 
La doctrina señala que el procedimiento ha sido entendido como el conjunto de actos 
interrelacionados entre sí y caracterizados por su naturaleza misma, para llegar a la consecución 
de un fin, Jaime Orlando Santofimio manifiesta que:  
“entendemos como procedimiento administrativo el camino ya establecido legalmente, por 
este motivo deben cumplirse con los trámites y formalidades, a los cuales deben someterse 
las autoridades administrativas en ejercicio de sus potestades y facultades, tendientes a la 
producción de actos administrativos, es decir el procedimiento administrativo es aquel 
instrumento jurídico por el cual se viabiliza el actuar de la Administración” (Santofimio O. 
, 1988, pág. 120).  
El procedimiento es un conjunto de formalidades que la Administración debe cumplir en 
ejercicio de sus propias funciones, cuyo fin desemboca en la declaración de la voluntad 
administrativa en busca de la consecución de los fines estatales, por lo tanto sus actuaciones 
deben adherirse a varios principios como el de legalidad, el derecho de petición, la motivación 
correspondiente a la emisión del acto, el debido proceso, entre otros. 
Nuestra Constitución hace una distinción entre el procedimiento administrativo y el proceso 
administrativo cuando divide la vía administrativa y la judicial como dos competencias distintas 
en su Art. 173 que manifiesta lo siguiente:  
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“Art. 173.- Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser 
impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la 
Función Judicial”. 
La Constitución además de sectorizar competencias, también expresa tácitamente que no es 
necesario agotar la vía administrativa para poder impugnar ante la jurisdicción contencioso 
administrativa. 
El procedimiento administrativo se refiere a la tramitación de los asuntos propios de la 
Administración para conducir a una decisión administrativa, mientras que el proceso es de 
ámbito judicial es decir, es la vía Contencioso Administrativa, donde el conflicto entre la 
Administración Pública y el Administrado se resuelve ante un Tribunal Jurisdiccional 
Especializado, actualmente llamado Unidad Judicial Contencioso Administrativa. 
En este sentido abundo, que el procedimiento se encuentra íntimamente ligado a la Autotutela 
de la Administración Pública mientras que el proceso se encuentra íntimamente relacionado con 
la Tutela Judicial efectiva, el primero reconoce a la Administración la capacidad como sujeto de 
derecho para tutelar por sí misma sus propias situaciones jurídicas, por ende las decisiones 
administrativas están revestidas de fuerza ejecutiva e impone su inmediato cumplimiento; y, el 
segundo se lo traduce como el derecho que tienen los administrados de acudir al órgano 
jurisdiccional del Estado, para que éste otorgue una respuesta fundada en derecho a una 
pretensión determinada que se dirige a través de una demanda. 
Marco Morales Tobar distingue de una manera precisa la función del Contencioso 
Administrativo e indica que las funciones de este órgano de administración de justicia “debe 
vérselo como la instancia que controla y limita al poder, el órgano de control de la legalidad en el 
Estado es por tanto el Contencioso Administrativo, incluso es aquel que controla la regularidad de los 
actos…” (Morales Tobar, 2011, pág. 189), el proceso garantiza que las cuestiones de derecho sean 
expuestas ante un tercero imparcial con las debidas garantías al imperio del derecho. 
A mi criterio el procedimiento y el proceso administrativo surgieron como garantía del 
administrado para intervenir en las decisiones administrativas vía administrativa o judicial y así 
regular de cierta forma los privilegios exorbitantes que posee la Administración, en nuestro 
ordenamiento jurídico los procedimientos administrativos son regulados por el Estatuto de 
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Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, mientras que los procesos del 
Contencioso Administrativo se encuentran regulados por medio de la Ley de Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. 
En definitiva, hablamos de procedimiento administrativo, cuando un particular interviene en 
sede administrativa en defensa de sus derechos ya sean subjetivos o de interés legítimo quien 
podrá interponer los instrumentos o reclamos que le permite el ordenamiento jurídico, cabe 
decir que sí en su intervención, sus pretensiones fueron cumplidas, allí se agota el 
procedimiento administrativo, sin embargo, si la decisión administrativa es contraria a las 
pretensiones del particular, a éste le queda la posibilidad de acudir a la vía judicial e iniciar de 
esta forma el proceso administrativo en el Contencioso Administrativo. 
Para mayor comprensión terminaré este capítulo refiriéndome a los recurso administrativos, es 
decir los a los recursos que pueden plantearse únicamente en sede administrativa. 
1.5. Recursos Administrativos: 
El marco jurídico ecuatoriano le permite intervenir al administrado en el quehacer 
administrativo, dotándole de facultades Constitucionales una plena muestra de ello es el 
Derecho de petición, establecido en el artículo 66, número 23, de la Norma Fundamental del 
Ecuador, que garantiza el derecho a dirigir quejas y peticiones a las autoridades cuya 
contestación deberá ser debidamente motivada.  
Al respecto entendemos entonces que el administrado está plenamente  facultado para intervenir 
en sede netamente administrativa, por medio de reclamos, recursos, solicitudes, peticiones, e 
incluso, quejas, etc., así como también se encuentra en derecho de intervenir en sede judicial por 
medio de acciones judiciales. 
Dentro del procedimiento administrativo existen instituciones jurídicas que reconocen el 
derecho de los administrados en general a oponerse a las  decisiones de la administración que 
por algún motivo lesionen sus derechos. 
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Esta capacidad de los administrados a contradecir, replicar u oponerse al actuar de la 
Administración Pública se llama recurso administrativo o impugnación. 
Los recursos son los medios que el Derecho prevé para obtener que la administración en vía 
administrativa, revise un acto y lo confirme, modifique, o revoque; para clarificar el tema creo 
conveniente manifestar lo expresado por Enrique Sayagues Laso en su obra “Tratado de 
Derecho Administrativo”: 
“El acto administrativo puede ser injusto o inconveniente, o adolecer de una ilegalidad de 
fondo o de forma. Aun la administración mejor organizada e intencionada, es susceptible 
de incurrir en error y dictar actos objetables por cualquiera de las causales mencionadas. 
(…) Para ese fin existen los recursos administrativos.” (Sayagués Las, 2002, pág. 470) 
El Dr. Marco Morales en su libro “Manual de Derecho Procesal Administrativo”, citando al 
Tratadista Armando Canosa conceptualiza de la siguiente forma al recurso administrativo: 
“Toda impugnación en término de un acto administrativo interpuesto por quien el acto lo 
afecte en un derecho jurídicamente protegido, invocando razones de legitimidad o de 
oportunidad, merito o conveniencia con el objeto de que el órgano que emitió el acto, un 
superior jerárquico determinado o el órgano que ejerce el control de tutela proceda a 
revocar, modificar o sanear el acto administrativo cuestionado” (Morales Tobar, Manual 
de Derecho Procesal Administrativo, Edición Primera, 2011, págs. 446,447) 
Con este antecedente me corresponde hacer referencia a los recursos administrativos que 
contempla el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, es decir, el 
de reposición, el de alzada o también llamado de apelación y finalmente el recurso 
extraordinario de revisión. 
1.5.1. Recurso de Reposición: 
La esencia procedimental de este recurso radica en que éste se interpone ante la misma 
autoridad que dicto el acto o resolución impugnado. 
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A mi parecer, éste es sin duda un recurso particular, ya que se le pide al propio autor del acto 
que reconozca su propio error, convirtiéndolo en juez y parte de su propio actuar, por lo tanto es 
comprensible suponer que el administrado no considere factible la interposición de este recurso 
debido a la notoria probabilidad de rechazo del mismo y finalmente recurra a otro instrumento 
impugnatorio. 
Sin embargo de ser el caso en el que el administrado decida interponer un recurso 
administrativo, ésta facultad nace del artículo 173 número 1 del Estatuto de Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva: 
“1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o 
indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 
procedimiento, producen indefensión o perjuicio de difícil o imposible reparación a 
derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de 
apelación y de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o 
anulabilidad previstos en los artículos 129, 30 y 131 de esta norma.  
La oposición a los restantes actos de trámite o de simple administración podrá alegarse 
por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al 
procedimiento.” 
Y en el caso específico del recurso de reposición, este se encuentra regulado por el artículo 174 
del mismo cuerpo normativo que dispone lo siguiente: 
“Art. 174.- Recurso de reposición. Objeto y naturaleza. 
1. Los actos administrativos que no ponen fin a la vía administrativa podrán ser recurridos 
potestativamente, a elección del recurrente, en reposición ante el mismo órgano de la 
administración que los hubiera dictado o ser impugnados directamente en apelación ante 
los ministros de Estado o ante el máximo órgano de dicha administración.  
2. Son susceptibles de este recurso los actos administrativos que afecten derechos 
subjetivos directo del administrado.” 
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 Es importante determinar que el plazo para interponer este recurso, según el artículo 175 es de 
15 días si el acto fuera expreso, y de dos meses, si el acto fuere presunto y finalmente establece 
que el plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de dos meses. 
1.5.2. Recurso de Alzada o de Apelación 
El recurso de alzada, también llamado recurso jerárquico o de apelación es aquel cuya 
interposición procede ante el superior jerárquico del organismo o funcionario de la entidad que 
dicto el acto impugnado.  
Por lo tanto entendemos que este recurso se acoge específicamente al principio de jerarquía de 
la Administración Pública, mediante el cual los superiores jerárquicos, están facultados a revisar 
la legalidad y oportunidad de los actos emanados por sus inferiores con el fin de ratificar o 
sustituir la voluntad de su inferior jerárquico. 
Con respecto a los fundamentos para su interposición, el Tratadista Ramón Martin Mateo en su 
obra “Manual de Derecho Administrativo” manifiesta lo siguiente: 
“Es un recurso solo utilizable para aquellos actos que no ponen fin a la vía administrativa, 
es decir en los que quepa la posibilidad de intervención de una autoridad situada en un 
escalón anterior a aquella de la que procede el acto.” (Martín Mateo, 2002, pág. 114) 
 El mismo autor explica que los actos que ponen fin a la vía administrativa son aquellos que ya 
no son susceptibles de recursos ante un órgano superior, y por lo tanto el recurso de alzada solo 
procede contra los actos emanados de aquellas autoridades que tienen superiores jerárquicos y 
en el caso de haber obtenido respuesta negativa al haber interpuesto el recurso de reposición 
también es procedente el presente recurso. 
Cabe mencionar que el recurso de alzada puede ser interpuesto una sola vez, es decir aunque en 
la escala jerárquica haya más escalones a perseguir, este recurso se agota al ser utilizado una 
sola vez ya pone fin a la vía administrativa y el administrado quedaría entonces únicamente 
habilitado para proceder en vía judicial. 
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El Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva se refiere a este recurso 
de la siguiente forma: 
“Art. 176.- Recurso de apelación. Objeto. 
1. Las resoluciones y actos administrativos, cuando no pongan fin a la vía administrativa, 
podrán ser recurridos en apelación ante los ministros de Estado o ante el máximo órgano 
de dicha administración. El recurso de apelación podrá interponerse directamente sin que 
medie reposición o también podrá interponerse contra la resolución que niegue la 
reposición. De la negativa de la apelación no cabe recurso ulterior alguno en la vía 
administrativa.  
2. Son susceptibles de este recurso los actos administrativos que afecten derechos 
subjetivos directos del administrado.” 
El plazo para la interposición del recurso de apelación según el ERJAFE, será de 15 días 
contados a partir del día siguiente al de su notificación, sin embargo si el acto no fuere expreso, 
el plazo será de dos meses. 
1.5.3. Recurso Extraordinario de Revisión  
El presente recurso está dotado de un carácter extraordinario como su nombre lo indica debido a 
que como norma general, no caben recursos administrativos contra las resoluciones que cierran 
el trámite administrativo, es decir contra las que hubiesen “causado estado” (precepto que se 
encuentra establecido en el Art. 5 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa) por 
lo tanto solo en forma excepcional el afectado puede interponer este recurso contra actos y 
resoluciones firmes que según el Tratadista Nicolás Granja Galindo, debe estar restringida a 
aquellos casos en los cuales se justifique lo siguiente: 
“contradicción en la parte dispositiva del acto; aparecimiento de documentos decisivos de 
existencia ignorada; expedición de la resolución en base a una documentación falsa 
comprobada; y, por haberse dictado acto administrativo, en razón de cohecho, prevaricato 




Confirmando lo anterior tenemos lo que se encuentra plasmado de forma expresa en nuestro 
Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva en su Art. 178, en el cual 
regula el recurso referido: 
“Art. 178.- Recurso extraordinario de revisión.- Los administrados o los ministros de 
Estado o las máximas autoridades de la Administración Pública Central autónoma, en el 
caso de resoluciones expedidas por dichos órganos, por sus subordinados o por entidades 
adscritas, podrán interponer ante los ministros de Estado o las máximas autoridades de la 
Administración Pública Central autónoma la revisión de actos o resoluciones firmes 
cuando concurran alguna de las causas siguientes:  
a) Que hubieren sido dictados con evidente error de hecho o de derecho que aparezca de 
los documentos que figuren en el mismo expediente o de disposiciones legales expresas;  
b) Cuando con posterioridad aparecieren documentos de valor trascendental ignorados al 
expedirse el acto o resolución que se trate;  
c) Cuando en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios falsos 
declarados en sentencia judicial, anterior o posterior a aquella resolución; y,  
d) Cuando la resolución se hubiere expedido como consecuencia de uno o varios actos 
cometidos por funcionarios o empleados públicos tipificados como delito y así declarados 
en sentencia judicial firme.  
El recurso de revisión se podrá interponer en el plazo de tres años a partir del inicio de su 
vigencia en los casos de los literales a) y b), y de tres meses a partir de la ejecutoria de la 
sentencia condenatoria, siempre que no hayan transcurrido cinco años desde el inicio de la 
vigencia del acto de que se trate en los otros casos.  
El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la 
inadmisión a trámite, cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en 
este artículo.  
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El órgano competente para conocer el recurso de revisión deberán pronunciarse no sólo 
sobre la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión 
resuelta por el acto recurrido.” 
Finalmente, creo pertinente recordar en este punto que a pesar de existir estos instrumentos 
impugnatorios en vía administrativa, por medio de los cuales el administrado puede intervenir al 
existir un menoscabo a sus derechos; considero pertinente recordar que actualmente no es 
obligación ni se exigirá como requisito previo para iniciar cualquier acción judicial contra las 
entidades del sector público el agotamiento en la vía administrativa, es decir el administrado 
puede recurrir directamente al órgano judicial, tal y como se encuentra promulgado en el Art. 38 
de la Ley de Modernización del Estado, puesta en vigencia mediante Registro Oficial No. 349 














En este segundo capítulo me referiré a la sede judicial del tema en estudio, es decir al 
Contencioso Administrativo, a su proceso, y los posibles recursos contenciosos administrativos 
que los administrados se encuentran habilitados a plantear, así como la vía mediante la cual 
estos recursos deben ser planteados ante el nuevo órgano jurisdiccional administrativo 
nombrado como Unidad Judicial de lo Contencioso Administrativo. Finalmente desarrollaré de 
forma breve la terminación del proceso judicial administrativo con la sentencia. 
2.1. Definición de Contencioso Administrativo 
Es importante entender el término contencioso al cual me referiré como la mera existencia de 
una controversia entre dos partes, quienes amparados por la tutela judicial efectiva, se dirigen a 
un órgano judicial especializado en la materia en este caso el Contencioso Administrativo o 
Contencioso Tributario, para que resuelva tal controversia. 
Con esta idea anterior me referiré al Contencioso Administrativo de forma específica, como 
aquella institución del Derecho Administrativo que actúa en controversias y contiendas legales 
que existen entre la administración y generalmente entre los administrados para satisfacer una 
pretensión fundada y motivada en el ordenamiento jurídico.  
Uno de mis reconocidos maestros de la Universidad Central del Ecuador, el Dr. Marco Morales 
Tobar, manifestó en una clase de Práctica Administrativa, que la utilización conjunta de los 
términos “Jurisdicción Contenciosa” es un pleonasmo, y que a su parecer se encuentra 
incorrectamente bautizada, y explicó “la jurisdicción en materia judicial es lo mismo que lo 
contencioso”; sin embargo bajo mi análisis no existe tal redundancia jurídica debido a que la 
jurisdicción no es solamente contenciosa, sino que de acuerdo al artículo 3 de nuestro Código de 




Sin embargo, más allá de la reflexión se podría determinar que encontramos un silogismo 
jurídico, ya que si tomamos en cuenta que; todo lo contencioso conlleva el ejercicio de una 
jurisdicción en materia judicial, pero no toda jurisdicción es necesariamente contenciosa.  
Evitando entrar en un análisis de otra índole, continuare refiriéndome a la Jurisdicción 
Administrativa, como Contencioso Administrativa ya que es totalmente cierto que en un 
anteriormente llamado Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo,  actualmente 
Unidad Judicial Contencioso Administrativa, solo se plantean acciones de carácter 
controversial, donde quizá la administración al emitir un acto administrativo lesionó un derecho 
subjetivo o interés general y se busca la emisión de otro acto administrativo que restituya el 
daño o lo compense. 
El Tratadista peruano Alberto Hinostroza, citando a Roberto Dromi en su libro Proceso 
Contencioso Administrativo, manifiesta que: 
 “Por proceso administrativo, en sentido amplio, entendemos el medio por el cual se 
controla jurisdiccionalmente a la Administración, para dar satisfacción jurídica a las 
pretensiones de los administrados, afectados en sus derechos  por el obrar público 
ilegitimo. Con tal alcance el “proceso administrativo” comprende todas las vías judiciales 
de responsabilización del Estado y demás personas jurídicas.” (Hinostroza Minguez, 2010, 
pág. 254) 
En líneas anteriores manifesté que la contienda legal de forma general se produce entre la 
administración y los administrados, sin embargo estas también pueden producirse entre la 
administración y la propia administración y veremos más adelante también, el caso 
especialísimo del recurso de lesividad, en el que la Administración se presenta en calidad de 
demandante ante la Unidad Judicial, solicitando la nulidad de un acto que por su propio análisis 
lo considera lesivo. También puede existir contienda entre la municipalidad y el gobierno 
central, o suscitarse controversias de naturaleza privada, que prestan servicios públicos 
impropios, que a pesar de ser impropios dictan sin lugar a duda actos administrativos, debido a 
que están regulando actividades de servicio público, entonces todos estos actos pueden ser 
impugnados ante el contencioso administrativo. 
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Nuestra Constitución de la República dispone en el Art. 173 lo siguiente: “Los actos 
administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser impugnados, tanto en la vía administrativa 
como ante los correspondientes órganos de la Función Judicial.” Es decir que no es necesario agotar 
la vía administrativa para poder impugnar vía judicial.  
La función de este Órgano de Administración de Justicia es limitar y controlar el poder, por 
medio de la observación de la legalidad del actuar administrativo. Carlos Betancur Jaramillo,  se 
expresa sobre la materia Contencioso Administrativa, y dice lo siguiente:  
“… está constituida por el conflicto jurídico surgido entre el administrado y la 
administración, en torno a la actividad de ésta considerada como desconocedora del 
ordenamiento jurídico general o de los derechos subjetivos de aquél y planteado ante un 
organismo independiente que debe decidirlo mediante una sentencia, aplicando reglas 
propias. Así, el contencioso da la idea de contradicción o desacuerdo en la valoración 
jurídica de un acto, hecho o contrato de la administración.” (Betancourt Jaramillo, 2004, 
pág. 31) 
En nuestro país las disputas o conflictos de carácter administrativo que se producen entre el 
Estado y los administrados se ventilan en el Contencioso Administrativo, las actuaciones 
administrativas que se encuentran sometidas a esta jurisdicción se encuentran determinadas en 
la Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa, (LJCA) publicada en el Registro Oficial 
338- de 18 de Marzo 1968, la cual determina que los recursos administrativos a plantearse son 
de dos clases, de plena jurisdicción o subjetivo y de anulación u objetivo sin embargo, es 
importante destacar que a pesar de la notoria determinación del número de recursos que plantea 
el Art. 3 de la mencionada ley, existe otro recurso que la ley faculta a interponer, y este es el 
llamado Recurso de Lesividad.  
Refiriéndome a la Lesividad, es importante mencionar que para referirnos a este instrumento 
judicial hay que tomar en cuenta dos términos que son: el recurso y la acción; sabiendo que el 
término acción, lo utilizamos para hablar de aquel instrumento que se interpone en vía judicial 
para que un tercero imparcial resuelva sobre el asunto en cuestión; mientras que el término 
recurso, es aquel instrumento que se interpone en sede administrativa para que sea la propia 
autoridad administrativa la que resuelva sobre el asunto. Sin embargo la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa utiliza únicamente el término recurso, a pesar de que en la práctica 
estamos realmente frente a acciones judiciales, por lo tanto, y explicado esto, en el presente 
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trabajo investigativo me expresaré con respecto a la “lesividad” en ambos términos debido a que 
las circunstancias lo obligan, sin embargo, aclaro que de acuerdo a mi análisis personal, la 
forma correcta para referirse a la lesividad es como una “Acción de Lesividad”. 
Si bien es cierto, no existe una disposición clara en la que se determine la interposición del 
Recurso de Lesividad; la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, contiene una 
disposición en la cual se intuye la existencia de este recurso en la vida jurídica ecuatoriana, tal 
es así que lo encontramos en el Art. 23, que faculta a los funcionarios públicos de los órganos de 
Gobierno a interponer el Recurso de Lesividad, y faculta a la Administración a intervenir como 
actor para demandar la revocatoria de un acto que no se haya emitido conforme a derecho. 
Ahora que estamos conscientes de los posibles recursos a plantear en el Contencioso 
Administrativo es importante determinar el campo de acción y la esfera de competencia del 
mismo, así tenemos el artículo 38 de la Ley de Modernización (Registro Oficial 349 de 31 de 
Diciembre de 1993) que plantea lo siguiente: 
“Art. 38.- Los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo y de lo Fiscal, dentro de 
la esfera de su competencia, conocerán y resolverán de todas las demandas y recursos derivados 
de actos, contratos, hechos administrativos y reglamentos expedidos, suscritos o producidos por 
las entidades del sector público. El administrado afectado presentará su demanda, o recurso 
ante el tribunal que ejerce jurisdicción en el lugar de su domicilio. El procedimiento será el 
previsto en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa o el Código Tributario, en su 
caso...”  
El procedimiento para la tramitación de los recursos se encuentra determinado en la Ley de 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa, y no es necesario agotar la vía administrativa para 
acudir a la vía judicial, es decir que el administrado que se encuentre convencido que ninguna 
de las acciones que tome en vía administrativa le ayudaran a solucionar la controversia él puede 
directamente interponer una acción ante el Contencioso Administrativo.  
El afectado presentará su demanda, o recurso ante la Unidad Judicial Contencioso 
Administrativa que ejerza jurisdicción en el lugar de su domicilio de acuerdo al procedimiento 
previsto en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa o el Código Tributario, en su 
caso; en concordancia con los artículos 216, 217, 218, y 219 de Código Orgánico de la Función 
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Judicial que establece entre otros, las atribuciones y competencias de las salas de lo Contencioso 
Administrativo de las Cortes Provinciales. 
Después de haber determinado las competencias del Contencioso Administrativo es importante 
también hacer hincapié a lo que no se encuentra dentro de su ámbito de competencia, así se 
encuentra establecido en el Art. 6 de la Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa 
(Registro Oficial No. 338 del 18 de marzo de 1968). 
“Art. 6.- No corresponden a la jurisdicción contencioso - administrativa: 
a) Las cuestiones que, por la naturaleza de los actos de los cuales procede o de la materia 
sobre que verse, se refieren a la potestad discrecional de la administración. 
b) Las cuestiones de carácter civil o penal pertenecientes a la jurisdicción ordinaria y las 
que, por su naturaleza, sean de competencia de otras jurisdicciones. 
c) Las cuestiones que se susciten en relación con los actos políticos del Gobierno, como 
aquellas que afectan a la defensa del territorio nacional, a las relaciones internacionales, 
a la seguridad interior del Estado y a la organización de la Fuerza Pública, sin perjuicio 
de las indemnizaciones que fueren procedentes, cuya determinación corresponde a la 
jurisdicción contencioso - administrativa. 
d) Las resoluciones expedidas por los organismos electorales. 
e) Las resoluciones que se dicten con arreglo a una ley que expresamente les excluya de la 
vía contenciosa.” 
La justicia ordinara y la administrativa no difieren pronunciadamente entre si ya que en ambas 
intervienen partes procesales que comparecen ante un tercero imparcial que resolverá la 
controversia materia del litigio y en donde los jueces se encargan de satisfacer una pretensión, 
sin embargo si difieren en cuestiones de fondo ya que la justicia administrativa se encarga del 
control de la juridicidad del actuar de la administración y la justicia ordinaria regula el 
comportamiento de la sociedad entre sí. 
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En resumen se puede acudir ante el Contencioso Administrativo de existir un particular que 
titularice una situación jurídica, en la que se encuentre afectado o vulnerado un derecho o 
interés directo del demandante, por un acto administrativo, para lo cual deberá interponer un 
recurso, ante el órgano jurisdiccional y hacer valer sus derechos. 
2.2. Creación de las Unidades Judiciales Contencioso Administrativas. 
Iniciando por los antecedentes más recientes, debemos recordar que la Corte Suprema de 
Justicia mediante la Resolución de 05 de noviembre de 1993, publicada en el Registro Oficial 
No.310, durante la presidencia de Sixto Durán Ballén, resolvió determinar las Jurisdicciones de 
los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo y de lo Fiscal, creados por el 
Congreso Nacional mediante Reformas Constitucionales. 
Tomando en cuenta que la Constitución de la República del Ecuador conceptualiza al Consejo 
de la Judicatura, como el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina 
perteneciente a la Función Judicial, en este sentido, cabe determinar que es el Pleno del Consejo 
de la judicatura el organismo facultado para crear, modificar o suprimir salas de las cortes 
provinciales, tribunales penales, juzgados, y juzgados de paz, para a su vez establecer el número 
de jueces necesarios para tales organismos; por lo tanto haciendo uso de esta facultad otorgada 
por el marco jurídico ecuatoriano, el Pleno del Consejo de la Judicatura, aprobó el 
funcionamiento de los tribunales provinciales y distritales bajo la modalidad de Sala Única 
como un nuevo modelo de gestión; el objetivo que persigue el Pleno del Consejo es mejorar la  
atención y conformación de tribunales a través del sorteo para cada causa ingresada para el 
conocimiento de las salas y tribunales. 
Por lo tanto el 11 de junio del 2013, se implementó un nuevo modelo de gestión judicial, el 
Pleno del Consejo de la Judicatura, aprobó mediante Resolución No. 054-2013, la creación de la 
Unidad Judicial en Materia Contencioso Administrativa con sede en la ciudad de Quito, y por lo 
tanto las Salas 1 y 2 del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo pasan a la Unidad 
Judicial en Materia Contencioso Administrativo en Quito. 
Sin embargo posterior a la Resolución No. 054-2013, el Pleno de la Judicatura considera 
pertinente emitir una nueva resolución que perfeccione el fin de este nuevo modelo de gestión.  
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La Resolución No. 061-2013, del 1 de Julio del 2013, determina que la nueva Unidad Judicial 
estará compuesta por los jueces de lo Contencioso Administrativo, y su competencia territorial 
englobará un total de 12 provincias las cuales son: Pichincha, Bolívar, Carchi, Chimborazo; 
Cotopaxi; Imbabura; Napo; Orellana; Pastaza; Santo Domingo de los Tsáchilas; Sucumbíos; y, 
Tungurahua.  
Así mismo, los jueces que conforman la Unidad Judicial Contencioso Administrativa, tendrán 
los deberes y atribuciones determinadas en el artículo 217 del Código Orgánico de la Función 
Judicial, y la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 
La resolución del Pleno del Consejo de la Judicatura determina la necesidad de crear un 
Tribunal interno que será conformado de entre los jueces que integran la Unidad Judicial, ya que 
a este Tribunal, le corresponde realizar el sorteo por el cual se  designará al juez competente de 
la causa en cuestión; sin embargo cabe mencionar que las causas que se encuentren en estado de 
plena tramitación, según la Resolución No. 054-2013 deberán re-sortearse para conocimiento de 
los nuevos jueces.  
En resumen se suprimen las Salas 1 y 2 del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo 
No. 1 con sede en la ciudad de Quito, para crear la llamada Unidad Judicial Contencioso 
Administrativo, derogándose de manera expresa la Resolución No. 084-2012, en la que se 
crearon las seis Salas de Jueces Temporales en materia contencioso administrativo, emitida por 
el Pleno del Consejo de la Judicatura de transición de fecha dieciocho de junio de dos mil doce 
y publicada en el suplemento del Registro Oficial 767 de 15 de agosto de 2012. 
Finalmente el 9 de Julio del 2013, y con la presencia de las principales autoridades de control y 
de la administración de justicia, Gustavo Jalkh, presidente del Consejo de la Judicatura, 
inauguró la Unidad Judicial de lo Contencioso Administrativo, con sede en Quito que se 
encuentra en funcionamiento hasta la fecha. 
2.3. Proceso Contencioso Administrativo, Acción y Jurisdicción 
Me he referido en el primer capítulo de este trabajo investigativo a la diferencia de los términos 
procedimiento y proceso administrativo, sin embargo creo pertinente retomar el término proceso 
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al hablar de contencioso administrativo ya que se encuentran íntimamente relacionados y 
ayudara a la comprensión del Contencioso Administrativo. 
El proceso de manera general, no necesariamente de manera jurídica se lo puede traducir como 
el “conjunto de actos interrelacionados entre sí y caracterizados por su naturaleza eminentemente 
teleológica, en la medida que busca la realización de un fin determinado.” Más adelante a este 
concepto Jaime Santofimio lo encamina y relaciona con el quehacer administrativo afirmando 
que “el proceso contenciosos administrativo no es más que el proceso judicial que se sigue ante jueces 
especializados de la jurisdicción contencioso administrativa…”. Tal es el caso que podríamos 
abundar en derecho, y afirmar que el proceso se entiende como el conjunto de normas y 
principios que determinan los pasos a seguir ante los órganos jurisdiccionales especializados, 
para resolver las controversias que se produzcan entre la administración pública y sus 
contradictores. 
Juan Carlos Benalcázar, citando a Roberto Dromi en su libro Derecho Procesal Administrativo 
Ecuatoriano, se refiere al proceso afirmando que: “el proceso que nos ocupa pretende solucionar 
según Derecho los conflictos que se producen con ocasión del ejercicio de la Función Administrativa, y 
resolver las pretensiones que se formulen respecto de las decisiones, disposiciones y actos 
administrativos, emanados por los órganos que desempeñan o pueden desempeñar dicha función” 
(Benalcázar Guerrón, 2007, pág. 91).  
La existencia del proceso contencioso administrativo tiene como objetivo garantizar el respeto 
de los intereses particulares así como los intereses estatales del bien común, dicho esto, 
estableceré una diferencia entre tres términos fundamentales que formaran un correcto 
entendimiento del contencioso administrativo, estos conceptos fundamentales son acción, 
jurisdicción y proceso.  
Manuel María Diez, manifiesta que la acción corresponde a un derecho inherente y lo plasma de 
esta forma: “En cuanto a la acción se refiere, se puede concebir como un derecho autónomo respecto 
del derecho sustancial, considerándola como la facultad que corresponde a una persona para requerir la 
intervención del Estado a los efectos de tutelar una situación jurídica material” (Diez, 1963, pág. 343) 
en otras palabras podemos conceptualizar a la acción, como la facultad por medio de la cual un 
sujeto de derechos plantea una pretensión que pone en movimiento el engranaje jurídico para 
que el órgano jurisdiccional lo resuelva. 
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Con respecto a la jurisdicción podemos decir que la necesidad ha hecho que un tercero 
intervenga en los conflictos de los particulares, tendrá tiene como fin resolver la controversia de 
forma pacífica y conforme a derecho, Manuel María Diez se refiere al respecto: “… desde el 
punto de vista procesal, la jurisdicción es una función que ejerce el Estado cuando entre dos partes 
media un conflicto de intereses, para resolverlo como tercero imparcial, con el fin de procurar la 
actuación de la ley.” (Diez, 1963, pág. 344) 
Nuestra legislación conceptualiza a la Jurisdicción en el Código de Procedimiento Civil en el 
artículo 3, que estipula lo siguiente: 
“Art. 1.- La jurisdicción, esto es, el poder de administrar justicia, consiste en la potestad 
pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada, potestad que 
corresponde a los tribunales y jueces establecidos por las leyes.” 
Entonces entendemos que la jurisdicción se refiere: “… a la facultad conferida a ciertos órganos 
para administrar justicia en los casos litigiosos. Es entonces, la actividad con que el Estado provee a la 
protección de un derecho subjetivo violado o amenazado”. (Diez, 1963, pág. 344) Entonces 
entendemos que la jurisdicción es un mecanismo de control de legalidad de las actuaciones de 
las autoridades  que se encuentran desempeñando funciones públicas. 
Retomando finalmente el término proceso, Diez afirma que: “El proceso es una institución jurídica 
de satisfacción de pretensiones, confiada a un órgano estatal instituido especialmente para ello, 
independiente y supra-ordenado a las partes. (Diez, 1963, pág. 345) Tomando en cuenta lo 
anteriormente expuesto podemos deducir que el proceso compone un conjunto de actividades 
realizables por todos las partes que intervienen en la tramitación de un juicio, que desembocaran 
en la resolución de un conflicto. 
2.4. Control Judicial y Protección Judicial 
El Control Judicial presupone la intervención del órgano jurisdiccional que es el encargado de 
resguardar la supremacía de la Constitución y las normas jurídicas, salvaguardando que las 
decisiones estatales se ajusten al orden normativo fundamental, y que su emisión tenga como fin 
lo que actualmente denominamos el  “Sumak Kawsay”. 
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El control judicial se encuentra íntimamente relacionado con la Protección Judicial, ya que  las 
normas jurídicas pretenden resguardar los derechos de los administrados, frente a los privilegios 
del poder y de esta forma limitar el actuar administrativo. El Tratadista Hernesto Jinesta Lobo se 
refiere a la protección jurisdiccional de la siguiente forma: 
“La protección jurisdiccional del administrado constituye uno de los pilares básicos del 
derecho administrativo, pues la jurisdicción contencioso administrativa se instauró para 
proteger al individuo contra la administración pública y no a la inversa, de modo 
quedaron compensadas las amplias y exorbitantes potestades concedidas a ésta.” (Jinesta 
Lobo, 1997, pág. 101)  
La Constitución de la República, promulgada en el año 2008, prevé que el actuar administrativo, 
en ejercicio de una atribución reglada o discrecional pueda lesionar o afectar un derecho por lo 
que estatuye en su artículo 173, que todos los actos administrativos son susceptibles de ser 
impugnados, lo cual se encuentra establecido de la siguiente forma: 
“Art. 173.- Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser 
impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la 
Función Judicial.” 
En otras palabras el control judicial no es otra cosa que el enjuiciamiento de la actividad 
administrativa por órganos independientes y sin subordinación a la propia administración; para 
el caso que nos ocupa es la actualmente llamada Unidad Judicial Contenciosa Administrativa, 
antes Tribunal Contencioso Administrativo, siendo un  órgano independiente que se encargan de 
controlar la legalidad del actuar administrativo. 
El Tratadista Hernesto Jinesta citando a Gordillo, manifiesta de forma rigurosa que jamás se 
debe quebrantar el equilibrio que existe entre el actuar de la administración y su control y lo 
exterioriza de esta forma: “Debe evitarse a toda costa, en consecuencia, la instauración o resucitación 
de zonas excluidas o exentas de esa protección y control, a efecto de no festinar ese precario equilibrio 
dinámico entre garantía y privilegio…" (Jinesta Lobo, 1997, pág. 102) 
Bartolomé Fiorini se expresa respecto del Control Judicial de la siguiente forma: 
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“La conquista del Estado de derecho consagra en forma destacable el control 
jurisdiccional sobre las actividades administrativas. El control administrativo se 
perfecciona con las instituciones que establecen el poder jurisdiccional; este control no se 
desenvuelve jamás por órganos con función administrativa a través de la dependencia y la 
subordinación.” (Fiorini, 1968, pág. 1035) 
El control judicial establece un límite entre la facultad discrecional de la administración y la 
arbitrariedad, ya que como sabemos la discrecionalidad por ser una potestad de la autoridad 
administrativa y por no tener norma que anteceda su actuación, suele confundirse con 
arbitrariedad.  
“El control de la arbitrariedad y de los excesos del poder para la tutela de los derechos 
públicos subjetivos de los particulares está confiado a los jueces, terceros independientes e 
imparciales en la contienda que constituyen, en el decir de Hamilton, “un cuerpo intermedio 
entre pueblo y legislatura.” (Dromi, Instituciones de Derecho Administrativo, 1973, pág. 99) 
El Juez Contencioso es un Juez especial, porque tiene como función el control del poder ya que 
controla la regularidad de la norma jurídica infra legal, es decir de la ley, y las normas 
jerárquicamente inferiores a ella, porque de las superiores se encarga de su control la Corte 
Constitucional. 
Es importante mencionar que el Control Jurisdiccional al ser un elemento inherente al Estado de 
Derecho protege también principios del Estado Social gestando en la jurisdicción contenciosa 
administrativa la protección de libertades particulares así como la igualdad entre la 
administración y los administrados, así lo manifiesta el Tratadista español, Pareja Alfonso 
Luciano en su obra Estado Social y Administración Pública: 
“Resulta claro, que el control jurisdiccional de la Administración no sólo es un elemento 
ínsito al Estado de derecho, sino que también cumple un rol de primer orden en relación al 
Estado social. En efecto, los fines institucionales de la jurisdicción contencioso 
administrativa han variado, pues no tiene únicamente por cometido la protección de la 
libertad individual, sino que se han extendido a garantizar la igualdad de trato por la ley y 
la administración, así como a garantizar una serie de prestaciones estatales enmarcadas 
en el ámbito de la justicia social” (Parejo Alfonso, 1983, pág. 264) 
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En este sentido debemos establecer una diferencia entre el control administrativo y el control 
jurisdiccional, tomando en cuenta que el primero se desarrolla por medio de órganos internos de 
la propia función administrativa, es decir dentro de una actividad subordinada en la relación 
administrativa y se desenvuelve por medio de un reclamo interno, o recursos, en el caso de 
nuestra legislación los llamamos, recurso de reposición, recurso de apelación y recurso de 
revisión; mientras que el segundo control, es decir el jurisdiccional se manifiesta en forma de 
litigio y se fundamenta en la tutela judicial efectiva solicitando un tercero imparcial resolver por 
medio de sentencia sobre la legalidad del acto. 
2.5. Los Recursos Contenciosos Administrativos 
Los Recursos Contenciosos Administrativos tienen como fin último, proporcionar al sujeto 
pasivo del procedimiento administrativo un medio por el cual estos puedan acudir a los órganos 
jurisdiccionales en busca del reconocimiento o resarcimiento de un derecho que fue negado o 
vulnerado anteriormente por las autoridades públicas. 
La Constitución de la República, promulgada en el año 2008, estatuye en su artículo 173, que 
todos los actos administrativos son susceptibles de ser impugnados, lo cual se encuentra 
establecido de la siguiente forma: 
“Art. 173.- Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser 
impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la 
Función Judicial.” 
La impugnación vía contenciosa administrativa, se realiza por medio de recursos; los Recursos 
Contenciosos Administrativos, son de vital importancia en la existencia de un Estado 
Democrático, debido a que ellos permiten establecer un freno o límites al abuso de poder, o al 
posible ejercicio arbitrario de las potestades públicas. 
Nuestra Ley de Jurisdicción Contencioso Administrativa, nos faculta para interponer el Recurso 
Subjetivo o de Plena Jurisdicción, y el Recurso de Anulación, Objetivo o por Exceso de Poder, a 
los cuales me referiré de inmediato, sin embargo, como he citado en líneas anteriores, el cuerpo 
legal mencionado también permite la interposición del Recurso de Lesividad al cual haré 
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alusión de manera breve en las líneas siguiente ya que me referiré al mismo de forma profunda 
en el devenir de los capítulos siguientes, para darle la importancia que se merece, en el trabajo 
investigativo actual. 
2.5.1. Recurso Subjetivo o de Plena Jurisdicción 
El recurso subjetivo o de plena jurisdicción como su nombre lo indica, ampara un derecho 
subjetivo del recurrente, que fue presuntamente negado, desconocido o no reconocido total o 
parcialmente por el acto administrativo emanado por la Administración Pública.  
Es importante determinar lo que manifiesta el Art. 2 de la LJCA, que establece lo siguiente: 
“Art. 2.- También puede interponerse el recurso contencioso - administrativo contra 
resoluciones administrativas que lesionen derechos particulares establecidos o 
reconocidos por una ley, cuando tales resoluciones hayan sido adoptadas como 
consecuencia de alguna disposición de carácter general, si con ésta se infringe la ley en la 
cual se originan aquellos derechos.” 
El Doctor Marco Morales en su Manual de Derecho Procesal Administrativo explica:  
“De acuerdo a este artículo se evidencia que la normativa reconoce la posibilidad de 
interponer un recurso subjetivo en contra de resoluciones adoptadas como consecuencia de 
la aplicación de una disposición de carácter general, dictaminada en contravención de la 
ley y que menoscaba el acervo de derechos subjetivos del administrado.” (Morales Tobar, 
2011, pág. 520) 
De modo que el respeto de la jerarquía de las normas determina la lógica de esta disposición, y 
explica que el fin del recurso de plena jurisdicción es tutelar un derecho personal y subjetivo. 




“El derecho Subjetivo es el conjunto de reconocimientos o prerrogativas que la ley u otros 
cuerpos jurídicos, reconoce a favor de las personas.  
“… permite al juzgador determinar la validez y eficacia jurídica del acto administrativo 
recurrido y ordenar el restablecimiento de los derechos subjetivos que han sido 
desconocidos, no reconocidos o negados al recurrente.” (Secaira Durango, Curso Breve 
de Derecho Administrativo, 2004, págs. 251,252) 
La interposición de este recurso busca dejar sin efecto la decisión impugnada y así se 
restablezca o reconozca de forma judicial los derechos del administrado, para lo cual la 
resolución administrativa o el acto administrativo debió tener un efecto personal, es decir  
individual en el sujeto, y debió afectar de forma directa e inmediata a un derecho del 
administrado, cuando todo esto se configura sabemos que estamos frente a la vulneración de un 
derecho subjetivo. 
El juez determina la validez y eficacia jurídica del acto administrativo emanado, es por eso que 
es por medio del Recurso Subjetivo que puede lograrse del órgano judicial los reconocimientos 
o prerrogativas que la norma positiva confiere a favor de los administrados y que, han sido 
vulnerados por el acto administrativo recurrido. 
El artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa hace referencia a los 
posibles recursos a plantear en la vida contenciosa administrativa y explica la esfera de 
aplicación del recurso subjetivo o de plena jurisdicción, así lo delimita:  
“Art. 3.- El recurso contencioso - administrativo es de dos clases: de plena jurisdicción o 
subjetivo y de anulación u objetivo. 
El recurso de plena jurisdicción o subjetivo ampara un derecho subjetivo del recurrente, 
presuntamente negado, desconocido o no reconocido total o parcialmente por el acto 
administrativo de que se trata.” 
Se hace referencia directa a la existencia de los derechos subjetivos, por lo tanto creo importante 
mencionar que los derechos subjetivos, son aquellos derechos particulares que atribuye la norma 
jurídica y que preexisten a la iniciación del proceso administrativo, es por esto que se entiende 
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al derecho subjetivo, como aquel atributo que habiendo sido normativamente concedido, se 
traduce en la facultad de obrar para la satisfacción de un interés propio, que según manifiesta el 
Dr. Patricio Secaira, para reclamarlos vía contenciosa, estos derechos deben ser perfectos, 
claros, fundados, y demostrables. 
Tomando en cuenta lo anteriormente expuesto, cuando uno de estos derechos se encuentra 
vulnerado, y atacó directamente al interesado, éste a su vez, debe interponer un recurso 
subjetivo, también llamado de plena jurisdicción, debido a que el administrado hace el ejercicio 
propio de su accionar para recurrir al aparato contencioso y así se efectúe el respectivo control 
de legalidad a los actos de la administración. 
Es importante resaltar el término que el administrado tiene para demandar vía recurso subjetivo: 
“Art. 65.- El término para deducir la demanda en la vía contencioso administrativa será de 
noventa días en los asuntos que constituyen materia del recurso contencioso de plena 
jurisdicción, contados desde el día siguiente al de la notificación de la resolución 
administrativa que se impugna.” 
El Recurso de Plena Jurisdicción, por su naturaleza protectora de derechos subjetivos permite 
también la intervención de terceristas coadyuvantes, quienes se beneficiaron en la emisión del 
acto administrativo, y, a su vez la administración reconoció para ellos un derecho, estos 
terceristas coadyuvantes pueden intervenir en el proceso contencioso administrativo, en defensa 
del acto público que es fuente del debate. 
Finalmente para resumir, el recurso subjetivo o de plena jurisdicción tiene como función la 
declaración de ilegalidad del acto y la reparación del derecho subjetivo vulnerado, donde el 
administrado deberá demostrar la carestía de valor jurídico del acto administrativo, y demostrar 
el agravio que éste le ocasionó, para que éste sea declarado como ilegal y para que se disponga a 





2.5.2. Recurso de Anulación, Objetivo o por Exceso de Poder 
De acuerdo a la doctrina, la naturaleza jurídica del recurso objetivo proviene de la característica 
de la defensa del derecho general y por ende la defensa del ordenamiento jurídico vigente, 
debido a que este recurso se emplea únicamente contra los actos normativos que vulneran la 
norma jurídica. Así lo expresa Patricio Secaira Durango al manifestar que: 
“Este recurso opera cuando las personas, naturales o jurídicas, con interés directo, 
impugnan una decisión administrativa de carácter general, pretendiendo únicamente la 
tutela de la norma jurídica objetiva; es decir su propósito es lograr la nulidad de la 
resolución pública para restablecer el imperio jurídico afectado.” (Secaira Durango, 
Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, pág. 248) 
En relación a lo anterior, tomamos pleno conocimiento de que la administración pública tiene 
como potestad la emisión de actos o resoluciones administrativas, tales como: reglamentos, 
decretos ejecutivos, ordenanzas municipales, acuerdos ministeriales, entre otros, los cuales son 
de carácter inferior a la ley, y por lo tanto si cualquiera de ellos se contrapone a una ley 
superior, se deberá pretender la nulidad del mismo. 
Al recurso objetivo o de anulación también se lo llama, por exceso de poder, y se lo cataloga de 
esta forma, cuando en la emisión del acto o resolución, estas posiblemente pudieron haber sido 
emitidas por autoridad incompetente, y excediéndose de los límites legales y hasta en  
indescriptible violación al procedimiento, o solemnidades legales aplicables al caso concreto. 
La legislación ecuatoriana lo plantea en la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa en 
su artículo 3 que en su parte pertinente expresa: 
“Art. 3.- El recurso contencioso - administrativo es de dos clases: de plena jurisdicción o 
subjetivo y de anulación u objetivo. 
(…) 
El recurso de anulación, objetivo o por exceso de poder, tutela el cumplimiento de la 
norma jurídica objetiva, de carácter administrativo, y puede proponerse por quien tenga 
interés directo para deducir la acción, solicitando al Tribunal la nulidad del acto 
impugnado por adolecer de un vicio legal.” 
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El recurso objetivo, busca la anulación del ilegal acto administrativo, por lo tanto tiene como 
objeto, retirar de la vida jurídica los actos provenientes de autoridad pública contarios al 
derecho positivo, con efectos generales y retroactivos. 
Los recurrentes deben ser pues los interesados directos, quienes fueron afectados por la 
resolución emitida, para esto el Dr. Patricio Secaira traduce el interés legítimo de la siguiente 
forma “Interés directo que no es otra cosa que el vínculo subjetivo público del demandante o recurrente 
frente a la resolución administrativa.” (Secaira Durango, Curso Breve de Derecho Administrativo, 
2004, pág. 249) Por lo tanto dentro de la interposición del recurso es importante justificar la 
existencia del interés, ya que si éste no logra ser demostrado esto provocara inevitablemente la 
inadmisión del recurso por parte del Contencioso Administrativo. 
Es importante mencionar que existen actos que por su mero carácter político y gubernativo, no 
son impugnables por vía contenciosa administrativa, como los que emana el ejecutivo, como los 
planes de desarrollo del Estado o las políticas fiscales que de ser el caso se atienen al control 
constitucional. 
A diferencia del recurso subjetivo, en el recurso objetivo el Juez no podrá disponer la reparación 
o restitución de los derechos del recurrente, quien solo deberá probar la violación de la norma 
por la resolución administrativa de carácter “erga omnes” emitida, y, a su vez demostrar el 
interés legítimo, para llegar a la anulación del acto administrativo. 
A mi criterio, al tratarse de un recurso cuyo fin es el restablecimiento de la jerarquía normativa, 
considero que no es atinente limitar o establecer un plazo para su interposición, sin embargo la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, (Registro Oficial 338 de 18 de marzo de 
1968), Art. 65.dispone lo siguiente: 
“Art. 65.- El término para deducir la demanda en la vía contencioso administrativa (…) 
En los casos que sean materia del recurso contencioso de anulación u objetivo se podrá 
proponer la demanda hasta en el plazo de tres años, a fin de garantizar la seguridad 
jurídica. En los casos que sean de materia contractual y otras de competencia de los 
Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo, se podrá proponer la demanda 
hasta en el plazo de cinco años.” 
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Mantengo, que no es del todo certero determinar un plazo para la interposición de este recurso, 
debido al objetivo del mismo, es decir el restablecimiento de la jerarquía normativa, y por su 
naturaleza y efectos “erga omnes”, a diferencia del recurso subjetivo o de plena jurisdicción que 
al ser de carácter particular mantiene efectos únicamente “inter-partes”. Así lo expresa Juan 
Carlos Benalcázar Guerrón en su libro Derecho Procesal Administrativo Ecuatoriano: “... al 
concebirse, dicho proceso como carente de partes, dirigido al único examen de la juridicidad del acto, y 
destinada a la pura defensa de la legalidad del interés de toda sociedad, se afirma que el alcance de la 
sentencia es erga omnes.” (Benalcázar Guerrón, 2007, pág. 188) 
La SALA DE LO ADMINISTRATIVO de la Corte Suprema de Justicia, Gaceta Judicial. Año 
XCVI. Serie XVI. Nro. 5. Pág. 1379. (Quito, 10 de enero de 1996) en sentencia, expresó lo 
siguiente: 
“El recurso de anulación u objetivo cabe contra un acto administrativo general, objetivo, 
normativo, abstracto y permanente, que regula un conglomerado indeterminado de sujetos 
de derecho, que entran en pugna con normas de mayor jerarquía como son las legales. El 
recurso de plena jurisdicción procede contra el acto administrativo individual, concreto, 
particular que inciden sobre un derecho subjetivo. No queda al criterio de los litigantes 
determinar la clase de recurso propuesto ni es facultad discrecional del juez calificar de 
qué recurso se trata, puesto que, ambos recursos están taxativamente definidos en la ley. 
SALA DE LO ADMINISTRATIVO” (Corte Suprema de Justicia, 1996, pág. 1379) 
Finalmente para demostrar la diferencia que existe entre estos dos recursos administrativos, me 
referiré al acertado texto del Dr. Marco Morales Tobar quien manifiesta lo siguiente:  
“… queda claro que el recurso de plena jurisdicción contempla la declaración de 
ilegalidad del acto y la reparación del derecho subjetivo vulnerado, a diferencia del efecto 
que la LJCA confiere a la interposición del recurso objetivo o de anulación, en el que 
únicamente se declara la nulidad del acto normativo a fin de restablecer la vigencia del 
ordenamiento jurídico, con prescindencia de la consideración de los derechos particulares 





2.5.3. El Recurso de Lesividad. 
Antes de explicar lo pertinente a la lesividad, debo reiterar lo que expresé anteriormente, con 
respecto a los términos que se usan actualmente para referirse a la lesividad, es decir los 
términos “recurso” y “acción”; siendo el primero utilizado por la ley y siendo el segundo el 
pertinente para representar la naturaleza de un instrumento judicial, debo aclarar que me referiré 
a la “lesividad” en ambos términos debido a que las circunstancias lo obligan, sin embargo, 
vuelvo a aclarar que de acuerdo a mi análisis personal, la forma correcta para referirse a la 
lesividad es como una “Acción de Lesividad”. 
El recurso de lesividad es de carácter especial ya que tiene características diferentes al Recurso 
Subjetivo o de Plena Jurisdicción y al Recurso Objetivo, Anulación o por Exceso de Poder, 
debido a que éste se lo produce primeramente vía netamente administrativa para que tenga 
validez en vía procesal, esto quiere decir, que el antecedente de la interposición de esta acción 
vía judicial debe estar precedido de un acto administrativo que declare el anterior como lesivo 
para que sea el Juez por medio de sentencia, quien lo revoque. 
“El recurso de Lesividad, es un proceso administrativo de carácter especial, cuando es 
entablado por la propia administración, con el fin de que se anule o deje sin efecto un acto 
administrativo emanado por la propia administración, por considerarlo como un acto 
ilegal en contra de un particular o por considerarlo lesivo a sus propios bienes o al bien 
común”. (Morón Urbina, 2001, pág. 66) 
El Recurso de lesividad se encuentra promulgado en la LJCA de esta forma: 
“Art. 23.- Para demandar la declaración de no ser conforme a derecho y, en su caso, la 
anulación de los actos y disposiciones de la administración, pueden comparecer: 
(…) 
d) El órgano de la Administración autor de algún acto que, en virtud de lo proscrito en la 
ley, no pudiere anularlo o revocarlo por sí mismo.” 
La norma jurídica referida faculta a las autoridades públicas a interponer el recurso de 
Lesividad, sin embargo no se plantea ningún proceso para la tramitación del mismo vía 
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Contenciosa Administrativa es por lo tanto imperativo este trabajo investigativo para que 
desarrolle y responda los vacíos legales con respecto a esta figura jurídica 
La facultad de revocar un acto administrativo constituye el ejercicio de una potestad de la 
Administración, y se presenta como una excepción, pues deja de lado las potestades de 
autotutela que como sabemos se encuentra íntimamente relacionada con la presunción de 
legitimidad de la administración pública y le obliga a declarar un acto como lesivo y recurrir a 
la instancia judicial.  
En efecto, la acción de lesividad es aquél instrumento que poseen los órganos administrativos 
para utilizarlo cuando consideran necesario y en los casos que presente la normativa vigente, 
revocar un acto administrativo dictado por ellos mismos, y acudir al órgano judicial, a fin de que 
sean éstos los que resuelvan lo conveniente. 
Este recurso constituye otra fuente de control de legalidad de los actos administrativos que a 
pesar de su fin garantista, en nuestra legislación no es otra cosa que un instrumento de derecho 
olvidado y casi inaplicable por el desconocimiento y falta de regulación del mismo dentro de 
nuestra legislación ecuatoriana. 
2.6. Desarrollo del proceso. 
En este subtema me referiré al desarrollo del proceso, ya que, como expresé en líneas anteriores, 
el proceso se desenvuelve ante el órgano judicial y este no debe ser confundido con el 
procedimiento que se desarrolla en sede administrativa; por lo tanto después de esta aclaración, 
diremos para que se inicie un proceso ante el Contencioso Administrativo debe existir una 
contradicción o un conflicto entre dos partes, las cuales, buscan que un tercero imparcial 
resuelva la controversia, en ejercicio del principio de la tutela judicial efectiva. 
Para impulsar una demanda la parte actora debe legitimarse de acuerdo a lo establecido en los 




“Art. 23.- Para demandar la declaración de no ser conforme a derecho y, en su caso, la 
anulación de los actos y disposiciones de la administración, pueden comparecer: 
a) La persona natural o jurídica que tuviere interés directo en ellos. 
b) Las entidades, corporaciones e instituciones de derecho público, semipúblico, que 
tengan la representación o defensa de intereses de carácter general o corporativo, siempre 
que el recurso tuviera por objeto la impugnación directa de las disposiciones 
administrativas, por afectar a sus intereses. 
c) El titular de un derecho derivado del ordenamiento jurídico que se considerare 
lesionado por el acto o disposición impugnados y pretendiere el reconocimiento de una 
situación jurídica individualizada o el restablecimiento de la misma. 
d) El órgano de la Administración autor de algún acto que, en virtud de lo proscrito en la 
ley, no pudiere anularlo o revocarlo por sí mismo”. 
De conformidad con el artículo 65 de la LJCA, el término para presentar la demanda subjetiva o 
de plena jurisdicción es de noventa días, contados desde el día siguiente al de la notificación del 
acto administrativo, mientras que en el caso de una demanda de anulación, se podía presentar a 
cualquier tiempo, pero de acuerdo a la reforma publicada en el Registro Oficial 483 de 28 de 
diciembre del 2001 a la misma ley, se estableció el plazo de dos años para presentar dicha 
demanda. 
Después de determinar el recurso que se va a plantear y por ende establecer si existe un derecho 
subjetivo o un interés legítimo vulnerado en la emisión del acto administrativo, el actor deberá 
proponer la demanda apegándose a los artículos 30 y 31 de la LJCA, así como el Art. 67 del 
Código de Procedimiento Civil. 
La demanda deberá ser calificada por el órgano jurisdiccional, para su admisión a trámite, y si 
ésta fuere oscura, irregular o incompleta, se ordenará que el actor la aclare, corrija, concrete o 
complete, en el término de cinco días; y si el actor no lo hiciere, se rechazará la demanda.  
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Se deberá citar con la demanda al demandado para que éste ejerza su derecho a la defensa, sin 
embargo, en este punto encontramos una duda procesal, ya que en la legislación ecuatoriana se 
estipulan dos términos para contestar a la demanda, es decir la Ley de Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, estipula que el demandado tendrá el término de quince días para contestar la 
demanda, mientras que, la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado dispone el 
término de veinte días para que las entidades públicas contesten las demandas instituidas en su 
contra, respecto a ésta duda procesal, debemos responder aplicando el principio de la jerarquía 
normativa, que no es otra cosa que un principio estructural que permite establecer un orden 
escalonado y jerárquico de las normas jurídicas de tal modo que las normas de rango inferior no 
pueden contradecir ni vulnerar lo establecido por una norma de rango superior, esto permite 
establecer el orden de aplicabilidad de las normas jurídicas y el criterio para solucionar las 
posibles contradicciones entre normas de distinto rango, así en el caso que nos ocupa 
entendemos que una norma de carácter orgánico como la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General del Estado estará por sobre la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
Contestada la demanda se mandará a notificar con la misma al actor y se abrirá la causa a 
prueba por el término de diez días en el cual se practicarán todas las diligencias probatorias que 
se necesiten. Recordando al Dr. Marco Morales Tobar durante una de sus cátedras de Práctica 
Administrativa me permitiré, explicar en mis palabras, el fin de la prueba en un juicio 
contencioso administrativo; hacemos prueba para demostrar que atacamos un acto que va contra 
la juridicidad, es decir que no fue dictado conforme a derecho y a los principios y preceptos 
jurídicos; y de esta forma pretendemos demostrar que no cumple los fines comunes para los que 
ha sido propuesto, y en definitiva que se declare la ilegalidad del mismo. 
El artículo 39 de la LJCA, manifiesta que los medios de prueba serán los mismos que establece 
el Código de Procedimiento Civil, es decir podrá practicarse la exhibición de la cosa que haya 
de ser objeto de la acción, exhibición y reconocimiento de documentos, información sumaria o 
de nudo hecho, así como la inspección judicial, todos estos a excepción de la confesión judicial, 
que no podrá pedirse al representante de la Administración; pero en su lugar, la parte contraria 
propondrá por escrito las preguntas que quiera hacer, las cuales serán sometidas en vía de 
informe, por las autoridades o funcionarios de la Administración.  
Así mismo la LJCA faculta al anteriormente Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo, para que disponga de oficio y antes de la sentencia la práctica de las pruebas 
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que el propio Tribunal estime como pertinentes para tomar la decisión más acertada del asunto 
en cuestión. 
Concluido el término de prueba, de ser querido por las partes, podrán presentar informes en 
derecho o solicitar audiencia de estrados para hacer su alegación verbal, todo esto podrá 
presentarse entre la conclusión del término de prueba y el término que prevé la ley para que el 
Juez dicte sentencia, para lo cual la ley dispone que se deberá dictar sentencia, dentro de doce 
días, y será dentro de la misma donde se resolverán todos los incidentes que se susciten durante 
el juicio así como las excepciones dilatorias y perentorias. 
2.7. La Sentencia 
Después de la introducción total al desarrollo del proceso, cabe adentrarnos al aspecto de 
conclusión normal del proceso como lo determina Jesús González Pérez, cuando se refiere a la 
sentencia como: 
“el acto de terminación normal del proceso.  Es una resolución del órgano jurisdiccional 
que se diferencia de las demás en su finalidad. En ella se deciden las cuestiones planteadas 
en el proceso, se emite juicio sobre la conformidad o disconformidad de la pretensión con 
el ordenamiento jurídico y, en consecuencia se actúa o se niega a actuar la pretensión” 
(González Pérez, 1985, pág. 22).  
Nuestro Código de Procedimiento Civil, en su artículo 269 determina que la sentencia es la 
decisión del juez acerca del asunto o asuntos principales del juicio, es decir la sentencia debe 
decidir sobre los puntos sobre los cuales se trabo la lítis, como lo determina la jurisprudencia:  
“En un proceso, se traba la litis entre la pretensión y pretensiones del actor, en el ejercicio 
del derecho de acción y la excepción o excepciones del demandado en la contestación a la 
demanda, en el ejercicio de su derecho de contradicción. El juicio termina normalmente 
por sentencia, en la que, con arreglo al artículo 277 del Código de Procedimiento Civil, se 
decide los puntos sobre los que se trabó la litis y los incidentes que, originados durante el 
juicio, hubieran podido reservarse, sin causar gravamen a las partes, para resolverlos en 
ella...” (Registro Oficial 257, 2009) 
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Sabemos que, se traba la litis cuando las partes, ya sea el accionante o el accionado del proceso, 
haciendo uso de sus derechos proponen la respectiva pretensión, así como las excepciones al 
emitir o contestar la demanda respectivamente, tomando en cuenta esto tenemos la certeza que 
los magistrados deben resolver de las cuestiones principales con claridad y la respectiva 
motivación que fundamente su decisión, con apego a la ley, tomando en cuenta los méritos del 
proceso. 
Antes de crear la Unidad Judicial Contencioso Administrativa, existían las Salas de lo 
Contencioso Administrativo que estaban conformadas cada una por tres jueces, y se necesitaba 
dos votos conformes de los Magistrados para dictar sentencia, actualmente el Juez simplemente 
deberá pronunciar sentencia dentro de doce días en la cual deberá constar dentro de la misma las 
excepciones dilatorias como las perentorias y, en general, todos los incidentes. 
Cabe recalcar que ni el órgano judicial ni el Juez no se encuentran facultados para revocar ni 
alterar en ningún caso, el sentido de la sentencia pronunciada; sin embargo de ser obscura puede 
ser objeto de aclaración pero para la aclaración o la ampliación, la ley determina que se oirá, 
previamente, a la otra parte; se podrá aclarar o ampliar la sentencia, si alguna de las partes lo 
solicitare dentro del término de tres días cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos 
controvertidos o se hubiere omitido decidir sobre costas. 
La ejecución de la sentencia es a mi modo de ver, el objeto que se persigue durante todo el 
proceso, ya que en definitiva ambas partes poseen contraposición de intereses, es por tanto de 
primordial importancia relacionarla con los principios de eficacia y eficiencia ya que al existir 
decisión de los jueces la parte favorecida requiere la aplicación de tal providencia.  
Tomando en cuenta lo anterior, me permito plasmar lo que Sarría Consuelo determina con 
respecto a esto: 
“Cuando la sentencia es favorable a la administración y contraria al particular, su 
ejecución no tendrá mayor demora, ya que la administración no tendrá ningún 
inconveniente en su cumplimiento, pues, para ello, cuenta con todas las prerrogativas que 
le son propias. El problema surge cuando la sentencia es en contra de la administración y 
es entonces, cuando se pone en duda la eficacia del control judicial, pues realmente, este 
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no lograría sus efectos, si no se asegura debidamente la ejecución de las decisiones en que 
se concreta” (Sarría, 1981, pág. 44) 
Tomando en cuenta esto, es necesario referirnos a lo que dispone la Ley de Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa en cuanto a la ejecución de la sentencia, ya que determina en su 
artículo 62 lo siguiente: 
“Art. 62.- Las sentencias del Tribunal de lo Contencioso - Administrativo se notificarán a 
las partes y se ejecutarán en la forma y términos que en el fallo se consignen, bajo la 
personal y directa responsabilidad de la autoridad administrativa a quien corresponda.” 
El cumplimiento de la sentencia de acuerdo a lo anteriormente señalado puede verse angustiado 
por la inactividad de la Administración es por esto que la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa (Registro Oficial 338 de 18 de marzo de 1968), prevé tal situación para que el 
órgano judicial mantenga el seguimiento de la correspondiente ejecución de la sentencia 
determinando:  
 “Art. 64.- El Tribunal mientras no conste de autos la total ejecución de la sentencia (…) 
adoptará, a petición de parte, cuantas medidas sean adecuadas para obtener su 
cumplimiento, pudiendo aplicar lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil para la 
ejecución de las sentencias dictadas en juicio ejecutivo”. 
Sin querer abundar en el tema por ser una acción directa de los magistrados, y como es obvio no 
del accionante, terminaremos haciendo referencia a lo que el tratadista Dr. Morco Morales 
Tobar en su obra Manual de Derecho Procesal Administrativo hace referencia citando al Dr. 
González Pérez, que emite su criterio en cuanto a los efectos jurídicos de la sentencia, 
determinando que “existen dos direccionamientos en que se manifiesta la resolución jurisdiccional que 
son; una de carácter declarativo que tienen eficacia definitiva e involucra la cosa juzgada y entraña la 
“imposibilidad de que cualquier órgano dicte una nueva sentencia” y otra, ejecutiva “consistente en la 
actividad encaminada a cumplir lo dispuesto en el fallo, con o sin voluntad del obligado”. (Morales 
Tobar, 2011, pág. 536) 
La sentencia es el motivo del accionar del engranaje jurídico, es por eso que según la ley, la 




CONTROL DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS 
En el presente capítulo explicaré las formas de control por medio de las cuales se realiza la 
verificación de la legalidad de los actos administrativos, detallaré la revisión que se efectúa a los 
elementos del acto administrativo para que este sea válido. Desarrollaré los efectos del control y 
finalmente terminaré explicando la diferencia entre la revocatoria de un acto administrativo y su 
anulación. 
3.1. Control de legalidad en el Ecuador. 
El Control de la actuación administrativa en el Ecuador se encuentra dividido en tres bloques 
importantes, encontramos en primer lugar el control en sede administrativa, ante y por la propia 
administración; en donde estamos facultados a ejercerlo por medio de recursos administrativos; 
en segundo lugar, tenemos el control vía judicial que podemos activarlo mediante la 
interposición de una acción ante el Tribunal Contencioso Administrativo o ante el Tribunal 
Contencioso Tributario, y finalmente encontramos el tercer control que es aquel que verifica el 
respeto a la Constitución de la República y lo ejerce la Corte Constitucional como órgano 
especializado, así como los jueces ordinarios, ya que nuestra Carta Magna los dota de esa 
potestad a través del Art. 172, al expresar que los jueces administrarán justicia con sujeción a la 
Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. 
Sin embargo debemos aprender a diferenciar el control de legalidad del control constitucional, 
La primera se presenta cuando existe inconsistencia en relación con un precepto legal y la 
segunda se presenta cuando existe inconsistencia con un precepto constitucional, pero la 
distinción no es tan simple si tomamos en cuenta que ley y Constitución son parte de un mismo 
ordenamiento jurídico, por lo tanto considero pertinente manifestar que toda norma legal debe 
necesariamente tener como base a algún precepto constitucional, lo cual nos conduce a afirmar 
que toda ilegalidad que afecte a un acto administrativo, implica consecuentemente una 
inconstitucionalidad, ya que toda violación de la ley afecta la Constitución. 
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Para aclarar esta idea me referiré al trabajo investigativo de Carmen Amalia Simone quien en su 
tesis sobre el “Control de Constitucionalidad de los Actos Administrativos en el Ecuador” cita la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional que expresa lo siguiente:  
“Que, en ocasiones ocurre lo que se conoce como violaciones indirectas a la Constitución, 
es decir, que la afectación realmente se produce contra legislación secundaria que se 
deriva de la norma suprema. No se debe olvidar que la Constitución es un cuerpo orgánico 
y dogmático, y por lo tanto, sus normas generalmente son desarrolladas en otras para que 
encuentren mejor aplicabilidad. De ahí, que las violaciones directas a los preceptos 
constitucionales ameriten la interposición de procesos constitucionales, pero no toda 
infracción a la Constitución significa que se puede demandar mediante tales procesos, sino 
que existen situaciones en que las demandas deben presentar ante otras vías previstas en el 
ordenamiento jurídico para proteger la ley, y en consecuencia, la Constitución; (…) El 
Órgano Constitucional, por su naturaleza, se constituye en un órgano de valoración 
jurídica entre el contenido de los actos en su relación directa con las normas 
constitucionales, o entre la legislación secundaria también de manera directa con 
aquellas” (Simone, 2005, pág. 77) 
Es importante mencionar que la Administración realiza sus propios controles a través de la 
relación jerárquica en la estructura administrativa o a través de las unidades de auditoría interna, 
sin embargo para aquellos casos en los que los administrados son afectados por actos 
administrativos viciados, podemos interponer reclamos y recursos administrativos en sede 
administrativa; mientras que en sede judicial siendo competentes los Tribunales de lo 
Contencioso Administrativo (actualmente Unidades Judiciales Contencioso Administrativo) y 
de lo Fiscal respectivos, tenemos la interposición de acciones. 
En la práctica se pueden suscitar casos en los que simultáneamente un acto es impugnable ante 
la jurisdicción contenciosa y ante la jurisdicción constitucional,  es decir, que un acto no 
administrativo no solo pueda ser objeto al mismo tiempo de un recurso contencioso sino 
también de una acción de inconstitucionalidad. Ha ocurrido en ciertos casos, que 
simultáneamente un acto administrativo sea atacado por los recursos contenciosos  
administrativos y por la vía de la acción  de amparo, pues es lesivo de derechos subjetivos del 




De acuerdo a esta posibilidad se debe seguir a mi criterio dos razonamientos, el primero sería la 
inmediatez del principio constitucional infringido. Sólo si el acto contradice de forma inmediata 
y directa la Constitución, procede la acción de inconstitucionalidad es decir cuando el acto viola 
o puede violar cualquier derecho consagrado en la Constitución y de modo inminente amenaza 
con causar un daño grave, entonces corresponde iniciar una acción ante la Corte Constitucional. 
De lo contrario, es decir, si contradice sólo de forma mediata la Constitución, o si adolece de 
vicios de ilegalidad, cabe el recurso contencioso que será el mecanismo propio e idóneo para 
impugnar los actos administrativos irregulares. 
Existen casos en los que no ha logrado discernir con precisión si el derecho transgredido por el 
acto administrativo es un derecho fundamental, o si el acto en cuestión adolece de vicios de 
ilegalidad que le perjudican en sus derechos subjetivos por lo cual, han interpuesto de forma 
simultánea acciones de inconstitucionalidad y juicios contenciosos, por lo cual el Tribunal 
Constitucional manifiesta al respecto que es posible interponer acciones  simultaneas: 
“(…) en esta clase de procesos esta Magistratura ejerce control de constitucionalidad de 
actos administrativos, el que tiene un objeto específico: fiscalizar la regularidad 
constitucional de los actos administrativos. La interposición simultánea de otras acciones a 
través de las que se impugnen estos mismos actos no enerva ninguno de los procesos: de 
este modo, si se interpuso recurso contencioso administrativo y demanda de 
inconstitucionalidad, ninguna de las acciones se afecta, pues su objeto es distinto (control 
de legalidad el primero y de constitucionalidad el segundo)”. (Simone, 2005, pág. 78) 
Tomando en cuenta lo anteriormente expresado se entiende que entre las dos no existe 
litispendencia, pues se trata de acciones diferentes, con propósitos diferentes, ya que la acción 
contencioso administrativa se dirige propiamente contra el órgano o la autoridad de quien 
emanó el acto, para llegar a la anulación del mismo e incluso a la restitución o enmienda del 
daño causado; mientras que la acción de inconstitucionalidad, se dirige contra el acto mismo y 
revisa si su fondo contraviene la norma jurídica suprema. 
El segundo criterio que se debe seguir para determinar la interposición de una acción ante las 
Unidades Judiciales Contencioso Administrativo o interponer una acción en la Corte 
Constitucional se remite al fin que busca el administrado es decir los efectos que buscamos con 
la interposición del recurso. 
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“En cuanto al objeto de estas acciones, mientras que la acción de inconstitucionalidad 
tiene por objeto la suspensión de los efectos de un acto violatorio de la Constitución, el 
recurso contencioso administrativo pretende la anulación de un acto lesivo de los derechos 
subjetivos del administrado, y el amparo, en cambio, la adopción de medidas urgentes 
destinadas a cesar, evitar la comisión o remediar inmediatamente las consecuencias de un 
acto que viole o pueda violar cualquier derecho consagrado en la Constitución o en 
tratados internacionales, y que de modo inminente amenace con causar un daño grave.” 
(Simone, 2005, pág. 79) 
Como expresé en líneas anteriores, existen varias formas de control del actuar administrativo, y 
cada una posee su propio fin, determinado y especifico, sin embargo todas poseen uno general y 
es encausar en el funcionar administrativo el respeto al ordenamiento jurídico positivo. 
3.2. Verificación de la legitimidad y de la oportunidad. 
En la legislación ecuatoriana la legitimidad y la oportunidad son controladas de tal forma que si 
estas no se verifican en la emisión del acto, entonces son razones de extinción y reforma del 
mismo, así lo manifiesta el artículo 90 del Estatuto del Régimen Jurídico de la Función 
Ejecutiva. 
“Art. 90.- RAZONES.- Los actos administrativos podrán extinguirse o reformarse en sede 
administrativa por razones de legitimidad o de oportunidad”. 
Para hablar de la verificación de la legitimidad y de la oportunidad hay que recordar dos 
cuestiones importantes que Manuel María Diez desarrolla al referirse a los elementos 
fundamentales del acto administrativo y supo concretarlos como el mérito y la legitimidad, 
siendo el primero la conveniencia dada en razón de la oportunidad y temporalidad, para la 
realización del acto es decir el mérito es el estudio de la conveniencia pública en donde la 
autoridad decide o prevé la existencia de la necesidad para la emisión del acto de acuerdo a la 
norma jurídica.  
El mérito traducido como la conveniencia o necesidad, entonces sabemos que debe preceder a la 
emisión del acto administrativo, la sana crítica administrativa, que debe exteriorizarse por medio 
de los respectivos informes técnicos, jurídicos y económicos; que deben reflejar los estudios de 
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pre-factibilidad y factibilidad de la emisión del acto; mientras que la legitimidad, es la correcta 
observancia de la ley en la emisión del acto administrativo, que debe establecerse en relación no 
solo de la ley, sino al hecho y el objeto del acto administrativo. 
Para regular la actuación administrativa se han impuesto varios limites jurídicos, así lo 
manifiesta Roberto Dromi citando a Manuel María Díez, en su obra el Procedimiento 
administrativo: “El principio de la legalidad opera en el quehacer de la Administración pública -no 
siempre estatal-, imponiendo una determinada modalidad de obrar, ajustada a reglas jurídicas y 
políticas, de legitimidad o juridicidad estricta y de oportunidad o conveniencia.” (Dromi R. , 1999, pág. 
211) Todo esto asegura el respeto a la norma y permite el control de la actividad administrativa. 
El artículo 91 del ERJAFE manifiesta lo siguiente con respecto a la extinción o reforma de 
oficio por razones de oportunidad: 
“Art. 91.- EXTINCION O REFORMA DE OFICIO POR RAZONES DE OPORTUNIDAD.- 
La extinción o reforma de oficio de un acto administrativo por razones de oportunidad 
tendrá lugar cuando existen razones de orden público que justifican declarar extinguido 
dicho acto administrativo.  
El acto administrativo que declara extinguido un acto administrativo por razones de 
oportunidad no tendrá efectos retroactivos.  
La extinción la podrá realizar la misma autoridad que expidiera el acto o quien la 
sustituya en el cargo, así como cualquier autoridad jerárquicamente superior a ella.” 
 A esto se entiende que la revocación es un acto administrativo emanado por la propia 
administración, para dejar sin efecto un acto administrativo por causas o razones de 
oportunidad, de conveniencia del interés público o de legitimidad; pero si se trata de impugnar 
un acto administrativo irrevocable, que dotó de un derecho subjetivo a un tercero, entonces se 
debe hacer a través de la acción de lesividad, ya que esta acción permite establecer un control de 
legalidad de los actos que por su naturaleza son irrevocables. 
Para verificar la legitimidad del acto administrativo es preciso que exista la respectiva permisión 
legal, ya que no es suficiente que el actuar administrativo no infrinja o transgreda una ley, es 
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también necesario que exista una fuente primaria permisiva, es decir una norma que habilite al 
funcionario a obrar.  
De aquí entendemos que la función administrativa debe actuar por medio del principio de 
legalidad, ya que sabemos que en la actividad privada se puede hacer todo lo que no está 
prohibido, pero en la actividad pública solo se puede hacer lo que está permitido por la ley: 
“Toda regulación normativa es, por definición, el lineamiento de una esfera legítima de 
expresión y, al mismo tiempo, una frontera que no puede ser sobrepasada, so pena de 
violación del Derecho. Este extremo demarcatorio tiene una significación objetiva, por ser, 
simultáneamente, la línea delimitadora de los comportamientos << permitidos >> y la 
empalizada que impide los comportamientos <<prohibidos>>. Ello motiva el llamado 
<<bloque de legalidad>>, o <<principio de juridicidad>>” (Dromi R. , 1999, pág. 214) 
Sin embargo, a pesar de referirnos a la vinculación del derecho positivo debemos también tomar 
en cuenta que lo no reglado, es decir lo discrecional también se encuentra bajo control judicial y 
que por lo tanto lo discrecional no es sinónimo de arbitrariedad, incluso es preciso manifestar 
que el primer límite del poder discrecional es la autorización de la ley, es decir que un órgano 
administrativo no puede ejercer atribuciones discrecionales, a menos que el propio 
ordenamiento jurídico se las conceda. 
El Dr. Patricio Secaira conceptualiza el Acto administrativo Discrecional de esta forma: “Es 
aquel que se expide en ejercicio de la libertad que la ley concede a la autoridad pública para que 
resuelva asuntos específicos. (…) Esta especie de libertad legal entregada al administrador, le permite 
decidir los asuntos aplicando la sana crítica, el efecto de justicia y la garantía del bien público 
protegido.” (Secaira Durango, Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, pág. 199) 
Así mismo sabemos entonces, que la existencia de la actividad discrecional en la 
Administración Pública es inevitable para el cumplimiento de los fines estatales y por tal motivo 
es imperativa la existencia del control de legitimidad no solo de las actividades regladas de la 
Administración sino también de las discrecionales, que para su emisión debe preverse: 
razonabilidad, buena fe, equidad, principios generales del derecho, y la determinación de la no 
existencia de la desviación de poder. 
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El Reglamento para el control de la Discrecionalidad emitido en Decreto Ejecutivo No. 3179, en 
el Registro Oficial 686 del 18 de Octubre del 2001 en su artículo 2 se encuentra plasmado lo 
siguiente: 
“Art. 2.- DE LOS ACTOS DISCRECIONALES.- La potestad discrecional de la 
administración en la producción de actos administrativos se justifica en la presunción de 
racionalidad con que aquella se ha utilizado en relación con los hechos, medios técnicos y 
la multiplicidad de aspectos a tener en cuenta en su decisión, a fin de que la potestad 
discrecional no sea arbitraria, ni sea utilizada para producir una desviación de poder sino, 
antes al contrario, ha de fundarse en una situación fáctica probada, valorada a través de 
previos informes que la norma jurídica de aplicación determine e interpretados y 
valorados dentro de la racionalidad del fin que aquella persigue. (...)” 
Es un deber controlar y verificación la legitimidad y la oportunidad del acto administrativo para 
el correcto funcionamiento del engranaje administrativo, así lo establece el Tratadista Roberto 
Dromi: “La distinción <<oportunidad>>, por un lado, y <<legitimidad>>, por otro, marca en buena 
medida el desarrollo mismo del Derecho administrativo moderno, como regulación jurídica protectora 
de la garantía freta a la potestad, de la libertad frente al poder, del individuo frente al Estado” (Dromi 
R. , 1999, pág. 219) 
La legitimidad y la oportunidad, se encuentran expresados en el estudio y comprobación de la 
existencia de la necesidad social, que será comprobada por medio de los informes técnicos, y 
económicos, que reflejarán la factibilidad de la emisión del acto, y éste a su vez deberá ser 
emitido conforme a derecho y en respeto de los principios jurídicos. 
3.3. Técnica de Control de la Juridicidad Administrativa. 
Denominaré a la técnica de control como un procedimiento o conjunto de reglas, o normas a 
seguir que tienen como objetivo la fiscalización del actuar de la Administración, tomando en 
cuenta elementos como la competencia, la motivación, la comprobación, la calificación, la 




3.3.1. Control de Competencia. 
Dentro de la llamada técnica de control, me referiré en primer lugar al control de la 
competencia, debido a que dentro de la misma hacemos referencia a la autoridad quien es el 
autor de la decisión y este debe estar dotado legislativamente de atribuciones. 
Recordando que la competencia es la medida dentro de la cual la potestad pública de juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado, en una materia determinada, está distribuida entre los diversos 
Tribunales y Juzgados o para el caso que nos ocupa Unidades Judiciales, ya sea en razón del 
territorio, de la materia, de las personas y de los grados; el control de la competencia nace al 
verificar si la materia sobre la cual recae la decisión entra en la esfera de atribuciones jurídicas 
que le han sido arrogadas por medio de la ley. 
Para verificar la competencia se debe revisar si el órgano estaba dotado de atribuciones tanto en 
la materia como en el territorio en el que actuó, y finalmente determinar si el grado jerárquico o 
la autoridad que lo emitió fue la legal y correcta. 
La cualidad de un Estado democrático es la distribución de funciones, y potestades estatales a 
diferentes órganos e instituciones, para lograr una organización administrativa, así Marienhoff 
manifiesta lo siguiente: "Esencialmente, el poder de organización se concreta en la estructuración de 
órganos y en la atribución de competencia, o, más bien dicho, en la asignación de funciones a dichos 
órganos." (Hernando, Cabra E., & Otros, 1975, pág. 25) 
De acuerdo a lo anterior estamos en conocimiento de que las instituciones del Estado y sus 
diferentes organismos, y dependencias ejercerán solamente las competencias y facultades que la 
Constitución y la ley les han atribuido; y únicamente esas. A esto podemos decir que si los 
organismos gubernamentales no rebasan los parámetros de su capacidad están obrando en 






3.3.2. Control de Motivación. 
El control de la motivación es el paso siguiente después de la verificación de la competencia de 
la autoridad que emitió el acto, ya que es el momento para analizar el hecho que motivo la toma 
de la decisión, las situaciones fácticas que originaron en primer lugar la reflexión de factibilidad 
de la emisión del acto administrativo. 
La Ley de Modernización puesta en vigencia en el Registro Oficial 349, el  31 de diciembre del 
1993, en su artículo 31 se refiere a lo siguiente: 
“Art. 31.- MOTIVACION.- Todos los actos emanados de los órganos del Estado, deberán 
ser motivados. La motivación debe indicar los presupuestos de hecho y las razones 
jurídicas que han determinado la decisión del órgano, en relación con los resultados del 
procedimiento previo. La indicación de los presupuestos de hecho no será necesaria para 
la expedición de actos reglamentarios.” 
La motivación es un elemento sine qua non del acto administrativo, y es a su vez, uno de los 
elementos fundamentales del control de la arbitrariedad, el Dr. Marco Morales se expresa al 
respecto: 
“Como se revisa, la motivación, sino es el elemento esencial, es el más importante dentro 
de la elaboración del acto administrativo, puesto que debe confluir en la relación 
pertinente entre hecho causal y la juridicidad, esto es entre las causas que forzan la 
emisión del acto con la normativa jurídica o los principios jurídicos que se invocan; de tal 
suerte que, la motivación no existirá si es que de forma taxativa y por tanto expresa no se 
hace constar en el acto la causa y juridicidad concordante que impelió a la autoridad la 
emisión del acto, caso contrario, el administrado corre riesgo de quedar en indefensión y 
el acto puede ser impugnado por anulable o nulo…” (Morales Tobar, 2011, pág. 155) 
Se debe comprobar si la causa expresada por la autoridad que emitió la decisión, sí existió en 
realidad y fue lo suficientemente fundamentada para emitir el acto administrativo, para ello debe 
presentarse la documentación pertinente adjuntada a la decisión; ya que si el hecho invocado no 
es real, o no existe, por obvias razones el actuar de la Administración estaría vulnerando el 
marco jurídico, por carecer de motivo. 
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No basta que el hecho fáctico exista, sino que este debe encontrarse tipificado y habilite a la 
Administración a actuar; sin embargo, en el caso de que se haya emitido un acto discrecional se 
evaluará la motivación de acuerdo a los parámetros del bien común, es decir se evaluará que la 
emisión del acto haya sido fundado en el interés público. Esta motivación deberá ser presentada 
a priori, Juan Carlos Cassagne se pronuncia al respecto:  
“No cabe admitir la motivación contextual o in aliunde, es decir, la que surge del 
expediente (formalidades previas), ni tampoco la que se produce ex post facto. Si la 
Administración pudiera motivar el acto a posteriori se desvirtuaría la exigencia y la 
consecuente garantía, además de la afectación en que se incurriría con relación al 
principio de eficacia”. (Cassagne, 2009, pág. 205) 
En las decisiones discrecionales, la motivación es un requisito fundamental para la validez del 
acto ya que se buscan dos cuestiones, la primera diferir entre la discrecionalidad y la 
arbitrariedad, ya que al ser un acto emitido de la sola voluntad del órgano, de no existir 
fundamento del mismo, resulta incompatible dentro de la vida jurídica de un Estado de Derecho; 
y, la segunda cuestión se basa en garantizar la tutela judicial efectiva y la garantía a la defensa, 
al permitir que el administrado manifieste la violación de su derecho en vía judicial. 
Legislaciones como la nuestra con el ánimo de establecer un límite del poder discrecional y 
lograr un control sobre la actuación administrativa presupone como derecho fundamental el 
debido proceso, y la motivación es una de las garantías básicas plasmadas en la Constitución del 
Ecuador, consagrada la motivación como garantía constitucional en el artículo 76, número 7, 
letra l); así como el artículo 31 de la Ley de Modernización y finalmente el artículo 22 del 
ERJAFE. 
Sabemos que la prohibición de la arbitrariedad y el ejercicio del principio de razonabilidad, 
impiden dividir o limitar el control jurisdiccional, por lo tanto la manifestación expresa de la 
causa o motivo que inspiro a la propia Administración a emitir un acto provee un estatus de 
validez al mismo debido a que no solo expresa la idoneidad de la emisión del acto sino también 
la base legal que faculta a la autoridad la exteriorización del mismo. 
En resumen, la Administración debe motivar de manera debida todos sus actos, la autoridad 
debe relacionar los antecedentes de hecho y de derecho es decir, esta motivación se debe dar a 
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base de hechos facticos que deben guardar coherencia con los principios y normas jurídicas, 
para producir la justificación racional del actuar administrativo y a su vez para resguardar los 
derechos del debido proceso. 
3.3.3. Control de Comprobación. 
En líneas anteriores hablamos de la existencia de un hecho fáctico que debió existir para 
justificar la emisión del acto, pues, esta etapa de control de comprobación no es otra cosa que la 
simple constatación de los hechos que constituyen la causa del acto.  
Incluso cuando el acto administrativo es discrecional, la determinación del hecho fáctico es una 
etapa importante que debe seguir la Administración para la emisión del acto, el Tratadista 
Roberto Dromi se expresa al respecto: 
“Ahora bien, en esta determinación de los hechos, la Administración, aun encontrándose 
en ejercicio de un poder discrecional, debe ceñirse a los límites de la comprobación de los 
hechos y calificación de los presupuestos de hechos. La comprobación exacta de los 
presupuestos de hecho del acto, o la  <<exactitud material de los hechos básicos de la 
decisión, evita, por otra parte, el llamado error de hecho. Este puede ser controlado 
también jurisdiccionalmente y consiste simplemente en el <<falso conocimiento de la 
realidad>>” (Dromi R. , 1999, pág. 227) 
Esta comprobación permite descartar la existencia del vicio de falso supuesto que puede 
exteriorizarse de dos formas, la primera sucede cuando la Administración se fundamenta en 
hechos inexistentes o que ocurrieron de manera distinta a como fueron apreciados por ésta al 
dictar un acto administrativo, es el llamado supuesto de hecho, y la segunda se produce cuando 
la administración se fundamenta en una norma que no es aplicable al caso concreto, este es el 
llamado falso supuesto de derecho. 
La administración aun encontrándose en ejercicio de un poder discrecional, debe regirse a los 
límites y a los respectivos controles de la comprobación de hechos y calificación de los 
presupuestos fácticos, ya que podemos afirmar que los hechos son la causa que hace que la 
administración actúe de una forma determinada. 
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3.3.4. Control de Calificación o Calificación jurídica de los hechos. 
Una de las fases que representa la esencia del control de legalidad de los actos administrativos, 
en mi opinión es justamente la etapa actual, ya que, después de comprobar los hechos facticos se 
debe realizar la sumisión del hecho, a la norma que faculta a la autoridad a emitir un acto 
administrativo, es decir se debe realizar una calificación jurídica de los hechos. El Tratadista 
Roberto Dromi se refiere al respecto: 
“Verificada la existencia concreta del hecho y precisada su tipicidad normativa, que 
prefigura la habilitación jurídica previa del administrador, corresponde observar lo que se 
denomina la calificación jurídica. Es decir si tal hecho existe y es habilitante de la 
actuación administrativa…” (Dromi R. , 2006, pág. 1202) 
Esta calificación jurídica de los hechos es un claro limitante de la actuación administrativa 
discrecional, ya que en este examen se logra determinar los abusos de la administración o 
detectar su actuación por exceso de poder. 
Cuando la Administración quebranta la realidad o existencia del hecho fáctico siendo este la 
verdadera causa del acto, entonces el mismo estará viciado por exceso de poder, y puede 
delimitarse como un error de hecho. 
El hecho debe estar verificado para establecer una correcta relación con la norma, al respecto el 
mismo tratadista se refiere: “Es tarea esencial del órgano de contralor determinar si el autor de la 
decisión ha calificado correctamente en Derecho su actuar en lo concerniente al hecho.” (Dromi R. , 
1999, pág. 229) 
Es imperativo el control de la calificación jurídica, debido a que si este no existió o si este fue 
erróneo, el resultado podrá ocasionar sin duda una tergiversación del trámite correspondiente y 





3.3.5. Control de Elección. 
Este control se encuentra relacionado con el momento en el cual la administración debe expresar 
su decisión, así como de la elección que tomo la administración que creyó la solución 
conveniente. “La oportunidad o conveniencia comprende el estudio sobre el momento adecuado para 
actuar (cuándo) y sobre la solución conveniente (idoneidad jurídica y técnica).” (Dromi R. , 1999, pág. 
231) 
La conveniencia es un elemento que se podría catalogar como de exclusiva pertenencia de la 
autoridad, debido a que es él quien decide actuar de acuerdo a la utilidad, ventaja o beneficio 
que ese acto producirá a la Administración, todo depende de la apreciación de valores singulares 
que la autoridad prevea, y sobre estas apreciaciones se funda la libertad de elección. 
La libertad de elección es un criterio complicado de controlar debido a que de cierta forma este 
viene a efectuarse por una reflexión de carácter subjetiva del administrador, es por eso que para 
realizar un control este debe producirse en base a criterios jurídicos generales. 
Será en base a los principios generales del Derecho que se controlará si esa elección de la 
administración fue oportuna y conveniente, es decir se examinará en base a la justicia, 
racionalidad, buena fe, proporcionalidad, igualdad, entre otros derechos fundamentales que se 
ejercerá el control. 
3.3.6. Control de Finalidad. 
La finalidad es uno de los elementos más importantes y eficaces para proteger y controlar la 
legalidad de los actos administrativos; el control de la finalidad implica la sumisión de la 
administración a los fines Estatales para la emisión del acto administrativo. “La Administración 
no obra solo de conformidad a su elección, sino en virtud de su capacidad condicionada por su fin.” 
(Dromi R. , 1999, pág. 235) 
En el obrar de la Administración rigen las facultades específicas que la Constitución y la Ley les 
han otorgado a los servidores públicos, es decir que su actuar se encuentra condicionado por la 
obtención de determinados resultados; como lo expresa el artículo 226 de la Constitución al 
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manifestar que las instituciones del Estado tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución; estos fines no pueden desviarse por ninguna circunstancia, ya que la consecuencia 
sería el exceso de poder. 
“El control de este límite se efectiviza con la sanción de nulidad por la denominada 
<<desviación de poder>>, término acuñado en el Derecho francés y aplicado en casi 
todos los ordenamientos jurídicos modernos que <<surge cuando la Administración usa de 
sus poderes con finalidad distintas a aquellas determinadas en la Ley>>”. (Dromi R. , 
1999, pág. 235) 
La desviación de poder se presenta como resultado de la obtención de un fin diferente al interés 
general, y puede producirse también en el caso de que la administración actúe con un fin que a 
pesar de ser de interés general, no precedió la existencia de la manifestación del interés general 
para esta actuación administrativa. 
3.4. Formas de Control Revocación y Anulación. 
3.4.1. Revocación 
La revocación es una de las formas de extinción de los actos administrativos dispuesta por los 
órganos que actúan en ejercicio de la función administrativa, por razones de oportunidad, o de 
ilegitimidad.  
La revocación es aplicable única y exclusivamente dentro de la propia Administración, es decir 
únicamente en sede Administrativa, el Tratadista Roberto Dromi se refiere al respecto: 
“En sentido lato, revocación es sinónimo de alteración del acto por la propia 
administración. Comprende la derogación sin sustitución, la derogación con sustitución y 
la simple modificación del mismo por el sujeto que lo emitió o su superior. De modo tal 
que, en sus consecuencias normativas, desaparece del orden jurídico o subsiste 
modificado.” (Dromi R. , 1999, pág. 244) 
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La revocación es un acto administrativo emanado por la propia Administración, que tiene por 
objetivo dejar sin efecto un acto administrativo por causa de oportunidad, de conveniencia del 
interés público o de legitimidad. La revocación del acto administrativo por razones de 
oportunidad procederá siempre respecto de cualquier tipo de acto administrativo, sea este 
reglado o discrecional. 
Cuando hablamos de un acto administrativo, este debe ser estable es decir la estabilidad o 
también llamada la cosa juzgada administrativa, es una característica de los actos 
administrativos que han causado Estado, en virtud de la cual se limitan las potestades de los 
órganos administrativos para revisar o dejar sin efecto sus propios actos.  
“La estabilidad del acto administrativo es un carácter esencial de él, que significa la 
prohibición de revocación en sede administrativa de los actos que crean, reconocen o 
declaran un derecho subjetivo, una vez que han sido notificados  al interesado, salvo que se 
extinga o altere el acto en beneficio del interesado. Pero hay actos administrativos que no 
gozan de estabilidad, por lo cual son susceptibles de revocación por la Administración. En 
principio la revocación de los actos inestables no es indemnizable”. (López Jácome, 2008, 
pág. 21) 
La cuestión principal de la estabilidad de los actos administrativos se encuentra en el principio 
de seguridad jurídica y en la necesidad de generar certeza sobre la actuación de las instituciones 
del Estado, impidiendo que la voluntad cambiante de las autoridades administrativas afecte 
derechos de los administrados. 
“La potestad revocatoria es una potestad autónoma que se dirige a realizar modificaciones 
jurídicas en el mundo exterior, eliminando un acto contrario al interés público. Por 
consiguiente, el fundamento de la potestad revocatoria radica en la aptitud del órgano o 
sujeto administrativo para apreciar el interés público actual y emitir un nuevo acto para 
satisfacerlo.” (Tinajero Delgado, 1998, pág. 22) 
Es importante aclarar que la potestad de revocación debe ejercerse única y exclusivamente 
cuando exista una norma jurídica que lo permita, ya que la facultad de la administración para 
revocar sus propios actos administrativos no es absoluta, y más aún cuando el acto 
administrativo en cuestión declaró algún derecho subjetivo, de ser el caso la administración 
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debe optar por seguir otro tipo de procedimiento y declarar al acto como lesivo; a diferencia de 
los actos de administración, que pueden ser revocados en cualquier momento. 
Entonces para el caso que nos ocupa, se entiende que la revocación es un nuevo acto 
administrativo, por ende, es una declaración unilateral de la voluntad de la autoridad competente 
en ejercicio de una potestad administrativa por la que extingue, sustituye, o modifica un acto 
administrativo anterior por razones de oportunidad o ilegitimidad, que genera efectos jurídicos 
directos e inmediatos, sustituyendo el acto extinguido. 
La normativa ecuatoriana lo plantea de la siguiente manera en el Estatuto de Régimen Jurídico 
de la Función Ejecutiva: 
“Art. 170.- Revocación de actos y rectificación de errores. 
La Administración Pública Central podrá revocar en cualquier momento sus actos de 
gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención 
no permitida por las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al 
ordenamiento jurídico.  (…)” 
El Dr. Patricio Secaira en su Curso de Derecho Administrativo se refiere a la revocatoria como 
un acto administrativo que deja sin efecto otro anterior, emitido sobre el mismo asunto sea por 
razones de falta de oportunidad o de conveniencia al interés público, o en el caso de que la 
decisión administrativa sea ilegítima; es decir contraria a la razón, a la justicia y al derecho 
positivo. 
Los actos administrativos pueden ser revocados en sede administrativa por los servidores 
públicos competentes, cuando la ley les atribuya esa capacidad jurídica y estos son: 
a. La misma autoridad que emitió el acto administrativo.  
b. La autoridad jerárquicamente a aquella que lo emitió. 




Los actos administrativos irregulares que no podrán ser revocados, en sede administrativa son: 
aquellos actos administrativos provenientes de la facultad discrecional de la administración, 
debido a que la norma solo determina competencias generales; La emisión de certificados, 
puesto que son expedidos solamente para dar fe de la existencia de un documento que consta  en 
los archivos o registros de las entidades públicas; Los informes o dictámenes, ya que son actos 
de simple administración y son una mera recomendación; Las autorizaciones o aprobaciones, ya 
que crean derechos en el administrado, beneficiario de la misma que le permitan hacer uso de la 
facultad entregada;  La autoridad emisora del acto no puede revocar el acto por su propia 
iniciativa pues para que éste quede sin efecto debe recurrir a la justicia, mediante a la lesividad; 
Las Inscripciones en registros, que son aquellas que certifican un hecho jurídico, a fin de que 
cause efectos del mismo contenido; Los actos administrativos que han generado derechos a 
terceros por medio de decisión judicial; y, finalmente los nombramientos. 
Los actos administrativos pueden ser revocados en cualquier momento, lo importante es definir 
si el acto es revocable o no, ya que si es de eficacia interna de la entidad pública y no generó 
derechos subjetivos es plenamente revocable: 
“De modo general los actos de la administración, pueden ser revocados por la misma 
autoridad  que los emitió, o por los superiores jerárquicos, en cualquier tiempo; en razón 
de que estos no rebasan la esfera de la administración interior de la entidad y están 
orientados al ordenamiento solo de la entidad. No generan efectos jurídicos en terceros.” 
(Secaira Durango, Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, pág. 191) 
El fin del Estado es el bien común y la satisfacción de las necesidades colectivas, es por eso que 
cuando un acto administrativo lesiona la armonía jurídica, la Administración Pública está en la 
obligación de buscar el restablecimiento de esa armonía y eliminar de la vida jurídica el acto 
administrativo perjudicial. 
3.4.2. Diferencias entre revocación y anulación. 
Es importante resaltar las diferencias que existen entre revocación y anulación, dos términos 
distintos que en varias ocasiones han sido confundidos y hasta usados como semejantes, sin 
embargo sabemos que ambos son modos extintivos de los actos administrativos pero encuentran 
su distinción en sus efectos, causa y órgano emisor. 
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La causa de la extinción del acto administrativo que se promueve por vía de revocación puede 
producirse por razones de oportunidad, mérito o conveniencia, mientras que si se extingue 
únicamente por razones de ilegitimidad, estamos frente a una anulación. 
Si nos referimos a cuál es el órgano que dispone la extinción, y tomamos en primer término la 
revocación es preciso determinar que este opera en sede administrativa, ya se origina en razones 
de oportunidad e ilegitimidad, mientras que se reserva el término de anulación para nominar la 
extinción del acto ilegítimo dispuesto en sede judicial. 
3.4.3. Efectos. 
La revocatoria al ser una forma de extinción de los actos administrativos debe reunir ciertas 
condiciones con respecto al acto, al órgano, y al interés público para que esta se efectúe. 
“a) Que el acto produzca efectos jurídicos. 
 b) Que el órgano que intenta revocar tenga la disponibilidad de dichos efectos, es decir, 
que los efectos del acto hayan sido queridos por el órgano revocante y que este tenga la 
titularidad actual en la relación que intenta revocar. Además, se necesitará que una norma 
jurídica atribuya, expresa o implícitamente, la acción del órgano competente. 
Diez señala otro elemento adicional que consiste en la necesidad de que el acto a revocar 
constituya un procedimiento administrativo; y, 
 c) La necesidad de que exista interés público que exija la extinción de los efectos del acto 
cuya permanencia es inoportuna e inconveniente.” (Tinajero Delgado, 1998, pág. 31) 
Si estos elementos se constituyen podemos determinar que los efectos de la revocación serán 
declarativos o constitutivos dependiendo de la causa de la revocación que se va a plantear, ya 
sea por de falta de oportunidad o en el caso de que la decisión administrativa sea ilegítima. 
La revocación por razones de legalidad procede cuando no es posible convalidar un acto 
administrativo, estos actos tienen efectos retroactivos. Mientras que cuando la razón de la 
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revocatoria es la oportunidad, la Administración está obligada a indemnizar a los particulares 
cuyos derechos han sido lesionados y por ende la revocatoria solo tendrá efectos futuros, no 
retroactivos. 
La revocación tiene un fin definitivo que se fundamenta en la extinción de un acto que lesionó 
de alguna forma el correcto funcionamiento del actuar administrativo. 
3.4.4. Órgano Competente para revocar. 
Las autoridades administrativas deben estar correctamente dotadas de la facultad de revocación 
que debe encontrarse estipulada en una norma jurídica; es en definitiva una competencia que 
debe ser atribuida por la ley así los órganos competentes para revocar son: 
- La misma autoridad que emitió el acto administrativo, ya sea de oficio o a petición de 
un interesado o de las personas que de alguna manera puedan estar ligadas a los efectos 
del acto, siempre y cuando afecte sus derechos subjetivos. 
- La autoridad jerárquicamente superior a aquella que lo emitió, en razón del respeto del 
orden jerárquicamente superior establecido por el cual se encuentra formada la 
estructura del Estado; y, 
- Un órgano administrativo externo a la entidad de la cual provino el acto administrativo, 
se trata de un órgano podríamos decir tiene carácter de controlar la legalidad del actuar 
de la Administración para direccionarlo hacia el cumplimiento del bien común. 
3.4.5. Revocación por razones de ilegitimidad. 
En puntos anteriores hemos manifestado que la revocación extingue un acto administrativo, ya 




El artículo 93 del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva 
(ERJAFE), es claro al determinar que estamos frente a la extinción de oficio por razones de 
ilegitimidad cuando cualquier acto expedido por cualquier entidad pública sujeta al ERJAFE, 
contenga vicios que no pueden ser convalidados o subsanados; así como de los actos 
administrativos surgidos como consecuencia de decisiones de otros poderes públicos con 
incidencia en las instituciones u órganos que se encuentren regidas por el mismo Estatuto. 
Los actos administrativos deben ser emitidos por el órgano competente, cuyo objeto sea posible, 
y estableciendo el respectivo nexo causal o relación con la norma jurídica, si esto no se produce 
entonces estamos frente a los vicios que impiden la convalidación y que, en consecuencia 
acarrean nulidad. 
Los vicios que impiden la convalidación del acto se encuentran determinados en el Art. 94 del 
ERJAFE y podemos resumirlos en los siguientes: cuando el órgano que dicto el acto es 
incompetente por razones de materia territorio o tiempo; cuando el objeto del acto sea 
imposible, o constituya un delito;  cuando los presupuestos fácticos del acto no se adecuen a la 
norma que se cita como sustento; cuando no exista motivación; y cuando los actos satisfagan 
ilegítimamente un interés particular. 
En resumen la revocación por razones de legalidad procede cuando el acto administrativo este 
viciado de tal modo que no sea factible convalidarlo o subsanar el mal jurídico del que adolece, 
de tal modo que al ser revocado por ilegitimidad su extinción no tendrá efectos retroactivos. 
3.4.6. Revocación por Razones de Oportunidad. 
La extinción o reforma de un acto administrativo por razones de oportunidad se encuentra 
promulgada en nuestra legislación en el artículo 91 del Estatuto de Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva, que determina que la extinción o reforma de un acto 
administrativo por razones de oportunidad se efectuará de oficio cuando se produzca por 
razones de orden público debidamente justificados, por la propia autoridad que emitió el acto o 
la autoridad jerárquicamente superior a ella. 
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La extinción podrá ser realizada, con respecto a ésta extinción por razones de oportunidad por 
motivos de orden público, el Tratadista Patricio Secaira expresa en su libro “Curso de Derecho 
Administrativo” lo siguiente: 
“(…) en ese caso y, de modo previo a la ejecución del nuevo acto, la administración está 
obligada a indemnizar a los particulares, cuyos derechos subjetivos han sido lesionados 
por su expedición. (Secaira Durango, Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, págs. 
194-257) 
Cuando un acto administrativo afecta total o parcialmente un derecho subjetivo, entonces la 
Administración deberá pagar la debida indemnización por el daño causado al administrado por 
medio de un expediente administrativo que será sustanciado de manera sumaria; sin embargo el 
acto administrativo que declara extinguido a otro, por razones de oportunidad no tendrá efectos 
retroactivos. 
El mismo autor determina que suele existir un erróneo proceder con respecto a la revocatoria de 
los actos administrativos. 
 “De modo frecuente en el Ecuador, los servidores públicos que ejercen titularidad en los 
órganos del Estado y de las demás instituciones integrantes del sector público por 
desconocimiento de esta institución jurídica, revocan actos administrativos generadores de 
derechos en los administrados, sin observar el debido proceso que se requiere para la 
procedencia de este recurso…”  
Por lo tanto es menester comprender y clarificar el procedimiento que debe llevarse a cabo en 
sede administrativa, cuando un acto administrativo no es revocable por la propia 
Administración, y la importancia de interponer la Acción de Lesividad para restituir el imperio 







LA ACCIÓN DE LESIVIDAD 
4.1. Definición de Lesividad 
Antes de referirme de forma concreta al proceso de Lesividad, es importante recalcar lo que 
expresé en capítulos anteriores, y clarificar dos términos que se utilizan actualmente al hablar de 
la demanda de lesividad, que son: el recurso y la acción; en doctrina vamos a encontrar la 
utilización del término acción, el cual considero correcto y pertinente para hablar de lesividad, 
ya que la acción es aquel instrumento que se interpone vía judicial, mientras que el recurso, es 
aquel instrumento que se interpone en sede administrativa. Sin embargo, la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, sin tomar en cuenta esta diferencia, utiliza el término 
recurso, a pesar de que en la práctica estamos frente a acciones judiciales, por lo tanto, y 
explicado esto, en el presente trabajo investigativo me expresaré en ambos términos debido a 
que las circunstancias lo obligan; sin embargo, aclaro que la forma correcta para referirse a la 
lesividad es como “Acción de Lesividad”. 
La ley y las normas prevén el hecho de que el actuar administrativo posea vicios legales, o que 
estos actos no se encuentren emitidos conforme a derecho, por ende, la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa en su Art. 3 dispone la posibilidad de plantear dos tipos de 
recursos, el Subjetivo o de Plena Jurisdicción y el Objetivo o de Anulabilidad o por Exceso de 
Poder, por lo tanto no encontramos plasmada de forma expresa la Acción de Lesividad, a pesar 
de que en la práctica existe la posibilidad de interponer el Recurso de Lesividad ante el 
Contencioso Administrativo, por lo cual la presente tesis pretende llenar el vacío jurídico y 
establecer las regulaciones jurídicas respectivas para la interposición correcta de este recurso.  
La normativa contenciosa administrativa contiene vacíos legales que no permiten regular de 
forma concreta la Acción de Lesividad, aquella que debe ser planteada en sede judicial, bajo 
parámetros que hasta el día de hoy no se encuentran determinados en la Ley. Hasta el momento, 
este recurso estadísticamente hablando se encuentra en uno de los instrumentos de impugnación 




Así lo plantea el Tratadista Agustín Gordillo, refiriéndose a la realidad Argentina que, en mi 
opinión mantiene correspondencia con la ecuatoriana al momento de revocar un acto 
administrativo:  
“La acción de lesividad; en nuestro derecho se la incluye dentro de los procesos ordinarios 
como una de las posibles pretensiones procesales de la administración en juicio, aunque no 
la usa con la frecuencia que debiera y no abundan los casos en los que el Poder Ejecutivo 
mismo recurre a la justicia para interponerla. Prefiere obrar ilegalmente por sí y ante sí en 
lugar de pedir a la justicia la suspensión de su propio acto;” (Gordillo, 2008, págs. 7,8) 
Tal es así, que en nuestro país, las autoridades administrativas con incongruente proceder, 
quizás por desconocimiento de la existencia o utilización de la Acción de Lesividad,  revocan  
por sí mismos y de forma directa actos administrativos generadores de derechos subjetivos de 
los administrados, sin observar previamente el debido proceso que ameritan estos casos en el 
Derecho Administrativo Ecuatoriano; o lo que es peor, al percatarse que el acto emitido es 
lesivo no lo declaran como tal, asumiendo la improcedencia de la Acción de Lesividad en el 
Derecho Ecuatoriano, así lo podemos notar en el siguiente fragmento de una sentencia de la 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO (Jurisprudencia de Casación de Gaceta Judicial; Serie 17; Gaceta Judicial 
No. 10; del 27 de mayo del 2002). 
Resumiendo el presente caso, el señor Guido Tadeo Garzón Ponce, interpone recurso de 
casación contra la sentencia dictada el 24 de enero del 2001 por la Primera Sala del Tribunal 
Distrital de lo Contencioso Administrativo, respecto de la legalidad de una adjudicación, 
demanda al Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo Agrario INDA, y a los 
terceros beneficiarios del acto administrativo que impugna, esto es, a Domingo Rodríguez 
Ortega y María Soledad Palango. El recurso se funda en las causales primera y tercera del 
artículo 3 de la Ley de Casación y aduce que en la decisión recurrida existe falta de aplicación 
de los artículos 45 de la Ley de Desarrollo Agrario; 294, 295, 299, 300, 301 y 355 del Código 
de Procedimiento Civil; 30 y 23 numeral 26 de la Constitución Política de la República; 97 del 
Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva; y, 23 literal d) de la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
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Con este antecedente procedo a transcribir el quinto punto de la Sentencia de la Corte, siendo el 
pertinente para efectos de mejor comprensión de mi argumento: 
“QUINTO.- La resolución dictada por el señor Director Ejecutivo del INDA el 3  de agosto de 
1998 da origen al nacimiento de derechos a favor del accionante por lo cual, frente a esta 
resolución Domingo Rodríguez Ortega y María Soledad Palango acuden ante el señor Director 
Ejecutivo del INDA (fojas 10) e interponen recurso de reposición del trámite administrativo de 
oposición a la adjudicación propuesta por Delia María Ponce vda.  de Garzón, ante lo cual, y 
mediante providencia del 10 de diciembre de 1998 la Dirección Ejecutiva del INDA (fojas 9) 
niega dicha solicitud por cuanto, a decir de este, en la Ley de Desarrollo Agrario, Ley especial, 
no se contempla este tipo de recursos. De la resolución anterior, Domingo Rodríguez Ortega y 
María Soledad Polango comparecen ante el Juez Primero de lo Civil de Pichincha y proponen 
recurso de Amparo Constitucional, el mismo que con fecha 25 de enero de 1999 es concedido 
(fojas 41 a 43) y se dispone la suspensión definitiva del acto impugnado que tiene fecha 14 de 
diciembre de 1998 el cual el señor Director Ejecutivo del INDA se niega a sustanciar el recurso 
de reposición intentado: Hay que destacar el hecho que si el señor Director Ejecutivo del 
Instituto Nacional de Desarrollo Agrario INDA, en base a esta resolución al conceder el trámite 
al recurso de reposición consideró que era procedente la revocatoria de la providencia dictada 
el 3 de agosto de 1998, debió demandar la lesividad del acto administrativo impugnado, 
conforme lo determina el artículo 87 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva, concordante con el literal d) del artículo 23 de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, que prevé que para demandar la declaración de no ser conforme a 
derecho y, en su caso, la anulación de los actos y disposiciones de la administración, pueden 
comparecer: "El órgano de la Administración autor de algún acto que, en virtud de lo prescrito 
en la Ley, no pudiere anularlo o revocarlo por sí mismo". De lo anotado se infiere muy 
claramente que el Director Ejecutivo del INDA, actúo sin competencia para dictar la resolución 
que es materia de la impugnación, lo que configura una causa de nulidad de la resolución 
conforme lo determina el literal a) del artículo 59 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa que expresamente prevé: "Son causas de nulidad de una resolución o del 
procedimiento administrativo: a) La competencia de la autoridad, funcionario o empleado que 
haya dictado la resolución o providencia. Por las razones expuestas ADMINISTRANDO 
JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se casa la 
sentencia recurrida y se declara la nulidad del acto administrativo impugnado, dejándose a 
salvo los derechos de las personas que se consideren perjudicadas, para que planteen las 
acciones que se crean asistidos.”  
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De lo anterior se colige que el Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo Agrario 
(INDA), de aquel entonces, aun sabiendo que el acto administrativo resultaba lesivo al interés 
público, no lo declaró como tal; lo cual confirma mi argumento al demostrar que en ciertos 
casos la Administración incurre en errores de este tipo, quizás por desconocimiento o por la 
falta de regulación de la Acción de Lesividad. 
De manera general sabemos que el impulsor del proceso contencioso administrativo es el 
administrado, es decir, el particular promueve una acción en contra de un acto de la 
Administración que es susceptible de ser impugnado en la vía jurisdiccional; sin embargo, 
encontramos dentro de nuestro marco jurídico, un proceso administrativo especial en el que la 
propia administración se encuentra habilitada para demandar vía judicial la anulación de un acto 
emanado por ella misma si este fuese lesivo a los intereses públicos, a este proceso especial lo 
denominamos Acción de Lesividad. 
Roberto Dromi en su obra titulada “Tratado de Derecho Administrativo” conceptualiza a la 
acción de Lesividad de esta forma: 
“Acción de lesividad. Es una acción procesal administrativa que habilita a la 
Administración para impugnar, ante el órgano judicial competente, un acto administrativo 
irrevocable. 
Conforma un proceso administrativo especial, entablado por la propia Administración, en 
demanda de que se anule un acto administrativo que declaró derechos a favor de un 
particular, pero que es, además de ilegal, lesivo a los intereses de la Administración.” 
(Dromi R. , 1998, págs. 235 ,236) 
La Acción de Lesividad, tiene origen en Europa en el Derecho Español, en virtud del artículo 1 
del Real Decreto de Hacienda del 21 de Mayo de 1853, que se refería únicamente al Ministerio 
de Hacienda, pero cuya aplicación se hizo extensiva a los demás por medio de un nuevo Real 
Decreto emitido el 20 de junio de 1856 mediante el cual se establece que:  
“En los negocios en que se creen recíprocas obligaciones de la Hacienda y de los 
particulares, causarán estado las resoluciones que en mi nombre adopte el Ministerio de 
Hacienda, y sean revocables por la vía contenciosa, y podrán recurrir ellas tanto el 
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Gobierno como los particulares, si creyeren perjudicados sus derechos” (Nieto, 1986, pág. 
205)  
Mientras que en nuestro país, es el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva el primer cuerpo normativo dentro del Derecho Ecuatoriano que llega a introducir por 
vez primera la Acción de Lesividad en nuestro país, en el Decreto Ejecutivo número 2428, del 
Registro Oficial 536 del 18 de Marzo del 2002. 
Actualmente en el Ecuador, la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA) y el 
Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE), dotan a la 
Administración Pública la posibilidad de interponer la Acción de Lesividad, a pesar de que no 
se encuentre específicamente determinada dentro del artículo 3 de la (LJCA) donde se 
encuentran plasmados los posibles recursos a interponer en sede judicial, y mucho menos su 
tramitación o procedimiento. 
La Acción de Lesividad procede cuando resulta imposible revocar un acto administrativo en 
sede administrativa, es decir no deriva de la revocatoria directa de la Administración, ya que el 
acto del que se habla se encuentra firme y generó derechos subjetivos que pueden encontrarse 
en ejecución, por lo tanto y con el objetivo de eliminar del mundo jurídico un acto lesivo al 
interés general, se solicita la intervención del órgano judicial, para que sea él quien establezca 
un control de legalidad del acto por razones de oportunidad y legitimidad, y lo declare o no 
como lesivo. 
Cuando existen actos irrevocables por la administración que afectan el interés público, el Dr. 
Patricio Secaira denomina la Acción de Lesividad como la “solución jurídica”, cuyo fin es el de 
precautelar el interés de la sociedad y el imperio de la juridicidad, y manifiesta lo siguiente: 
“consiste en la atribución legal que obliga al titular del órgano administrativo o a la 
máxima autoridad del ente público, a emitir un nuevo acto administrativo por el cual 
declara lesivo al interés público el acto o resolución que lo motiva” (Secaira Durango, 
Curso Breve de Derecho Administrativo, 2004, pág. 256) 
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A partir de este raciocinio es primordial enfatizar que a lo que realmente hace referencia el Dr. 
Patricio Secaira es a la declaratoria de lesividad, que es el paso previo que debe existir para que 
proceda en vía judicial la Acción de Lesividad. 
A esta premisa entonces, debo destacar el doble carácter y por lo tanto, la particularidad especial 
de la cual consta la Acción de Lesividad, debido a que ésta procede en dos momentos 
importantes de la vida jurídica administrativa, es decir se desarrolla en sede netamente 
administrativa y en sede judicial; la primera se refiere a la declaratoria de lesividad del acto 
administrativo considerado como lesivo al interés público, por parte de autoridad competente; y 
en segundo lugar, la interposición de la Acción de Lesividad ante el Contencioso 
Administrativo, así encontramos la siguiente reflexión: 
“Se destaca, pues, un doble carácter excepcional de este proceso o acción: en primer lugar 
respecto del principio  de que la Administración tiene, en general, el privilegio de ejecutar 
sus propios actos sin ocurrir a  sede judicial; y en segundo lugar, respecto de otro 
principio tradicional del derecho administrativo, que es el de que los actos administrativos 
declarativos de derechos son irrevocables.” (Muñoz, 1988, pág. 193) 
Este doble carácter equilibra de alguna forma los intereses públicos con los intereses de los 
particulares, ya que si bien es cierto la Administración ejercita su capacidad legal de revocar un 
acto administrativo ilegal, también se encuentran sometidas a revisión y control de legalidad sus 
decisiones administrativas que en su momento declararon derechos en beneficio de un 
particular. 
“En efecto, si bien como principio ella debe mantener los actos declaratorios de derechos, 
sin embargo sería absurdo que se mantuviera una situación evidenciada como ilegal, lo 
que impone que la Administración, tan pronto como haya descubierto sus propios errores 
en determinados casos, se vea autorizada por el ordenamiento jurídico para someter a 
revisión o desconocer en un momento dado derechos reconocidos o creados por ella”. 
(Muñoz, 1988, pág. 194) 
La Acción de Lesividad tiene como presupuestos procesales para su procedencia los siguientes:  
a) Un acto administrativo lesivo al interés público. 
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b) La declaración previa de la administración, del carácter lesivo del acto que pretende 
retirar del mundo jurídico. 
c) Un acto administrativo favorable al interesado, que generó derechos subjetivos. 
d) Que la propia Administración Pública sea la demandante. 
Cuando nos referimos a que el acto administrativo previo, lesionó un interés público, nos 
referimos a que el acto administrativo lesiona de alguna forma los fines del Estado que jamás 
van a ser distintos al bien común. Cuando la administración sostiene que un acto es lesivo, 
entonces ella debe expresar su voluntad y poner en conocimiento su deseo de retirar del mundo 
jurídico un acto administrativo por ser lesivo al interés público, es decir debe declarar el acto 
como lesivo, y esto habilitará a la administración a acudir a la sede judicial.  
En el punto número tres nos referimos a que el acto administrativo generó derechos subjetivos, 
es decir se entiende un derecho subjetivo como aquel atributo que habiendo sido 
normativamente concedido, se traduce en la facultad de obrar para la satisfacción de un interés 
propio, por ende la Administración declaró ese derecho como existente; y al posteriormente 
percibirlo como lesivo al bien común, debe ser entonces la propia administración quien 
demande su anulación al órgano judicial. 
La Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa actualmente presenta una falta total de 
regulación jurídica del Recurso de Lesividad que limita el control de legalidad de los actos 
administrativos por tal motivo es necesario incorporar al derecho positivo normas que regulen 
aspectos importantes como la declaratoria de Lesividad, la existencia de suspensión o no de los 
efectos del acto administrativo considerado como lesivo, y su publicidad, formulando una 
propuesta que reforme la ley antes mencionada que tendrá como aporte la inclusión de un 
proceso concreto que tramite la presente acción de una forma correcta en el derecho ecuatoriano 




4.2. Fundamento Constitucional y legal de la Acción de Lesividad 
a) Constitución de la República del Ecuador. 
La Constitución del Ecuador prevé que los servidores públicos y las autoridades administrativas 
en general, y todos los que conforman la organización administrativa Estatal, no son infalibles y 
pueden ser susceptibles de error, por lo tanto el Art. 173 estipula lo siguiente. 
“Art. 173.- Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser 
impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la 
Función Judicial.” 
La Constitución de la República en su artículo 82 manifiesta la importancia de que existan 
normas previamente estipuladas que regulen la actividad administrativa, para la consecución de 
los fines del Estado y para proteger el principio de seguridad jurídica: 
“Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución 
y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes”. 
Por lo tanto tomando en cuenta el principio de seguridad jurídica, considero pertinente que el 
órgano legislativo facultado para expedir, codificar, reformar  y derogar las leyes, en este caso la 
Asamblea Nacional, se haga presente y en uso de sus atribuciones constitucionales expida una 
reforma a la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en cuanto a la Acción de 
Lesividad. 
b) Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
Antes del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE) no 
existía disposición alguna que impusiera la necesidad de recurrir a la Acción de Lesividad para 
revocar actos administrativos.  
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Sin embargo, la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa contiene una disposición 
clara con la cual entendemos y nos percatamos de la existencia de la Acción de Lesividad. 
“Art. 23.- Para demandar la declaración de no ser conforme a derecho y, en su caso, la 
anulación de los actos y disposiciones de la administración, pueden comparecer: 
(…) 
d) El órgano de la Administración autor de algún acto que, en virtud de lo proscrito en la 
ley, no pudiere anularlo o revocarlo por sí mismo.” 
Lastimosamente, la norma precitada no establece expresamente la descripción del tipo de 
acción, no define los casos en lo que esta debe ser interpuesta,  ni determina el término para 
plantear la acción, se limita a determinar la posibilidad de que la Administración se presente 
como actora ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo (actualmente Unidad Judicial), 
para demandar que se revoque un acto suyo que no sea conforme a derecho, cuando no pueda 
revocarlo por sí misma. 
Con esta disposición se entiende que existen actos administrativos irrevocables, los cuales de no 
ser emitidos conforme a Derecho y de ser necesaria su anulación, la propia Administración 
impulsará la demanda ante el órgano judicial. 
c) Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva. 
Como mencioné en líneas anteriores en nuestro país, es el Estatuto de Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva el primer cuerpo normativo que introduce por vez 
primera la Acción de Lesividad en el Ecuador en el Registro Oficial No. 536 del 18 de Marzo 
del 2002; antes de esto, no existía disposición alguna que impusiera la necesidad de recurrir a la 
Acción de Lesividad para revocar actos administrativos.  
El ERJAFE promulga la institución jurídica de la Lesividad en el artículo 97 que estipula lo 
siguiente: 
“Art. 97.- LESIVIDAD.- La anulación por parte de la propia Administración de los actos 
declarativos de derechos y no anulables, requerirá la declaratoria previa de lesividad para 
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el interés público y su impugnación entre el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo competente. 
La lesividad deberá ser declarada mediante Decreto Ejecutivo cuando el acto ha sido 
expedido ya sea por Decreto Ejecutivo o Acuerdo Ministerial; en los otros casos, la 
lesividad será declarada mediante Resolución del Ministro competente.  
La acción contenciosa de lesividad podrá interponerse ante los Tribunales Distritales de lo 
Contencioso Administrativo en el plazo de tres meses a partir de la declaratoria de 
lesividad.” 
Esta disposición afirma lo que mencioné en líneas anteriores es decir, que antes de presentar la 
demanda de Lesividad por parte de la Administración Pública al Contencioso Administrativo, es  
necesario como requisito previo, la declaración administrativa de lesividad por el mismo órgano 
que expidió el acto, y complementa la falencia que la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa deja al no señalar el  término o plazo para la interposición de la Acción de 
Lesividad, supliendo este vacío estableciendo el plazo de  tres meses para presentar la demanda 
a partir de  la declaratoria de lesividad. 
“Art. 168.- Declaración de lesividad de actos anulables. 
1. El Presidente de la República, los ministros de Estado o las máximas autoridades de la 
Administración Pública Central podrán declarar lesivos para el interés público los actos 
favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en este 
estatuto, a fin de proceder a su ulterior impugnación ante el orden jurisdiccional 
contencioso - administrativo.  
2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos tres años desde 
que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan 
como interesados en el mismo.  
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se 
hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo. La acción 
contenciosa de lesividad podrá interponerse ante los tribunales distritales de lo 
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Contencioso Administrativo en el plazo de tres meses a partir de la declaratoria de 
lesividad.” 
La declaratoria de lesividad, requiere un procedimiento previo, el mismo que tiene como 
objetivo garantizar que esta decisión se funde en el Derecho, y que, como todo acto 
administrativo, se procure que su adopción se encuentre debidamente motivada, para observar 
las garantías del debido proceso. 
En este punto hay que resaltar que el artículo 97 del ERJAFE habla de la declaratoria de 
lesividad para el interés público respecto de actos no anulables, mientras que el artículo 168 del 
mismo cuerpo normativo, se refiere a una declaratoria de lesividad para el interés público 
respecto de actos anulables. 
En el caso del artículo 97 IBIDEM, al referirnos a un acto “no anulable”, se entiende que la 
norma nos otorga la facultad de declarar lesivo un acto valido que evidentemente no puede ser 
anulado por la administración y debe ser declarado como lesivo porque afecta al interés público, 
cuyo fundamento se basa en razones de oportunidad. Por otro lado respecto del artículo 168, el 
ERJAFE hace referencia a los actos “anulables”, es decir a los actos que adolecen de un vicio o 
que incurran en cualquier infracción al ordenamiento jurídico que no ocasione nulidad absoluta, 
en este caso la declaración de lesividad se producirá por razones de legitimidad, para precautelar 
el interés general. 
Es lógico pensar que si la Administración Pública no considera oportuno subsanar los vicios del 
acto estable y crea procedente demandar su anulación en aras del interés público, también 
iniciara el procedimiento para  la declaración de lesividad. 
4.3. La Declaratoria de Lesividad como requisito previo para instaurar la Acción 
de Lesividad.  
Como explique en líneas anteriores, por regla general son irrevocables los actos administrativos 
que crean derechos subjetivos a favor de un tercero, pero si este es lesivo al interés público, 
entonces la Administración está en la facultad de emitir otro acto en iguales características que 
el que se intenta retirar del mundo jurídico, y declararlo como lesivo, solo con la existencia de 
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este antecedente el órgano administrativo quedará habilitado para demandar ante el Contencioso 
Administrativo. 
Tomando en cuenta la premisa anterior, entonces se entiende que la declaración de lesividad es 
un requisito previo para la interposición de la acción contenciosa, y esta debe realizarse por 
medio de otro acto administrativo y por lo tanto este debe tener todos los elementos de un acto 
administrativo válido, tomando en cuenta las características de un acto lesivo y principios 
propios del procedimiento administrativo en general. 
Pablo Tinajero conceptualiza a la declaración de lesividad de la siguiente forma:  
“… es un acto administrativo inimpugnable, que contiene la expresión de la voluntad de un 
órgano administrativo competente, mediante el cual se procura el retiro del mundo 
jurídico, de un acto cuyos efectos benefician a un particular y que lesiona los interés 
públicos.” (Tinajero Delgado, 1998, pág. 47) 
Al tomar en cuenta el concepto anterior, me referiré a cada parte de forma breve y concreta, 
dividiré a la declaración en 4 partes para mayor comprensión, las cuales son: el tema que es una 
expresión de la voluntad de la Administración, es inimpugnable, es de potestad administrativa, y 
busca el retiro del mundo jurídico de un acto. 
 Es una expresión de la voluntad de la Administración: 
Es una expresión de voluntad, ya que al ser un acto administrativo, posee los mismos elementos 
de todos los actos administrativos, por lo tanto debe expresas el deseo de la administración de 
revocar un acto lesivo. 
Es indispensable que la Administración Pública emita esta voluntad con la certeza de que el acto 
daño o lesionó el interés común, por lo tanto antes de declarar al acto como lesivo debe seguirse 
un procedimiento administrativo previo que compruebe y demuestre la existencia de las causas 
que motiven la existencia de esa lesión. 
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Es importante mencionar que el órgano competente para expedir la declaración de lesividad será 
el mismo órgano que dicto el acto lesivo, esto es lógico, debido a que el único órgano facultado 
para expedir otro acto con efectos contrarios al anterior es el mismo órgano. 
 Es inimpugnable: 
En este sentido Juan Pablo Aguilar Andrade, Catedrático Universitario, en su artículo  “Apuntes 
sobre la acción de Lesividad en la Legislación Ecuatoriana” concuerda con el Dr. Pablo 
Tinajero al referirse a la declaración de lesividad, ya que manifiesta lo siguiente: “Esa 
declaración se hace a través de un nuevo acto administrativo, al que se da la característica de 
inimpugnable porque su contenido va a discutirse, necesariamente, ante el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo.” (Aguilar Andrade, 2009) 
Por lo tanto explicaré brevemente las razones por las cuales este nuevo acto de la administración 
es principalmente de carácter irrevocable: 
a) La declaración de lesividad procede para los actos administrativos sobre los cuales no 
cabe ya ningún recurso interadministrativo y es una mera declaración para habilitar a la 
administración a iniciar una acción en sede judicial. 
b) Otra de las razones del carácter inimpugnable de la declaración de lesividad es que en 
este punto, una impugnación contra este acto atentaría gravemente contra la naturaleza 
de la Acción de Lesividad, tomando en cuenta que el objetivo de esta acción es que sea 
un órgano judicial ajeno a la entidad que emitió el acto la que resuelva la revocación del 
mismo, siendo en el proceso judicial donde el particular presentará sus pruebas y 
argumentos para evitar que el acto sea revocado; con esto se precautela el derecho 
otorgado al tercero, ya que no será la administración quien como juez y parte decida 
sobre el destino de ese acto, sino un tercero imparcial. 
 Es de Potestad Administrativa: 
La declaratoria de lesividad de un acto administrativo, es una facultad netamente administrativa 
que tiene como fin mantener el orden de la colectividad y respetar el ordenamiento jurídico, por 
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lo cual el órgano competente para declarar la lesividad es el propio órgano que expidió el acto 
administrativo lesivo, quien bajo un análisis subjetivo deberá apreciar la existencia o ausencia 
de un acto lesivo a los intereses públicos. 
 Busca el retirar del mundo jurídico a ese acto y sus efectos por ser lesivo al interés 
público: 
Para Pablo Tinajero, el fundamento jurídico de la declaratoria de lesividad es  muy claro dentro 
del procedimiento administrativo y manifiesta lo siguiente: 
“El fundamento de la declaración de lesividad radica en el hecho de que la administración 
quiere asegurarse de que el acto lesiona el interés público, antes de que se inicie el proceso 
de lesividad.” (Tinajero Delgado, 1998, pág. 52) 
Si la Administración motiva como es debido, de manera coherente, y pertinente las razones por 
las cuales cree conveniente declarar como lesivo un acto administrativo y toma en cuenta los 
fundamentos de hecho y de derecho que llevó a la administración a tomar la decisión de la 
declaratoria, entonces el fin del actuar administrativo es justamente, retirar del mundo jurídico 
ese acto y sus efectos, y finalmente extinguirlo definitivamente. 
 Procede en contra de actos administrativos que hayan generado derechos a favor 
de un tercero: 
Como mencioné en líneas anteriores los actos administrativos que creen derechos subjetivos a 
un tercero son irrevocables por lo tanto para revocarlos se debe recurrir a la declaración de 
lesividad y posteriormente a la Acción de Lesividad. 
Para efectos de mayor comprensión, es pertinente hacer referencia a lo que J. Dabin, expresa en 
su obra El Derecho Subjetivo, quien a modo de concepto pone en un primer plano interpone la 
idea de pertenencia y lo explica de esta forma: 
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“Todo derecho subjetivo supone un bien o valor ligado al sujeto-persona por un lazo de 
pertenencia, consagrado por otra parte por el derecho objetivo, de suerte que esa persona 
puede decir que ese bien o valor es suyo.” (Dabin, 2006, pág. 95) 
De lo anterior podemos colegir que al referirnos a un derecho subjetivo entendemos que son 
derechos propios del particular y en tanto que lo son están ligados por un lazo de pertenencia o 
propiedad; sin embargo es importante comprender que el derecho subjetivo no existe más que 
por la decisión del derecho objetivo. 
De esto nacen los llamados interesados, ya que su derecho subjetivo preexiste a la iniciación del 
procedimiento, que hace innecesaria la adopción de iniciativa del particular ya que tiene una 
condición per se; es por esto que se entiende el derecho subjetivo, como aquel atributo que 
habiendo sido normativamente concedido, se traduce en la facultad de obrar para  la satisfacción 
de un interés propio. 
Roberto Dromi expresa lo siguiente en cuanto al derecho subjetivo: 
“Es aquella situación favorable del sujeto de derecho, producto de la relación con otro 
sujeto, por la cual este último resulta obligado.” (Dromi R. , 1998, pág. 70) 
Es aquella situación favorable, que fue creada por la propia administración, la que la obligada a 
respetar su propio acto, por ello es irrevocable y para anularlo se debe iniciar el proceso de 
lesividad para declararlo como tal. 
Finalmente, una vez que la Administración bajo el respectivo análisis considera lesivo el acto, y 
lo declara como lesivo, es obligación de la administración notificar al particular en cuyo favor el 
acto anterior creó derechos subjetivos, con el afán de cumplir con el debido proceso, y que el 
particular prepare su defensa. 
En nuestra legislación no se encuentra determinado un término para establecer la declaratoria de 
lesividad, sin embargo al referirnos al Derecho Comparado, La Ley de Jurisdicción Contencioso 




4.4. Supuestos y Requisitos Procesales de Procedibilidad de la Acción de Lesividad. 
En este punto determinaré y explicare cuales son los supuestos jurídicos y los requisitos 
procesales necesarios para que proceda la Acción de Lesividad. 
Supuestos Procesales: 
Me voy a referir a los posibles escenarios o posibilidades jurídicas que expresa la doctrina que 
podemos encontrar con respecto al acto administrativo contra el que se pretende instaurar la 
Acción de Lesividad. 
a) Que el acto administrativo del que surgen los derechos sea válido: 
Cuando el acto administrativo que declara un derecho en beneficio de un particular es válido, 
por obvias razones la Administración no tiene la disponibilidad de sus efectos y, por 
consiguiente, no se encuentra en la capacidad legal para revocarlo por sí mismo, Pablo Tinajero 
de acuerdo a lo anterior expresa lo siguiente: 
“Es de entender, en este supuesto, que el propósito de la administración no es que se 
invalide el acto (lo que supondría la presencia de razones de legitimidad), sino que se lo 
revoque por razones de oportunidad o mérito.” 
De acuerdo a lo anterior podemos colegir que para el Dr. Pablo Tinajero, cuando se debe retirar 
de la vida jurídica un acto administrativo que otorgó derechos a un particular pero afectó el 
interés público, sí se puede interponer la Acción de Lesividad por razones de oportunidad; sin 
embargo autores como Paul Sánchez Delgado, autor ecuatoriano, opina lo contrario y afirma 
que en nuestra legislación no es posible interponer la Acción de Lesividad por razones de 
oportunidad, y manifiesta lo siguiente: 
“… la extinción de los actos administrativos por razones de oportunidad, se puede realizar 
en la misma sede administrativa cumpliendo con los supuestos legalmente establecidos, 
siendo la acción de lesividad exclusiva para los actos de revocación por razones de 
legitimidad, además en nuestro ordenamiento jurídico no se contempla esta posibilidad 
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como causal para la procedencia de la institución que estamos tratando.” (Sánchez 
Delgado, pág. 82) 
En mi opinión considero que para extinguir un acto administrativo por razones de oportunidad 
se debe acudir a la institución jurídica de la revocación que es un acto administrativo emanado 
por la propia administración cuyo fin es dejar sin efecto un acto administrativo justamente por 
causas de oportunidad, de conveniencia del interés público o de legitimidad; mientras que si se 
trata de impugnar un acto administrativo irrevocable por causas de legitimidad, que además dotó 
de un derecho subjetivo a un tercero, entonces se debe hacer a través de la acción de lesividad, 
ya que esta acción permite establecer un control de legalidad de los actos que por su naturaleza 
son irrevocables; sin embargo el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva efectivamente provee la posibilidad de interponer la Acción de Lesividad por razones 
de Lesividad. 
b) Que el acto administrativo del que surgen los derechos sea inválido: 
En el supuesto de que el acto administrativo del que han surgido derechos subjetivos sea 
inválido, pueden producirse dos situaciones o casos, que en nuestra legislación tienen un 
tratamiento diferente, estos son los actos con vicios leves, es decir, los que producen 
anulabilidad y los actos con vicios graves que producen la nulidad de pleno derecho. 
El Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, prevé ambos casos en 
los Artículos 168 y 97 respectivamente. 
c) Actos con Vicios Leves: 
Según la doctrina los actos administrativos que hayan declarado derechos y adolezcan de vicios 
leves que afecten al interés público no pueden eliminarse en sede administrativa, por lo tanto la 
Administración deberá concurrir ante el organismo jurisdiccional competente por medio de la 
Acción de Lesividad, para que sea él quien anule el acto viciado. 
Recordemos lo que estipula el Estatuto de Régimen Jurídico de la Función Ejecutiva al respecto 
de los actos anulables: 
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“Art. 168.- Declaración de lesividad de actos anulables. 
1. El Presidente de la República, los ministros de Estado o las máximas autoridades de la 
Administración Pública Central podrán declarar lesivos para el interés público los actos 
favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en este 
estatuto, a fin de proceder a su ulterior impugnación ante el orden jurisdiccional 
contencioso - administrativo.  
2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos tres años desde 
que se dictó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan 
como interesados en el mismo.  
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se 
hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo. La acción 
contenciosa de lesividad podrá interponerse ante los tribunales distritales de lo 
Contencioso Administrativo en el plazo de tres meses a partir de la declaratoria de 
lesividad.”  
Respecto de este punto no hay contradicción o duda alguna, ya que se necesita obligatoriamente 
de la intervención del órgano jurisdiccional para retirar del mundo jurídico ese acto lesivo; sin 
embargo, cabe aclarar que no es procedente bajo ninguna circunstancia solicitar a la Unidad 
Judicial de lo Contencioso Administrativo la modificación o sustitución del acto, porque 
estaríamos pidiendo algo inconstitucional, debido a que el órgano judicial se estaría 
extralimitando de sus funciones. 
Lo correcto y lo que se encuentra dentro de los parámetros normativos es que el órgano judicial 
revoque ese acto lesivo y que ordene a la administración que expida por sí misma un nuevo acto 
convalidando y corrigiendo el vicio, como lo estipula el artículo 134 del ERJAFE, para subsanar 
los vicios de los que adolezca el acto anterior. 
d) Actos con Vicios Graves: 
Recordemos ahora lo que dispone el ERJAFE con respecto a la nulidad de pleno derecho: 
“Art. 97.- LESIVIDAD.- La anulación por parte de la propia Administración de los actos 
declarativos de derechos y no anulables, requerirá la declaratoria previa de lesividad para 
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el interés público y su impugnación entre el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo competente.  
La lesividad deberá ser declarada mediante Decreto Ejecutivo cuando el acto ha sido 
expedido ya sea por Decreto Ejecutivo o Acuerdo Ministerial; en los otros casos, la 
lesividad será declarada mediante Resolución del Ministro competente.  
La acción contenciosa de lesividad podrá interponerse ante los Tribunales Distritales de lo 
Contencioso Administrativo en el plazo de tres meses a partir de la declaratoria de 
lesividad.” 
Cuando este artículo se refiere a los actos no anulables, se refiere en concreto a los casos de 
nulidad absoluta, para lo cual es necesario manifestar que estamos frente a un punto sumamente 
controvertido en doctrina pues varios autores afirman que no puede nacer ningún derecho de un 
acto que tenga un vicio grave y por lo tanto si ese acto no declaro ningún derecho a ningún 
tercero, es plenamente revocable únicamente en sede Administrativa. 
Sin embargo, yo concuerdo con el criterio de Manuel María Diez, que citado por el Dr. Pablo 
Tinajero en su obra “La acción de Lesividad” expresa lo siguiente: 
“Para Diez, aun en el supuesto de que no hubieran nacido derechos del acto viciado, 
deberá acudirse ante el órgano jurisdiccional que corresponda, para demandar, mediante 
la acción de Lesividad, la invalidación del acto” (Tinajero Delgado, 1998, pág. 59) 
Es quizás intuitivo pero no menos acertado pensar que el administrado hizo o querrá hacer 
ejercicio de ese derecho que le fue otorgado por pura y mera buena fe, y no es justo que los 
administrados paguen las consecuencias de los vicios cometidos por la propia Administración. 
e) De los Contratos Administrativos. 
Creo pertinente hacer una aclaración en este punto, el Dr. Pablo Tinajero considera que como 
regla general, ni los contratos administrativos ni los reglamentos, son susceptibles de 
impugnación mediante lesividad. 
Si nos remitimos al caso de los reglamentos, es claro que no pueden ser impugnados mediante 
lesividad, debido a que la Administración está facultada para derogarlos en cualquier momento 
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a través del procedimiento tipificado, y por otro lado  muy difícilmente podrán surgir derechos a 
favor de un solo particular en forma directa mediante la expedición de un reglamento. 
En el caso de los contratos no procede la Acción de Lesividad, porque proceden acciones de 
índole diversa, y porque la Administración posee facultades especiales, también llamadas 
clausulas exorbitantes, que tienen por esencia la Autotutela Administrativa de forma exagerada 
por llamarla de un modo, ya que la Administración no acude ante una autoridad judicial, sino 
que ella obra por si, y ante sí, por su propia potestad. 
Sin embargo Pablo Tinajero, habla de una excepción que podría llegar a ocurrir en el proceso de 
contratación pública. 
“En los contratos administrativos que resultan como consecuencia de un procedimiento de 
licitación ya que termina con un acto discrecional, de adjudicación del contrato…” 
Si bien la doctrina señala que la notificación de la adjudicación es irrevocable y vinculante, ya 
que da lugar a que se cree una situación individual de derechos y obligaciones tanto para la 
entidad licitante, cuanto para el adjudicatario, no es menos cierto que de encontrar anomalías en 
el proceso de adjudicación, Pablo Tinajero, manifiesta que sí, se podrían entonces impugnar por 
vía de lesividad los actos precedentes al de la adjudicación, en ejercicio de la teoría de los actos 
separables debido a que en esta teoría si los actos anteriores a la adjudicación que se encuentren 
viciados si es posible impugnarlos, para efectos del control de legalidad. 
El acto administrativo de la adjudicación es un acto de discreción reglado, pero si todas las 
cuestiones relativas a la adjudicación están erradas, entonces hay que revertir el acto de 
adjudicación y pedir su nulidad. Por medio de la revisión de todos los actos previos a la 
adjudicación ya que todos los actos previos a la suscripción del contrato son posibles de 
impugnar. 
Sin embargo, según Pablo Tinajero, esto solo puede ser aplicado en los contratos en los que la 
ley exige la convocatoria a licitación, concurso de ofertas o de precios, así lo manifiesta: 
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“… en los contratos en los cuales no es necesario el cumplimiento de este requisito, no se 
podrá interponer acción de lesividad, ya que en ese supuesto, no existirán actos anteriores 
separables, sino tan solo el acto de adjudicación del contrato, el cual es inimpugnable por 
corresponder a la potestad discrecional de la administración.” (Tinajero Delgado, 1998, 
pág. 66) 
Sin embargo de acuerdo a lo anterior es necesario precisar que en nuestra legislación existe un 
régimen especial para tratar las cuestiones en concreto sobre los contratos administrativos y es 
de significativa importancia resaltar que se trata de una ley orgánica y por lo tanto en nuestra 
comprensión doctrinaria de la Pirámide de Kelsen, entendemos que la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública es jerárquicamente superior a la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, y por lo tanto si un contrato administrativo debe ser terminado por 
la Administración, la autoridad debe acogerse a la norma de carácter orgánico que regulen ese 
acto para sus efectos. 
Mi apreciación personal al respecto es que no se debería aplicar la acción de lesividad en lo 
referente a los contratos administrativos como tales, tomando en cuenta que la Administración 
está dotada de las clausulas exorbitantes cuya esencia radica en que la máxima autoridad no 
acude ante una autoridad judicial, sino que, actúa por si, y ante sí, es decir por su propia 
potestad, así tenemos el claro ejemplo de la terminación anticipada del contrato. 
Sin embargo, no es menos cierto que para la conformación de ese contrato, debieron haber 
existido varios actos que se configuraron de forma anterior a ese contrato, todos esos actos 
pueden ser atacados apelando en razón de la teoría de los actos separables y por lo tanto son 
éstos los que podrían ser motivo de impugnación por medio del Recurso de Lesividad. 
4.4.1. Requisitos Procesales: 
Voy a permitirme enumerar los requisitos procesales o circunstancias jurídicas indispensables, 
que de acuerdo a mi investigación se proyectan como los elementos necesarios para que proceda 
la Acción de Lesividad. 
a) Que el acto administrativo este viciado y sea lesivo al interés público. 
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b) Que el acto administrativo haya generado derechos a favor de un administrado. 
c) Que exista una declaración de lesividad debidamente motivada por parte de la entidad 
pública que expidió el acto. 
d) Que el órgano administrativo que expidió el acto sea parte del proceso como actor, y sea 
quien demande ante el órgano judicial competente la nulidad de dicho acto. 
4.5.  Procedimiento en Sede Judicial 
En el punto anterior me he referido a lo relativo a los supuestos jurídicos y los requisitos 
procesales que se deben cumplir en para que proceda legalmente la Acción de Lesividad, con 
estas aclaraciones, desarrollare lo atinente al proceso judicial. 
4.5.1. Partes procesales de la Acción de Lesividad: 
a) El Órgano Administrativo como actor del proceso  
La legitimación activa en la demanda de lesividad le pertenece única y exclusivamente al mismo 
órgano del que emano el acto administrativo declarado lesivo, ya que en principio y a simple 
vista, será el único que podrá apreciar los efectos que el acto administrativo produjo y por ende, 
es el único competente siempre y cuando la ley lo faculte para hacerlo. 
Bajo razonamiento inmediato es coherente pensar que si un órgano es competente para expedir 
la declaración de lesividad en sede administrativa entonces por lógica, el mismo órgano es el 
competente para demandar la lesividad ante el Tribunal Contencioso Administrativo. 
Es importante manifestar que la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa es el cuerpo 
normativo ecuatoriano que dota a la administración la capacidad de comparecer a juicio en su 
artículo 23, letra d) que en su parte pertinente dispone lo siguiente: 
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“Art. 23.- Para demandar la declaración de no ser conforme a derecho y, en su caso, la 
anulación de los actos y disposiciones de la administración, pueden comparecer:  
(…) 
d) El órgano de la Administración autor de algún acto que, en virtud de lo proscrito en la 
ley, no pudiere anularlo o revocarlo por sí mismo.” 
Como mencioné en líneas anteriores, y lo catalogué como requisito procesal, es menester que la 
Administración, es decir el propio órgano que emitió el acto lesivo, se legitime activamente en 
este proceso para accionar ante el Contencioso Administrativo, esto es haber declarado 
previamente lesivo el acto ya que de no existir existirá una falta de habilitación para presentar la 
demanda. 
b) Administrado a cuyo favor derivaren derechos. 
Al hablar del administrado en cuyo favor derivaren derechos, nos referimos a la legitimación 
pasiva, que de forma general podemos catalogarla como aquella persona ya sea natural o 
jurídica que tiene capacidad de comparecer a juicio en calidad de demandado. 
El Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva en su artículo 24, 
dispone que  los demandados podrán ser: 
“Art. 24.- La demanda se podrá proponer contra: 
a) El órgano de la Administración Pública y las personas jurídicas semipúblicas de que 
proviniere el acto o disposición a que se refiera el recurso.  
b) Las personas naturales o jurídicas a cuyo favor derivaren derechos del acto o 
disposición.” 
En el caso que nos ocupa, es decir la legitimación activa de un juicio de lesividad, será el literal 
b) de la norma antes referida, el literal aplicable, ya que la Administración que expidió el acto 
administrativo procede como actora, y por lo tanto el administrado es decir el que se benefició 
de aquel acto comparecerá en calidad de demandado y será quien defienda su validez y pretenda 
la plena vigencia y reconocimiento de los derechos que obtuvo. 
104 
 
4.5.2. Demanda  
En breves rasgos sabemos que la demanda es el inicio de un procedimiento jurisdiccional, y que 
la misma deberá interponerse ante el órgano judicial competente. Roberto Dromi plantea un 
concepto al respecto y manifiesta lo siguiente: 
“la demanda es el acto procesal en el cual se formula la pretensión y por el que se inicia un 
proceso administrativo.” (Dromi R. , Derecho Administrativo, 2004, pág. 1257)  
El actor o demandado en su demanda debe incluir la petición que formula conteniendo en esta la 
pretensión que se deduce, para de esta forma iniciar el proceso contencioso administrativo; el 
administrado afectado por un acto o resolución administrativa ejerce el derecho a la defensa 
acudiendo al Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo, órgano especializado de la 
función judicial, para que declare  nulo e ilegal el acto impugnado. 
La presentación de la demanda debe realizarse de acuerdo a lo que estipula el artículo 30 de la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa que dispone lo siguiente: 
“Art. 30.- La demanda debe ser clara y contener:  
El nombre del actor e indicación de su domicilio y lugar donde deben efectuarse las 
notificaciones en la ciudad de Quito, sede del Tribunal, y dentro del perímetro legal.  
La designación del demandado y el lugar donde debe ser citado.  
La designación de la autoridad, funcionario o empleado de quien emane la resolución o 
acto impugnado. 
Los fundamentos de hecho y de derecho expuestos con claridad y precisión. 
La indicación de haber precedido la reclamación administrativa del derecho, en los casos 
expresamente señalados por la ley, ante los funcionarios competentes, y su denegación por 
parte de éstos.   
La pretensión del demandante.   
La enunciación de las pruebas que el actor se propone rendir. 
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En esta clase de juicios no se podrá cambiar o reformar la demanda en lo principal.” 
Al momento de presentar la demanda, la administración está obligada a acompañar el 
correspondiente expediente administrativo, del que debe ser parte constitutiva esencial, la 
declaración de lesividad debidamente motivada, sin embargo de forma general, no especifica al 
proceso de lesividad, me permito transcribir lo que dispone la LJCA en el artículo 31: 
“Art. 31.- Al escrito de demanda deben acompañarse necesariamente:  
Los documentos justificativos de la personería cuando no se actúe en nombre propio, a 
menos que se haya reconocido dicha personería en la instancia administrativa.  
La copia autorizada de la resolución o disposición impugnada, con la razón de la fecha de 
su notificación al interesado, o, en su defecto, la relación circunstanciada del acto 
administrativo que fuere impugnado. 
Los documentos que justifiquen haber agotado la vía administrativa y que el reclamo ha 
sido negado en ésta. 
Se entenderá haber negativa si transcurrieren treinta días sin que la autoridad 
administrativa que pudo dejar sin efecto el acto lesivo, haya dado resolución alguna, salvo 
el caso que la ley señale un plazo especial.” 
En este punto, cabe señalar que no es necesario agotar la vía administrativa para acudir a la vía 
judicial, según lo que establece el artículo 38 de la Ley de Modernización del Estado, publicada 
en el Registro Oficial No. 349 del 31 de diciembre de 1993, el mismo que en su parte pertinente 
expresa: 
“Art. 38.- Los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo y de lo Fiscal, dentro de 
la esfera de su competencia, conocerán y resolverán de todas las demandas y recursos derivados 
de actos, contratos, hechos administrativos y reglamentos expedidos, suscritos o producidos por 
las entidades del sector público. El administrado afectado presentará su demanda, o recurso 
ante el tribunal que ejerce jurisdicción en el lugar de su domicilio. El procedimiento será el 
previsto en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa o el Código Tributario, en su 
caso. No se exigirá como requisito previo para iniciar cualquier acción judicial contra las 
entidades del sector público la proposición del reclamo y agotamiento en la vía administrativa. 
Empero, de iniciarse cualquier acción judicial contra alguna institución del sector público, 
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quedará insubsistente todo el reclamo que sobre el mismo asunto se haya propuesto por la vía 
administrativa.”  
4.5.3. Término para deducir la demanda, calificación y citación 
a) Término para deducir la demanda de lesividad. 
Como reiteré en varias ocasiones, previamente a la interposición de la demanda de lesividad 
ante el órgano judicial, el órgano administrativo debió haber declarado el acto como lesivo; 
posterior a esto, es importante manifestar que la Administración, debe promover y accionar la 
demanda de lesividad en el plazo de tres meses contados a partir de la declaratoria de lesividad, 
de acuerdo a los artículos 97 y 168 del ERJAFE que en su parte pertinente disponen lo 
siguiente: 
“Art. 97.- LESIVIDAD.- La anulación por parte de la propia Administración de los actos 
declarativos de derechos y no anulables, requerirá la declaratoria previa de lesividad para 
el interés público y su impugnación entre el Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo competente.  
(…) 
La acción contenciosa de lesividad podrá interponerse ante los Tribunales Distritales de lo 
Contencioso Administrativo en el plazo de tres meses a partir de la declaratoria de 
lesividad.”  
El artículo 168 número 3, de la misma norma jurídica expresa lo mismos parámetros en cuanto 
al plazo para interponer la demanda de lesividad en los siguientes términos: 
“Art. 168.- Declaración de lesividad de actos anulables. 
(…) 
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se 
hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo. La acción 
contenciosa de lesividad podrá interponerse ante los tribunales distritales de lo 




b) Calificación de la demanda. 
Calificar la demanda es verificar si la demanda reúne todos los requisitos que la ley establece 
para determinar su admisibilidad, en cuanto a esto la Ley de Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa en el Art. 32 en su parte pertinente dispone lo siguiente: 
“Art. 32.- Si la demanda fuere oscura, irregular o incompleta, el Magistrado de 
Sustanciación (sic) ordenará que el actor la aclare, corrija, concrete o complete, en el 
término de cinco días; y si el actor no lo hiciere, rechazará la demanda.  (…)” 
De conformidad con el inciso final del artículo 30 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, la demanda no es susceptible de ser cambiada o reformada debido a que la 
demanda es un documento público que no puede alterarse. 
Sin embargo, la vía más idónea para rectificar los errores es la elaboración de un escrito de 
alcance que la corrija, amplíe o complete, el mismo que deberá ser presentado por el actor, sin 
modificar  lo sustancial del objeto de la demanda. 
c) Citación con la demanda. 
Guillermo Cabanellas conceptualiza a la citación de la siguiente forma:  
“la citación es una diligencia  por la cual  se hace saber a una persona  el llamamiento 
hecho de orden del juez, para que comparezca en juicio a estar a derecho. La persona 
citada debe comparecer por sí, o por medio de su procurador, ante el juez que la citó; en 
caso de no presentarse en el término fijado, se le acusa de rebeldía” (Cabanellas, 1981, 
pág. 148) 
Entonces sabemos que la citación es una diligencia  por la cual  se hace saber a una persona  el 
contenido de la demanda con el objetivo de hacer ejercitar el derecho que todas las personas 
tienen a la defensa, así se asegura la vigencia del principio de contradicción, poniendo en 
conocimiento del demandado las pretensiones formuladas por el actor y para que conteste la 
demanda en el plazo otorgado por el la ley. 
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El Código de Procedimiento Civil vigente, promulgado en el Registro Oficial Suplemento 58 el 
12 de Julio del 2005, conceptualiza a la citación de la siguiente forma: 
“Art. 73.- Citación es el acto por el cual se hace saber al demandado el contenido de la 
demanda o del acto preparatorio y las providencias recaídas en esos escritos.” 
Cabe precisar que en lo que fuere necesario,  las normas  previstas en el  Código de 
Procedimiento Civil constituyen ley supletoria a la Ley de la Jurisdicción Contencioso  
Administrativa, así lo específica en su artículo 77 de la misma. 
Así mismo la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el artículo 33, dispone a 
quien se debe citar con la demanda, dependiendo del caso. 
La citación es una solemnidad sustancial del proceso que si llegare a faltar producirá la nulidad 
del juicio. 
En el proceso de lesividad se deberá citar a la persona a la que se otorgaron o se le hubieren 
creado derechos subjetivos a su favor, por medio de un acto o resolución administrativa. 
Como los casos recientemente suscitados, tenemos la interposición de la Acción de Lesividad 
por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, ante el aquel entonces Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo de Quito, que después de la tramitación de las demandas de 
lesividad, se declaró la nulidad de 196 resoluciones, a través de las cuales se otorgó la 
nacionalidad ecuatoriana a ciudadanos extranjeros debido a las irregularidades detectadas 
durante la verificación y validación de la documentación aportada por los ciudadanos 
extranjeros durante el proceso de naturalización. 
Me refiero a este caso en particular, debido a que al interponer la demanda de lesividad para 
garantizar el debido proceso, todos los ciudadanos debieron ser notificados con la misma, para 
que puedan acceder a la justicia por medio de su legitimación pasiva. 
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La citación se lo hará en persona, por medio de tres boletas, cuando no se pudiere realizar de 
forma personal se lo realizará por la prensa, esto es, cuando sea imposible determinar el 
domicilio. 
El Art. 25 de la  Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, habilita para que 
intervengan en el proceso las personas que, sin ser titulares de un derecho que los beneficie 
directamente, tienen interés directo en el acto para que se mantenga, entonces estos podrán 
intervenir como parte coadyuvante, sin embargo no hay mayores regulaciones en cuanto a esto 
en la ley, por ende a falta de disposición expresa se debe seguir lo establecido en los Art. 492 y 
493 del Código de Procedimiento Civil, se debe tener presente en cualquier estado del proceso y 
no lo limita como en la esfera Civil. 
4.5.4. Contestación a la demanda 
Después de haber realizado la correspondiente citación con la demanda a él o los demandados, 
ellos deberán proceder a contestarla en el término legal de quince y veinte días, según el caso e 
interponer sus excepciones. 
En este punto encontramos una divergencia entre dos normas, la Ley de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa y la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, ya que en 
el primer cuerpo normativo en el artículo 34 se especifica el término de 15 días para contestar la 
demanda administrativa; mientras que el artículo 9 de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General del Estado, establece el término de veinte días para contestar la demanda para los 
Organismos y Entidades del Sector Público, por lo tanto, dado el caso, es importante determinar 
que la última prevalece por sobre la anterior por su carácter orgánico. 
Por lo tanto, tomando en cuenta que el Procurador General del Estado, es el representante 
judicial del Estado y le corresponde el patrocinio y asesoramiento legal de los organismos y 
entidades del sector público que carezcan de personería jurídica, en defensa del patrimonio 
nacional y del interés público, se deberá hacerle conocer de las causas en las cuales participe 




Se traba la litis cuando las partes procesales, es decir el accionante y el accionado del proceso, 
haciendo uso de sus derechos proponen la respectiva pretensión así como las excepciones al 
emitir o contestar la demanda respectivamente, para de esta forma trabar la litis, así lo expresa la 
siguiente JURISPRUDENCIA; PRIMERA SALA: Resolución 334 (Registro Oficial 257, de 18-
VIII-99) Sentencia, 2009: 
 “En un proceso, se traba la litis entre la pretensión y pretensiones del actor, en el 
ejercicio del derecho de acción y la excepción o excepciones del demandado en la 
contestación a la demanda, en el ejercicio de su derecho de contradicción.”. 
Cuando la Administración Pública es parte procesal de un juicio, sin lugar a dudas es ella quien 
puede exponer con detalle los hechos debido a que la Administración es la que tiene acceso 
directo a la información y más aún cuando la Administración Pública pretende interponer una 
Acción de Lesividad ya que posee todos los respaldos de los acontecimientos que precedieron a 
la formación de su propia actuación administrativa y por ende de ahí proviene la certeza de la 
autoridad para declarar el acto como lesivo y solicitar la intervención de un tribunal para que lo 
declare como tal, por ello el particular debe contestar a la demanda con absoluto conocimiento 
de causa sobre las postulaciones hechas en la misma ya que de acuerdo a ella se deben proponer 
las respectivas excepciones para ejercitar el derecho de contradicción. 
En este punto es importante resaltar la opinión de Devis Echandía sobre la excepción, ya que la 
conceptualiza de la siguiente manera: 
“la excepción es una especial manera de ejercitar el derecho de contradicción o defensa 
general que le corresponde a todo demandado, y  que consiste en oponerse a la demanda 
para atacar  las razones de la  pretensión del demandante, mediante razones propias de 
hecho que persiguen destruirla o modificarla o aplazar sus efectos” (Echandía, 2003, pág. 
46) 
Nuestra Constitución vigente, aprobada por la Asamblea Nacional el 20 de Octubre del 2008, y 
publicada en el Registro Oficial 449, promulga el sistema de contradicción en su artículo 168; 




“Art. 35.- En la contestación, el demandado expondrá los fundamentos de hecho y de 
derecho de sus excepciones, se referirá a todas las impugnaciones del actor, enunciará las 
pruebas que va a rendir y señalará domicilio dentro del perímetro legal en la ciudad de 
Quito.” 
El demandado deberá señalar su  domicilio que corresponda a cada jurisdicción, esto de según  
el artículo 75 del Código  de  Procedimiento Civil, además,  todas las impugnaciones en contra 
de los fundamentos de hecho y de derecho,  las excepciones debidamente fundamentadas las 
mismas que de conformidad con lo que establece el artículo 99 del Código de Procedimiento 
Civil, pueden ser dilatorias o perentorias. Son dilatorias cuando éstas suspenden o retardan el 
desenvolvimiento del juicio y perentorias cuando éstas se encaminan a extinguir la acción 
propuesta en la demanda, y conjuntamente enunciar las pruebas que va a aportar en el juicio. 
Los medios de prueba serán los mismos que en materia civil, con excepción de la Confesión 
Judicial, sin embargo de esto se podrá realizar interrogatorios vía informes  a las autoridades 
nominadoras, tal y como lo establece en el artículo 39 de la LJCA. 
Es importante determinar que la contestación a la demandad deberá considerar, la norma 
prevista en el Art. 102 del Código de Procedimiento Civil que dispone lo que debe constar en la 
contestación a la demanda. 
Según el artículo 35 el demandado presentará los documentos en que funda su derecho, y si no 
se encontraren en su poder puede solicitar a la persona y lugar en donde los tuviere  
Si el demandado no contestare la demanda dentro del término concedido para el efecto, a 
solicitud del actor, será declarado en rebeldía; se le hará conocer esta providencia y no se 
contará más con él, pero si el rebelde compareciere, podrá intervenir en el juicio en el estado en 
el que se encuentre. 
4.5.5. Pruebas 
Es sumamente importante determinar a quién le corresponde la carga de la prueba cuando se 
tramita la Acción de Lesividad; tomando en cuenta el  carácter y naturaleza de esta acción, es la 
112 
 
Administración Pública quien deberá probar que su propio acto  administrativo que impugna es 
lesivo al interés público, la obligación de la Administración de demostrar esto, tiene explicación 
debido a que ella pretende cesar un derecho a un particular que en teoría fue otorgado por un 
acto administrativo legítimamente constituido. 
Los medios de prueba en materia administrativa serán todos los contemplados en el Código de 
Procedimiento Civil según lo que prescribe el Art. 39, de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, excepto la confesión judicial, ya que esta no podrá pedirse al representante de la 
Administración; sin embargo la ley es clara al determinar que en lugar de la confesión judicial, 
la parte contraria podrá proponer por escrito las preguntas que considere pertinentes, las cuales 
en lo posterior serán sometidas en vía de informe, por los funcionarios de la Administración, a 
quienes conciernan los hechos en discusión. 
En este punto es importante manifestar las razones por las que se practican las pruebas, las 
pruebas son las que nos permitirán demostrar que el acto que estoy atacando va contra la 
juridicidad y también nos sirven para demostrar que el acto no cumple con los fines comunes 
para los que ha sido propuesto. 
Para demostrar todo esto el principal tipo de prueba que se deberá utilizar son las pruebas 
documentales ya que desde el momento en que la autoridad empieza a atacar sus propias 
decisiones o las decisiones de la administración, debe adjuntar al libelo los anexos pertinentes 
como los documentos, las resoluciones, oficios, informes, memorándums etc. 
Sin embargo, cabe destacar que lo más importante será reproducir como prueba la resolución o 
el acto administrativo que se impugna y sea motivo de la controversia, siendo esta la prueba 
documental que bajo ninguna circunstancia debe ser excluida durante el proceso judicial, 
después de la contestación a la demanda se notificará al actor con la apertura de la causa a 
prueba por el término de diez días, en el cual se practicarán las diligencias probatorias que se 
solicitaren. 
Según  Devis Echandía, se entiende por medios de prueba lo siguiente: 
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“la actividad del juez o de las partes para llegar al conocimiento de los hechos del 
proceso, y por lo tanto la prueba se convierte en la fuente de donde se extraen los motivos 
o argumentos para logar su convicción sobre los hechos del proceso” (Echandía, Nociones 
Generales de Derecho Procesal, 1966, pág. 166) 
Finalmente cabe decir que la prueba es el mecanismo que brinda al juez la certeza de la 
regularidad o irregularidad de la actuación de la autoridad pública, para evaluar si su actividad 
administrativa se encuentra bajo los parámetros de la ley y la Constitución, principalmente los 
establecidos en los artículos 226 y 227. 
4.5.6. Desarrollo del Proceso 
De acuerdo a lo anteriormente expuesto podemos colegir la importancia que posee la Acción de 
Lesividad en el derecho Ecuatoriano, recordando que es el medio por el cual la Administración 
puede revocar actos que constituyen daño al interés público y al mismo tiempo proteger al 
particular de las decisiones administrativas, por lo tanto es imprescindible regular esta acción en 
la Ley, como bien lo catalogó el Tratadista Roberto Dromi, como un procedimiento especial 
debido a su naturaleza tan diferente a los otros recursos contenciosos administrativos, siendo 
todavía más grave que la Ley, ni si quiera hable de lesividad sino que simplemente se deba 
deducir su existencia por los artículos 23 y 24 de la misma ley.  
Es pertinente denotar que hasta la actualidad la Acción de Lesividad no ha sido tratada diferente 
de los otros recursos, y hasta podría decirse que su proceso no difiere del proceso que 
comúnmente se ejecuta para los diferentes recursos contenciosos administrativos, tramitados en 
las actualmente llamadas Unidades Judiciales Contenciosas Administrativas, por lo tanto al 
referirnos a los plazos, términos, diligencias, etapas y cuestiones en general del proceso 
contencioso administrativo, sabemos que serán también las mismas para la Acción de Lesividad. 
Sin embargo, como manifesté en líneas anteriores considero de suma importancia incorporar al 
derecho positivo normas que regulen aspectos trascendentales dentro del procedimiento y 
proceso de la Lesividad, como la declaratoria del Recurso de Lesividad, la existencia de 
suspensión o no de los efectos del acto administrativo considerado como lesivo, y su publicidad, 
formulando una propuesta que reforme la ley antes mencionada que tendrá como aporte la 
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inclusión de un proceso concreto que precautele el control de legalidad de los actos 
administrativos y los derechos de los terceros. 
Con respecto a la declaratoria de lesividad, considero que se le debe otorgar a la Administración 
un término para declarar un acto como lesivo y no dejarlo a su libre albedrio, debido a que a 
pesar de que se trate de un acto dañoso para el interés general, se está poniendo en juego el 
bienestar de un particular que suponiendo, estuvo en goce de un derecho subjetivo otorgado por 
la Administración por varios años, por lo tanto se siente seguro de su derecho otorgado y si la 
Administración declarase discrecionalmente el acto como lesivo después de varios años, estaría 
en mi opinión pisando el terreno de la arbitrariedad. 
Por lo tanto creo conveniente remitirme al derecho comparado, específicamente a la Ley 
30/1992, del 26 de noviembre de 1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común de España, artículo 103, en la cual se especifica que 
la Administración posee cuatro años tras el acto que ella misma dictó para declararlo como 
lesivo, y a su vez, la misma norma determina que una vez comenzado el procedimiento para 
declarar ese acto lesivo, la administración dispone de 6 meses para emitir la declaratoria 
contados desde el momento en que la Administración se percató que el acto es lesivo, si en esos 
seis meses no lo declara como tal, el procedimiento es considerado.  
Si bien es cierto el artículo 168 del ERJAFE, que se refiere a la declaración de los actos 
anulables en el punto número dos y tres que expresan que la lesividad no podrá adoptarse 
después de transcurridos tres años desde que se dictó el acto administrativo y dentro de este 
procedimiento se debe llevar a cabo una audiencia de todos los administrados que aparecieren 
como interesados; así mismo expresa que si han transcurrido tres meses desde la iniciación del 
procedimiento sin que se haya declarado la lesividad por parte de la autoridad competente se 
producirá la caducidad del mismo. Finalmente determina que después de ser declarada la 
lesividad del acto el órgano posee un plazo de tres meses para interponer la acción de lesividad 
ante el Tribunal Contencioso Administrativo. 
A pesar de que estas disposiciones se encuentren estipuladas en el ERJAFE, considero 
pertinente introducir una norma en la Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa que 
contenga la disposición anteriormente mencionada, o en su defecto que la norma direccione la 
necesidad de acudir al ERJAFE para ejercer los postulados referentes a la declaratoria de 
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lesividad que ahí se encuentran. Lo considero necesario debido a la naturaleza jurídica del 
ERJAFE ya que si le damos el carácter que le corresponde es decir el de Estatuto, entonces 
entendemos que un estatuto está regulando una institución que por doctrina tiene reserva de ley, 
y en este caso debe encontrarse estipulado en la LJCA. 
Otro punto importante, motivo de reforma, concierne a los efectos del acto administrativo 
considerado como lesivo, ya que estos pueden ser o no suspensivos, debido a que como norma 
general sabemos que los actos gozan de legitimidad y de ejecutoriedad, lo que quiere decir que, 
debido a que se presume que todos los actos son emitidos conforme a derecho, están obligados a 
cumplirse, tal y como lo establece el artículo 76 de Ley de Jurisdicción Contencioso 
Administrativa que expresa que en ningún caso se suspenderá la ejecución o cumplimiento de 
ningún acto administrativo excepto cuando se trata de la suspensión del procedimiento de 
ejecución señalado en el artículo 75, así como de la suspensión de la ejecución de las 
resoluciones de la Controlaría General del Estado, por la interposición de los recursos 
administrativos establecidos en la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control. 
Por lo anteriormente expuesto en mi opinión en el caso de lesividad y de acuerdo a lo 
legalmente establecido en la norma, la Acción de Lesividad no tendría efectos suspensivos; sin 
embargo, Tratadistas como Pablo Tinajero considera que la situación de los efectos del acto, 
quedará a potestad de la propia administración, y manifiesta que existe la posibilidad de que 
existan dos casos:  
“Que el acto declarado lesivo ya hubiere sido ejecutado y, por la acción de lesividad, 
además de retirarlo del mundo jurídico, habría que retirar sus efectos, esto es, los actos de 
ejecución; y, 
Que el acto no hubiere sido ejecutado y la acción de lesividad persiga retirar el acto del 
mundo jurídico.” (Tinajero, 1986, pág. 70) 
El mismo autor explica que en el primer supuesto debe retirarse los efectos del acto lesivo, y 
que de ser el caso los actos de ejecución deban deshacerse, y ejemplifica la situación con los 
actos de ejecución material como una demolición de una construcción mientras que en el 
segundo supuesto, la Administración tendría la obligación de ejecutar el acto, como manda el 
artículo 76 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, pero se vería imposibilitada 
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de hacerlo, por lo lesiva que sería esa ejecución. Entonces, en este evento, debe determinarse 
cuál debe ser la actitud de la administración 
Por lo tanto tomando en cuenta lo que manifiesta el Tratadista Pablo Tinajero al existir dos 
supuestos totalmente razonables, considero que es importante reformar la LJCA con respecto a 
los efectos del acto administrativo y no dejarlo a discreción de la Administración, esta reforma 
debe proceder siempre y cuando se tenga coherencia con las disposiciones actualmente 
establecidas en la mencionada ley. Para el caso que nos ocupa,  tomando en cuenta que 
actualmente todos los actos administrativos deben ser ejecutados, de acuerdo a las disposiciones 
anteriormente nombradas, sería pertinente incluir una norma en la mencionada ley que 
manifieste que la interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una 
disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado; y que éste 
solo podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado 
cuando la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación. 
Finalmente, considero pertinente regular otro aspecto procesal de esta acción, relativo a la 
publicidad, ya que nuestra ley no manifiesta nada al respecto, dejando de cierta forma 
desprotegido al administrado que tuviere algún interés en ser parte del proceso judicial, en ese 
caso, tomando en cuenta lo que manifiesta la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
de España, que ordena que se haga pública la interposición de la acción de lesividad para 
efectos de que los coadyuvantes puedan intervenir en el proceso. Esa publicación se hará en el 
Boletín Oficial del Estado. 
Estipulado lo anterior, considero que en este caso también se debe tomar al Código de 
Procedimiento Civil como norma supletoria a la LJCA, y acatar lo establecido en el artículo 86 
que habilitaría a la actualmente denominada Unidad Judicial Contencioso Administrativa, a 
ordenar la citación por la prensa a esos eventuales terceros esa orden debe ser impartida de 
oficio, a falta de pedido de la parte actora. 
4.5.7. Terminación del Proceso 
Después de haberme referido a las cuestiones más relevantes, que permiten comprender el tema 
en estudio, explicare brevemente lo relativo a la terminación del proceso de lesividad. 
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La terminación del juicio de lesividad al igual que en los otros procesos contenciosos 
administrativos se puede clasificar en dos formas; la terminación normal es decir mediante 
expedición de la sentencia correspondiente, y en forma anormal, es decir en este caso el órgano 
judicial no dicta sentencia, pero se manifiesta por medio de actos procesales que permiten la 
terminación del proceso. 
En el primer supuesto, refiriéndonos en este caso al aspecto de conclusión normal del proceso, 
el Tratadista Jesús González Pérez, se refiere a la sentencia de la siguiente forma: 
“La sentencia es el acto de terminación normal del proceso.  Es una resolución del órgano 
jurisdiccional que se diferencia de las demás en su finalidad. En ella se deciden las 
cuestiones planteadas en el proceso, se emite juicio sobre la conformidad o disconformidad 
de la pretensión con el ordenamiento jurídico y, en consecuencia se actúa o se niega a 
actuar la pretensión” (González Pérez, 1985, pág. 22).  
Al referirnos a las formas anormales de terminación del proceso entendemos entonces al 
desistimiento, el allanamiento, y el abandono, formas que se encuentran determinadas en la 
LJCA; sin embargo, debido a la naturaleza de la Acción de Lesividad, no es posible que la 
misma termine por desistimiento debido al carácter y objetivo que se busca en el proceso de 
lesividad. El desistimiento es una forma de terminación del proceso judicial, que implica la 
decisión y voluntad en este caso de la Administración de no continuar con su acción,  Pablo 
Tinajero lo explica el desistimiento en la Acción de Lesividad de la siguiente forma: 
“Este desistimiento no puede darse lícitamente en la acción de lesividad, puesto que, si su 
objeto es alcanzar el retiro del mundo jurídico de un acto que lesiona el interés público, 
desistir de la acción significaría no cuidar ese interés, que es el primordial de la 
administración pública. Desistir seria, pues dejar de cumplir un deber reconocido por la 
propia autoridad administrativa como especialmente necesario.” 
Yo adopto la posición del tratadista referido, ya que la Administración al interponer la acción de 
lesividad previamente y bajo análisis precedente y supuestamente comprobado, considera al 
acto administrativo emitido como lesivo al interés público por lo tanto se consideraría infundada 
y hasta dudosa la retractación de la Administración. 
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Con respecto al allanamiento, sabemos que es una forma de terminación del proceso en la cual 
el demandado acepta los fundamentos de la demanda, considero que, aunque raro, si existe la 
posibilidad de que esto se produzca en el proceso de lesividad si este fuese el caso, pienso que el 
Administrado estaría perdiendo voluntariamente el derecho subjetivo que le adjudico la 
Administración y debería procederse como estipulan los artículos 53 y 54 de la LJCA. 
El abandono es una institución jurídica que extingue la relación procesal en cualquier estado en 
el que se encuentre, ya sea por inactividad de las partes y del Juez que no realizan actos de 
prosecución de la instancia, cuyo efecto poner fin al proceso sin afectar la pretensión. 
El artículo 57 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se refiere al abandono en 
los siguientes términos: 
“Art. 57.- Si el procedimiento en la vía de lo contencioso - administrativo se suspendiere de 
hecho durante un año por culpa del demandante, se declarará, a petición de parte, el 
abandono de la instancia, y éste surtirá los efectos previstos en el Código de 
Procedimiento Civil.” 
La Ley manifiesta que se contará el término del abandono de la instancia desde la fecha de la 
última diligencia practicada en el juicio, o desde la última petición o reclamación constante de 
autos. La Jurisprudencia de Casación de la Gaceta Judicial (Serie 16; Gaceta Judicial No. 2; del 
02 de Marzo de 1994) se refiere al abandono de la siguiente forma: 
"la persona que ha interpuesto un recurso o promovido una instancia, se separa de 
sostener o expresamente por el desistimiento, o tácitamente por el abandono". De lo que se 
colige que se hallan cumplidos los presupuestos del abandono como son: 1).- que no se 
prosiga la litis por una actitud expresa o por pasividad; 2).- que la petición para que se lo 
declare se la haga antes de autos para sentencia…” 
Sin embargo, considero que es poco probable que el Proceso Contencioso Administrativo de 
Lesividad termine por abandono debido a que la Administración motivó un acto posterior que 
declaró lesivo al anterior por ser irregular y trasgredir las políticas públicas y al derecho, por lo 
tanto está en juego el bienestar general, y los derechos de un tercero, siendo este el caso, la 
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Administración se encuentra constreñida a continuar con el objeto del Recurso de Lesividad y 
solicitar al tercero imparcial que resuelva sobre el acto impugnado. 
Retomando la terminación normal del proceso de lesividad, es decir, por decisión del Juez 
emitiendo sentencia, existen varios supuestos procesales al respecto: 
a) Si la sentencia rechaza la demanda entonces se estará confirmando la legitimidad del 
acto. 
b) Si en la sentencia se acepta la demanda, entonces la sentencia extingue los derechos 
nacidos del acto calificado como lesivo. 
Si se produce el supuesto b) entonces, la demanda será constitutiva, ya que la sentencia 
producirá un cambio jurídico, es decir, la creación, modificación o extinción de una relación 
jurídica y por ende producirá un estado jurídico que antes no existía y por lo tanto si la sentencia 
es constitutiva de derechos no tiene carácter retroactivo, y por ende solo tendrá efectos para el 
futuro, a diferencia de la sentencia declarativa de derechos que simplemente constata la 
existencia o inexistencia de una relación jurídica, es decir un derecho que en un momento 
determinado se presentaba incierto, adquiere certidumbre mediante la sentencia. 
Hay que tomar en cuenta que esta sentencia posiblemente producirá un perjuicio en contra de un 
tercero y por lo tanto de ser el caso y de acuerdo a las pruebas reproducidas en el juicio, es 
obligación del órgano judicial ordenar el pago de las indemnizaciones. 
4.5.8. Incidencia Procesal de la Falta de regulación jurídica del recurso. 
 No existe en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA) norma 
alguna que delimite de forma concreta y especifica la existencia y la posibilidad de 
plantear la Acción de Lesividad, excluyéndola totalmente del artículo 3 de la norma 
antes mencionada, que clasifica a los Recursos Administrativos únicamente de dos 
clases, lo cual causa confusión no solamente en los Administradores de Justicia sino 
también en las autoridades públicas. 
120 
 
 No existe en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa norma alguna que 
regule o determine el procedimiento a seguir durante la interposición de la Acción de 
Lesividad, lo cual transgrede el principio de seguridad jurídica amparado por la 
Constitución. 
 No existe norma que estipule cuál será el estado del acto administrativo impugnado 
durante la interposición de la Acción de Lesividad, es decir existen vacíos legales en lo 
que respecta a los efectos del acto administrativo, que bien pudo haberse ejecutado o no 
por el tercero beneficiado. 
 No existe disposición en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa que 
obligue a la administración a declarar la lesividad del acto administrativo como 
requisito previo a la interposición de la Acción de Lesividad, este tipo de disposición 
existe únicamente en el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva que crea una confusión sobre la naturaleza jurídica de este Estatuto, ya que 
está regulando asuntos propios de una ley, no de un reglamento, por ende esto 
menoscaba lo que en doctrina se conoce como la reserva de ley. 
 Otro punto importante radica en la ausencia de una disposición en la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa que permita conocer de la tramitación de una 
Acción de Lesividad a todos los particulares y posibles interesados, para garantizar el 
derecho a la defensa de todos los ciudadanos. 
 La falta de regulación jurídica de la Acción de Lesividad limita el control de legalidad 
de las actuaciones de la Administración Pública predisponiendo al desconocimiento, al 
error y en algunos casos, a la arbitrariedad de la autoridad; transgrediendo el principio 







- Sabiendo que todos los actos administrativos están sometidos a un control de legalidad 
que determine si fueron emitidos conforme a derecho en beneficio del bien común, 
llamado actualmente el “Sumak Kawsay” para la consecución de los fines del Estado, 
en el cual el Recurso de Lesividad es un instrumento de impugnación indispensable 
para anular actos administrativos que atentaron al interés público. 
- Tomando en cuenta que, la Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa no 
determina de forma específica la existencia del Recurso de Lesividad ni precisa normas 
que regulen el proceso a seguir durante la interposición del recurso, ni mucho menos se 
estipula cual será el estado del acto administrativo considerado como lesivo durante la 
tramitación del mismo, evidenciando de esta forma la existencia de vacíos legales. 
- Bajo la reflexión del hecho de que no existe en la Ley de Jurisdicción Contencioso 
Administrativa disposición alguna concerniente a la obligación de la Administración de 
emitir un acto que declare como lesivo al anterior que está lesionado el interés público 
consintiendo a la Administración a errar y revocar actos para los cuales no tiene 
potestad para hacerlo, rozando  los bordes de la arbitrariedad y;  
- De acuerdo a la premisa que el Recurso de Lesividad es actualmente un instrumento de 
impugnación en desuso por la ausencia de norma en la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa que no permite a la Administración Pública en general 
apreciar un proceso de lesividad claro, preciso y determinado. 






PROYECTO DE REFORMA A LA LEY DE LA JURISDICCIÓN 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DEL ECUADOR 
Considerando, 
Que, la Constitución de la República en su artículo 82 señala: “El derecho a la seguridad jurídica 
se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes”. 
Que, la Constitución de la República en su Art. 173 prevé la posibilidad de que la 
Administración Pública no es infalible y dispone.- Los actos administrativos de cualquier 
autoridad del Estado podrán ser impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los 
correspondientes órganos de la Función Judicial. 
Que, constituye responsabilidad del legislativo emitir normas claras que determinen de forma 
concreta y precisa los recursos contenciosos administrativos procedentes ante el Contencioso 
Administrativo, para garantizar a todos los ciudadanos el acceso a la justicia. 
Que, la falta de una adecuada regulación de la Acción de Lesividad dentro de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa restringe y limita el control de legalidad de los Actos 
Administrativos. 
Que, existen casos en que la Administración Pública emite actos que otorgan derechos 
subjetivos pero que son lesivos al interés público y por lo tanto no pueden ser revocados por la 
Administración y debe recurrir a las Unidades Judiciales Contenciosas Administrativas para 
alcanzar su nulidad. 
Que, es función del Estado proteger y garantizar los derechos de los administrados en general, y 
cuando se trate de particulares con derechos adquiridos cuando proceda el recurso de lesividad. 
Que, las diferentes instituciones jurídicas deben encontrarse reguladas por medio de la 
tipificación previa en el marco jurídico ecuatoriano. 
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Que, el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva regula 
instituciones jurídicas que son materia de ser reguladas por una Ley. 
Que, la Constitución de la República en su artículo 120 numeral 6 otorga a la Asamblea 
Nacional la facultad de expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, interpretarlas con 
carácter generalmente obligatorio. 
Expide, 
La siguiente: 
LEY REFORMATORIA A LA LEY DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA 
Art. 1. Sustitúyase la frase del artículo 2: “El recurso contencioso - administrativo es de dos clases: 
de plena jurisdicción o subjetivo y de anulación u objetivo.”, por el siguiente texto:  
“El recurso contencioso - administrativo es de tres clases: de plena jurisdicción o 
subjetivo, de anulación u objetivo, y de lesividad.” 
Así mismo añádase como último inciso del artículo 2, el siguiente texto: 
“El recurso de lesividad resguarda el interés público que fue presuntamente lesionado por 
un acto administrativo que a su vez proporcionó derechos subjetivos a un tercero, procede 
bajo el requisito previo de la declaratoria de lesividad por parte del órgano emisor del 
acto supuestamente lesivo.” 
Art. 2. Añádase a continuación del literal  d) del artículo 23, agréguense los siguientes incisos: 
“Cuando el órgano autor de un acto administrativo pretenda demandar su anulación ante 
la Jurisdicción Contencioso- Administrativa deberá,  previamente declararlo lesivo para el 
interés público, esta declaración no podrá adoptarse una vez transcurridos tres años 
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contados desde la fecha en que hubiere sido dictado el acto cuestionado como lesivo y 
exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo. 
La declaratoria de lesividad es un acto administrativo inimpugnable debido a que el objeto 
de la misma se discutirá ante el órgano judicial, y debido a que constituye requisito previo 
para la interposición del recurso de lesividad ante el órgano judicial. 
A esta demanda se acompañarán en todo caso la declaración de lesividad, el expediente 
administrativo y todo lo que fuere pertinente enunciado en el artículo 31 del presente 
cuerpo legal.” 
Art. 3. A continuación del literal b) del artículo 24, agréguese el siguiente inciso: 
“En el caso del proceso de lesividad, la demanda se podrá proponer en contra de las 
personas naturales o jurídicas a cuyo favor deriven derechos subjetivos por medio de un 
acto administrativo declarado como lesivo”. 
Art. 4. Añádase como último inciso del artículo 33 el texto siguiente: 
“En el caso del proceso de lesividad a fin de que terceros interesados, puedan hacer valer 
sus derechos, ante el contencioso administrativo, la declaratoria de lesividad se publicará 
en el Registro Oficial correspondiente; y posteriormente se procederá con la citación de la 
demanda en los mismos términos señalados en la ley” 
Art. 5. Añádase como último inciso en el artículo 65 el texto siguiente: 
“En los casos en que proceda el recurso de lesividad, el término para interponerlo será de 
90 días que se contaran desde el día siguiente de la fecha en que la Administración declaró 
como lesivo el acto administrativo.” 
Art. 6. Después del artículo 76, añádase el siguiente artículo innumerado: 
“Art… La interposición de un recurso ante el Contencioso Administrativo, no suspenderá 
la ejecución del acto impugnado; sin embargo, en el caso del recurso de lesividad, si el 
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órgano administrativo, previa ponderación, suficientemente razonada sobre la lesión que 
causaría al interés público la ejecución del acto como consecuencia de su eficacia 
inmediata, podrá suspender, de oficio o a petición, la ejecución del acto declarado como 
lesivo si este pudiere causar perjuicios de imposible o difícil reparación al interés 
público.” 
Art 7.  La presente Ley Reformatoria a la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso 















INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
- ENTREVISTA   
La entrevista ha sido realizada al Dr. Marco Morales Tobar, una eminencia en el campo del 
Derecho en general, y especialista en el Derecho Administrativo, Ex Presidente, Vicepresidente 
y Magistrado del Ex Tribunal Constitucional; Ex  Conjuez del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo; Ex Director del IESS. Ha sido catedrático universitario en varias Universidades 
del país entre las más destacadas se encuentran la Universidad San Francisco de Quito, la 
Universidad Andina Simón Bolívar y la Universidad Central del Ecuador donde para suerte de 
esta estudiante también fue mi maestro. 
A continuación la transcripción de la entrevista. 
- Entrevistadora: Andrea Villalba F. 
P. Como es de su conocimiento el tema de mi tesis es el “Control de legalidad de los actos 
Administrativos por medio de la regulación jurídica del recurso de Lesividad en el Campo Contencioso 
Administrativo”, entonces, para el caso Dr. Morales, ¿podría darnos un concepto de Recurso de 
Lesividad?. 
Entrevistado: Dr. Marco Morales Tobar 
R. El recurso de Lesividad es un acto administrativo irregular, imperfecto, por la indebida 
actuación de la administración en cuales quiera de sus elementos, y esencialmente en el 
elemento que tiene que ver con el principio de juridicidad. Eso hay que tener muy claro. 
¿Qué es el principio de juridicidad?, Es aquel que hace que las actuaciones administrativas estén 
totalmente pegadas a la Constitución, a la ley, a la normativa jurídica general, a la 
jurisprudencia y a las políticas públicas. 
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Si es que la actuación del administrador contraría cualquiera de estas, o tiene falta de 
competencia, entonces el acto es imperfecto. Ahora bien cuando un acto administrativo ha 
creado derechos a favor de un tercero, y este acto administrativo es un acto irregular, es la 
misma Administración la que esta constreñida, impelida a hacer una declaratoria de lesividad, 
en otras palabras, decir “me equivoque, he errado”, “he cometido estos errores o de hecho o de 
derecho y de gran tamaño, y yo mismo  lo rectifico”, pero como he creado derechos a favor de 
terceros, y una vez declarada la lesividad he de ir prontamente a los Tribunales jurisdiccionales 
a efecto de atacar el acto que yo mismo dicte. 
P. Como también tenemos los dos conceptos importantes que son justamente, un acto que está 
causando lesividad al interés público y a su vez sabemos que este acto otorgó derechos 
subjetivos, entonces podría por favor aclarar estos dos conceptos es decir lo que se refiere a los 
derechos subjetivos y el interés público. 
R. Los actos administrativos casi de modo general son actos administrativos de favor, es decir 
actos administrativos que me dan intereses legítimos, que me crean beneficios: acto 
administrativo de permiso de ocupación del suelo; acto administrativo de licencia para hacer tal 
cosa; acto administrativo de autorización; es decir me está acrecentando mis derechos.  
¿De qué carácter?, De carácter subjetivo, porque le pertenecen a la persona, al ciudadano, al 
sujeto, es decir casi todos los actos administrativos hacen eso, ahora claro, hay actos 
administrativos desfavorables del clásico acto administrativo de expropiación de un bien que no 
me crea un derecho si no que más bien le va a quitar el derecho a la propiedad.  
Ahora bien, el acto administrativo lesivo, es un acto administrativo que además por ser irregular 
y porque su irregularidad es realmente extrema es nulo, es decir va a estar fuera del mundo 
jurídico, pero alguien tiene que declarar esa nulidad, no la puede declarar directamente el 
administrador público, porque ya ha creado derechos, y es solamente el juez el que puede decir 
cómo va a quedar la situación jurídica de las personas en favor de quienes se creó el derecho. 
P. Dr. En este punto entonces deberíamos hablar específicamente de: ¿cuáles son los posibles 
casos en los que podemos interponer el Recurso de Lesividad? 
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R. Aquí yo veo el tema de cuáles son los actos revocables, los actos revocables son los actos 
que no han creado, los actos jurídicos imperfectos o irregulares que no han creado derechos, ahí 
puedo revocar yo el acto, cuando no he creado un derecho, porque revocar significa dejar sin 
efecto un acto, volver a abocar y dictar un nuevo acto, y el nuevo acto nace como un acto 
administrativo perfecto, ya una vez que por así decirlo, he limpiado las falencias o las 
irregularidades que en un momento determinado se pudieron haber cometido. 
P. Hay varios autores que se refieren a los efectos que producirá la interposición del Recurso de 
Lesividad, algunos hablan del retiro del acto administrativo del mundo jurídico, otros hablan de 
la nulidad, de la anulación y otros hablan de la revocación del acto administrativo, podría 
aclararnos cuales son los efectos de la interposición del recurso en el Ecuador. 
R. Eso es aquí en el Ecuador, ni nos vayamos a Chile, ni a Argentina ni a España, aquí en el 
Ecuador, entonces hay que ver que autores traen los temas. Nosotros seguimos en la mecánica 
de la impugnabilidad de los actos administrativos, dos líneas matrices, que es la línea española, 
esencialmente a través de la famosa ley Santa María de Paredes que hasta ahora nos cobija 
desde el año 1967, y la otra es la línea del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva del año del 31 de diciembre de 1993 - 1 de enero de 1994, las dos líneas son 
líneas de la Escuela Administrativista Española, eso es lo que nosotros seguimos aquí en el 
Ecuador. 
Tenemos gran influencia de la doctrina argentina fundamentalmente, y en una época, en la 
época de las privatizaciones ataco mucho aquí Dromi, ataco mucho esa línea, pero nosotros 
tenemos que guardar la línea del acto administrativo, pero, ¿qué efectos del acto irregular que 
produce?, produce la nulidad, produce la anulación, el acto administrativo es ilegal, es 
imperfecto, entonces cuál es su efecto, su nulidad. 
Una vez que un acto administrativo es declarado nulo, ese acto administrativo es expulsado o 
sale del mundo jurídico. 
No vayamos a las líneas extremas, sino a las líneas cotidianas del diario vivir; que es lo que de 
modo general nosotros declaramos, únicamente la ilegalidad del acto y por tanto la nulidad del 
acto y se acabó el tema, no hay para que entrar a más. 
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¿Cuándo declaro yo la revocatoria de un acto? Cuando voy a volver a dictar otro acto para 
cumplir los elementos fácticos que yo tenía, es decir, me equivoque de modo muy flagrante en 
hacer la redacción de un acto, y tengo la equivocación de un nombre, y tengo la equivocación de 
la fecha, y me he equivocado en tres hechos y sin embargo quiero dar el nombramiento a una 
persona, ese acto va a ser anulable, no; de una vez lo declaro nulo, porque ha tenido muchas 
imperfecciones de forma. 
Ahora bien, resulta que se trata de dar la autorización para que un estudiante rinda examen 
atrasado, voy pido la autorización y resulta que le di autorización para que rinda examen 
atrasado el 30 de febrero del año tal, 30 de febrero es fecha inexistente, inmediatamente dejo 
insubsistente el acto.  
Pero puedo revocar también actos administrativos ¿Cuándo revoco actos administrativos? 
Cuándo dictando el acto administrativo, “ojo”, quiero volver a dictar un nuevo acto 
administrativo para la misma situación jurídica. Es decir doy una autorización, di mal una 
autorización, revoco la autorización mal dada, y vuelvo a dar una autorización perfecta, se 
acabó el tema. 
P. Una de las preguntas más complicadas de responder durante el desarrollo de la tesis: ¿es 
posible o no interponer el Recurso de Lesividad en los contratos administrativos? 
R. En los contratos administrativos hay cuestiones, hay actos de naturaleza administrativa 
dentro del contrato administrativo, como el acta de entrega recepción, es una actuación 
administrativa, la terminación unilateral del contrato, es un acto administrativo. ¿Pero podrá 
haber lesividad respecto de la aplicación de la fórmula de reajuste de precios?, ¿Podrá haber 
lesividad respecto de las especificaciones técnicas o de los protocolos o de los parámetros 
técnicos de la prestación de servicios, de la ejecución de la obra o de la entrega del bien?, No. 
La lesividad es respecto de los actos, ahora bien, actos que tienen naturaleza contractual, pero al 
fin actos, lesividad respecto del contrato en sí, no. 
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Lesividad respecto de los actos con naturaleza contractual sí. Como la adjudicación, si, si es 
posible que pueda interponer yo un recurso de lesividad pero en el contrato no, el contrato ya es 
otra cosa, y para atacar lo del contrato hay además otros caminos. 
P. ¿Dr. Entonces con respecto al contrato, podemos apelar a la teoría de los actos separables 
para atacar a los actos anteriores del contrato? 
R. Si claro, necesariamente, porque el tema de los contratos hasta llegar a la adjudicación es una 
serie de actos, actos administrativos, actos jurídicos, es una serie de hechos, hechos 
administrativos, hechos jurídicos, totalmente independientes unos de otros, que nos dan como 
resultado de ese procedimiento un acto final que es el de la adjudicación. 
P. ¿Cuándo se ha firmado un contrato administrativo y la administración se da cuenta de que 
efectivamente al firmar ese contrato está siendo lesivo al interés público? 
R. Yo aprecio el término “lesivo”, “es que me equivoque”, “es que cometí un error”, tengo que 
impugnar el contrato pero no es que deba declarar la lesividad ni mucho menos,  directamente a 
impugnar el contrato.  
P. Hay varios autores que hablan de interponer el recurso de lesividad se puede interponer por 
cuestiones de oportunidad y legitimidad, mientras que otros piensas que solo es posible 
interponer el recurso de lesividad por causas de legitimidad. ¿Qué piensa usted al respecto? 
R. Al inicio de la charla yo dije, que fundamentalmente el acto lesivo afecta al principio de 
juridicidad, y señale que el principio de la juridicidad tiene que ver con el tema de la 
Constitución, Tratados Internacionales, la ley, los reglamentos, la normativa jurídica secundaria, 
y también señale de modo muy claro el tema de la jurisprudencia y las Políticas Públicas. El 
tema de las políticas públicas hace referencia al tema de oportunidad.  
¿Qué es la oportunidad? La oportunidad significa conveniencia, tiene que ver con temas de 
orden de temporalidad, de tiempos, con temas de orden económico, con todos los temas de 
orden fáctico que en un momento dado pueden tener o impelerle a la autoridad a dictar o no 
dictar un acto administrativo, es de los temas de mérito, de motivación; y la legitimidad tiene 
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que ver con el principio de juridicidad, entonces ahí es en donde encuentran una pequeña 
diferencia. 
P. ¿Considera Ud. que la ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se refiere de forma 
concreta y especifica al Recurso de Lesividad? 
R. No, ustedes saben que la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, hace un minuto 
señale una ley, la Ley Santa María de Paredes del año 56 en España, y que merece obviamente 
reformas, sin embargo hay una línea jurisprudencial en el Ecuador que es la que venimos 
siguiendo. 
Es necesario plantear reforma, sí,  de hecho este rato ya esta discusión el Código Orgánico de 
Procedimientos y en donde obviamente entrará también el tema de los procedimientos, de la vía 
del proceso administrativo. 
P. Si hace falta una regulación a la Ley de Jurisdicción Contencioso Administrativa cuales 
considera usted que han sido las incidencias procesales de la ausencia de regulación de este 
recurso. 
R. Los jueces contencioso administrativos que hemos tenido en el Ecuador para el manejo del 
recurso de Lesividad han manejado y han manejado bien, yo no tengo en eso equivoco. 
La autoridad pública es la que no ha venido manejando bien el tema de la lesividad, el 
administrador público, pero cuando eso ha pasado a vía jurisdiccional, repito, hay una 
jurisprudencia muy nutrida que señala cual es el camino que se sigue respecto de la lesividad, 
hay una casuística ecuatoriana en eso y es muy importante. 
P. ¿En todos sus años de experticia, usted ha tenido la oportunidad de ser parte de un proceso de 
lesividad? 
R. Sí, hemos hecho algunos casos de lesividad, ahora a la actualidad de los seguimientos que yo 
hago, se dictaron alrededor de varias decenas de sentencias, en el caso de las naturalizaciones; y 
sabes que fue Secaira el autor y ponente de modo general de esa línea de cómo se declara la 
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lesividad y esa es la línea que se ha venido siguiendo, es una línea creada de antaño, que es del 
tribunal contencioso del año 1976 de Pico, de Venitez y alguien más estaba ahí, eran tres los 
jueces que empezaron con el tema de lesividad. 
P. Con los datos que he podido recabar del Sistema Automático de la Función Judicial, desde el 
1 de enero del 2012 hasta la presente fecha. 
R. Es muy poco tiempo estudiado, en materia de lesividad lo menos que se debía estudiar en 
una casuística es de al menos de 10 años, si quieren encontrar lesividades abundantes como las 
del año pasado, no las van a encontrar, esos son lunares las lesividades, ¿por qué? Porque es 
muy escasa la autoridad que reconoce el error cometido, entonces para declarar la lesividad 
primero tengo que reconocer el error cometido, generalmente habiendo que hay lesividad, al que 
se le ha creado derechos y luego le han quitado el derecho, decirle vean ustedes debieron haber 
declarado lesividad. El Administrador Público no sabe del recurso de lesividad  
P. ¿Ud. considera que existe un proceso interno de la Administración en el cual la autoridad 
pública se pueda dar cuenta de que efectivamente actúo mal? 
R. Yo siempre señalo esto, es interesante esto que ahora estamos haciendo, antes muy poco se 
hacía al respecto de “tengo potestad, tengo derecho, puedo reclamar, tengo derechos ciudadanos”, eso 
no había, porque vivíamos en un Estado de abstencionismo, de nulidad del derecho, el 
funcionario público en definitiva, no daba cuenta y razón a nadie de lo que él hacía, entonces no 
había el debido proceso, no había a quien reclamar.  
Ahora es que se ha prendido el foco de hace aproximadamente 20 a 25 años y la gente sabe que 
se puede hacer reclamaciones. No vengan a creer que las reclamaciones nacen con la 
Constitución del 2008, yo manifiesto que la potestad impugnatoria de todos los actos 
administrativos ya consta en la Constitución del 1998. 
P. ¿Dr. Considera usted que con la creación de las nuevas Unidades Judiciales han cambiado la 
tramitación de los juicios, en este caso el proceso de lesividad? 
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R. No, de ninguna manera, no hay que confundirse, los temas de cultura jurídica, de conductas 
de respeto al ciudadano, y a la autoridad también, son temas que hay que ir trabajando de a 
poco. Yo siempre pongo de ejemplo algo, con el padre de Tinajero, con Francisco Tinajero 
Villamar intentamos en el año 97 rogar a varias universidades poner maestrías de derecho 
administrativo, y no logramos hacerlo, al fin logramos hacerla en la ciudad de Cuenca, en el año 
del 2014 tenemos maestrías en muchas universidades del Ecuador y muchos abogados 
interesados en el Derecho Administrativo, son temas de cultura, no es que con 17 jueces de la 
judicatura de Quito o en 15 de la judicatura de Guayaquil o 40 jueces a nivel nacional, se va a 
resolver el complejo tema del abuso de poder por parte de la autoridad, cuando la autoridad sepa 
que tiene todo un principio de derecho que respetar y que además tiene que siempre buscar el 
beneficio público, solo allí entonces tendremos una cultura jurídica que vaya avanzando. 
Yo, desde luego hago votos, yo he visto entre los jueces actuales, los recién nombrados, que hay 
gente que tiene mucho ánimo, mucho empeño y hay otros que tienen desazón en el tema de 
llevar adelante su función de juez. 
P. ¿Cuál es la posición que usted considera tiene actualmente el recurso de lesividad con 
respecto al control de legalidad de los actos administrativos? 
R. El control de legalidad la hace esencialmente el jurisdiccional, el contencioso administrativo 
que tiene la jurisdicción especializada, pero para que la lesividad tenga curso, lo que he 
reiterado a lo largo de esta charla, es que es el Administrador el que tiene que reconocer su error 
y declarar que ese acto es irregular y que ese acto siendo irregular ha creado derechos y como ha 
creado derechos, él pone en conocimiento de la judicatura para que la judicatura resuelva lo que 
corresponda. 
El interponer la lesividad, si es que esa cultura jurídica y de respeto se va creando, las cosas van 
a ir mejorando, va a haber más seguridad jurídica porque vamos a respetar, la gente va a tener 
más confianza en la autoridad, la gente va a tener más confianza en el estatus quo, en la 
institucionalidad publica, ¿porque hay desconfianza? Porque no reconocemos nuestros errores y 
es fácil decir las tres cositas esas, “perdón, me equivoque”. Y rápido para rectificar y seguir 
adelante, entonces esas cosas se darán con el tiempo, entonces este es un trabajo que hay que ir 
haciéndolo de a poco, a mí me gusta muchísimo que ahora haya gente interesada en esto, antes 




Dentro de la investigación de campo, se eligió a la encuesta, como técnica de la investigación 
científica por medio de la cual recolecté varios datos a partir de un cuestionario integrado por 
preguntas cerradas, esta encuesta se realizó a 50 personas entre funcionarios públicos dentro de 
las entidades que integran la Administración Pública Central e Institucional y que dependen de 
la Función Ejecutiva así como a los abogados en general y conocedores de Derecho en la ciudad 
de Quito. 
Con el presente instrumento de investigación científica pude constatar y confirmar mis 
afirmaciones, tomando en cuenta que la mayoría de profesionales encuestados considera al 
Recurso de Lesividad como una institución jurídica poco utilizada en el país por su falta de 
regulación en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, llegando a la conclusión de 
la necesidad de plantear una reforma que encamine a la correcta utilización de este recurso 
contencioso administrativo. 
Por lo tanto procederé a realizar una evaluación cuantitativa para demostrar de forma gráfica en 
esta tesis cuales fueron los resultados finales y terminaré cada gráfico con un resumido análisis 









GRÁFICOS ESTADÍSTICOS ENCUESTA 
¿Considera Ud. que la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, reconoce 
específicamente al Recurso de Lesividad como aquel mecanismo judicial interponible para 
anular los actos lesivos que provienen de la Administración Pública? ¿Sí o No? 
Gráfico 1 
 
Elaborado por: Andrea Villalba F. 
Análisis de datos: 
La primera pregunta fue planteada con el fin de obtener datos estadísticos que confirmen o 
desmientan si la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA)  reconoce de 
manera específica y concreta al Recurso de Lesividad como un instrumento de impugnación. 
Efectivamente el 58% de los encuestados niega que el Recurso de Lesividad se encuentre 
concretamente determinado en la Ley antes referida, mientras que el 42% afirma que el Recurso 
de Lesividad, sí esta específicamente contenido en la ley. En mi criterio, la escasa diferencia 
porcentual entre las respuestas positivas y negativas, demuestran fehacientemente las dudas de 
la población encuestada al referirnos a este recurso, ya que es claro que la LJCA otorga la 
posibilidad de interponerlo, pero en ningún artículo se encuentran de forma concreta y 
especifica disposiciones sobre el mismo; con este raciocinio el presente resultado demuestra que 
para mayoría de la población encuestada, la LJCA no contempla específicamente el Recurso de 









¿Considera usted que los funcionarios y  autoridades que componen la Administración Pública, 
así como los administrados en general, tienen conocimiento de la existencia del Recurso de 
Lesividad? ¿Sí o No? 
Gráfico 2 
 
Elaborado por: Andrea Villalba F. 
Análisis de datos: 
El 74%  de los encuestados afirman que el Recurso de Lesividad es efectivamente una 
institución jurídica desconocida para la gente en general, mientras que el 26% sostiene que si 
existe un conocimiento ordinario al respecto, lo cual nos lleva al objeto de ésta pregunta, la 
presente incógnita se diseñó con el fin de confirmar que no solamente los administrados 
desconocen el Recurso de Lesividad como instrumento de control de legalidad del actuar 
administrativo, sino que también quienes conforman la Administración Pública y emiten actos 
administrativos a diario, desconocen e ignoran la posibilidad de interponer este recurso que 
tiene como fin la protección del interés general  
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¿Estima usted que el Recurso de Lesividad es un mecanismo de control de legalidad de los actos 
administrativos aplicable en el Ecuador, pero poco utilizado debido a los vacíos legales 
existentes en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa? ¿Sí o No? 
Gráfico 3 
 
Elaborado por: Andrea Villalba F. 
Análisis de datos: 
La presente pregunta pretende constatar la existencia o inexistencia de vacíos legales en la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para lo cual el 86% de encuestados manifestaron 
que sí existe un vacío legal en la norma antes referida, mientras que un 24% manifiesta que no 
existe tal vacío. La pertinencia de esta interrogación provino durante el desarrollo de este 
trabajo investigativo, debido a la existencia de ciertos profesionales en derecho, que consideran 
al Recurso de Lesividad como un instrumento inaplicable en el Ecuador, sin embargo queda 
estadísticamente demostrado que la dificultad del planteamiento de este recurso es causada 
debido a los vacíos legales y no debido a la ineficacia del Recurso de Lesividad.  
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¿Considera usted que la falta de regulación del Recurso de Lesividad, limita e impide controlar 
de manera eficiente y efectiva los actos emitidos por la Administración Pública? ¿Sí o No? 
Gráfico 4 
 
Elaborado por: Andrea Villalba F. 
 
Análisis de datos: 
La pregunta en cuestión tiene como objetivo demostrar la importancia del Recurso de Lesividad 
en la vida jurídica y administrativa, debido a que es un mecanismo especial que faculta a la 
propia Administración a examinar sus actos y de ser lesivos a la generalidad, permite a la propia 
Administración reconocer sus propios errores para que sea un tercero imparcial, es decir el 
órgano judicial quien decida lo atinente respecto al acto;  confirmando esta premisa, el 84% de 
encuestados consideran que efectivamente la falta de regulación del Recurso de Lesividad, 
limita e impide controlar de manera eficiente y efectiva los actos emitidos por la Administración 
Pública, mientras que únicamente el 16% de los encuestados consideran lo contrario.  
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PREGUNTA No. 4 SÍ NO
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¿Considera usted que la norma en la forma como está contenida en la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa en relación al Recurso de Lesividad es clara, efectiva y no posee 
vacíos legales? ¿Sí o No? 
Gráfico 5 
 
Elaborado por: Andrea Villalba F. 
Análisis de datos: 
La pregunta número cinco, pretende demostrar que el Art. 23, letra d), siendo la única norma 
contenida en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa con la cual se deduce la 
posibilidad de iniciar un proceso de Lesividad no es suficiente para regular una institución 
jurídica como lo es la Lesividad. El resultado es claro y contundente al tabular que el 72% de 
los encuestados considera que evidentemente el artículo referido no es suficientemente claro, 
mientras que el 28% manifiesta la contrario, por lo tanto se deduce que la norma no es efectiva 
y sin duda posee vacíos legales que dificultan su correcta aplicación. 
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PREGUNTA No. 5 SÍ NO
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¿Considera usted necesario el planteamiento de una reforma a la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa que regule expresamente la  aplicación del Recurso de Lesividad en 
el Ecuador, con respecto a la declaración de lesividad, a la publicidad y en lo concerniente a los 
efectos del acto administrativo supuestamente lesivo? 
Gráfico 6 
 
Elaborado por: Andrea Villalba F. 
Análisis de datos: 
A esta premisa se sumaron afirmativamente un contundente 82%, mientras que solamente un 
18%  de los encuestados considera que no es necesaria una reforma. La presente pregunta, es sin 
duda una de las mas importantes dentro de nuestro campo de estudio, ya que los resultados 
obtenidos permiten corroborar la hipotesis de mi trabajo investigativo para llegar a la conclusión 
de que es indudablemente necesario plantear una reforma a la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa que regule la aplicación de este recurso en razón de la declaración 
de lesividad en sede administrativa, en cuanto a la publicidad que permita introducir a los 
posibles terceros interesados como parte del proceso, y finalmente  en lo concerniente a los 
efectos del acto administrativo supuestamente lesivo;. 








CONCLUSIONES DE LOS RESULTADOS OBTENIDOS DE LAS ENCUESTAS 
 De acuerdo a la investigación de campo realizada se establece que la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA) no reconoce de forma clara y 
especifica al Recurso de Lesividad y que por lo tanto su existencia simplemente se 
deduce unicamente por lo señalado en el Art. 23 literal d) del mismo cuerpo normativo. 
 De acuerdo a los datos recabados por la encuesta, el Recurso de Lesividad, es un 
instrumento considerado como desconocido por la población en general y tambien por 
quienes conforman la autoridad pública. 
 Tomando en cuenta los valores obtenidos de la investigación, la mayoria de la 
población encuestada, concidera que el Recurso de Lesividad es un instrumento 
totalmente aplicable en el Ecuador pero poco utilizado debido a las falencias existentes 
en la LJCA. 
 Tomando en cuenta las cifras arrojadas por la encuesta, la mayoria de la población 
encuestada asegura que existe una falta de regulación del proceso de lesividad, y que 
por lo tanto esta ausencia de normas limita e impide el control eficiente y efectivo del 
actuar administrativo. 
 De acuerdo a los datos obtenidos considero que es indispensable plantear una reforma a 
la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa que regule a la Acción de 






RECOMENDACIONES DE LOS RESULTADOS OBTENIDOS DE LAS 
ENCUESTAS 
 Especificar de forma clara, directa y precisa dentro del Art. 3 de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, la existencia del Recurso de Lesividad, junto 
a los Recursos Subjetivo y Objetivo que se encuentran actualmente individualmente 
reconocidos en dicha ley. 
 Dar a conocer a la población en general pero sobre todo a los empleados públicos las 
tres instituciones jurídicas denominadas Recursos Contenciosos Administrativos que se 
pueden interponer ante el Órgano Judicial. 
 Poner al tanto a la Administración Pública y a la población en de sus deberes, derechos 
y obligaciones para que actúen en consideración de los mismos. 
 En razón de que la población encuestada ha expresado la evidente necesidad de plantear 
una reforma a la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa recomiendo 
fehacientemente que se subsanen los vacíos legales existentes en la LJCA con respecto 









GRÁFICOS ESTADÍSTICOS DE CIFRAS PROPORCIONADAS POR EL SISTEMA 
AUTOMÁTICO DE TRÁMITES JUDICIALES DEL ECUADOR: 










Recurso Subjetivo Recurso Objetivo
Recurso de
Lesividad
CAUSAS INGRESADAS 1633 66 44



















Elaborado por: Andrea Villalba F. 
Análisis de datos: 
Creo pertinente realizar un análisis conjunto, entre los datos estadísticos recabados del Sistema 
Automático de Trámites Judiciales del Ecuador (SATJE) del ex Tribunal Contencioso 
Administrativo de Quito, de las Salas Primera y Segunda, tabulados desde el 1 de enero del 
2012 hasta el año 2014, debido a que ambos contienen el resultado esperado y demuestran en 
definitiva lo que el trabajo en estudio pretende evidenciar; y es precisamente el hecho de que el 
Recurso de Lesividad es el menos utilizado en el Ecuador y que a pesar de su interposición, casi 
ninguna causa ingresada llega a concluirse normalmente por medio de una sentencia, sino que 
termina o se extingue por otros medios ajenos a ella.  
Es indispensable tomar en cuenta las razones por las cuales este recurso es el menos utilizado y 
esto tiene que ver con la falta de regulación del proceso ya que se crean dudas en la 
Administración y se fomenta el desconocimiento de esta institución jurídica. Según los datos 
obtenidos de ambas salas del Ex Tribunal Contencioso Administrativo, la interposición del 
Recurso Subjetivo Recurso Objetivo
Recurso de
Lesividad
CAUSAS INGRESADAS 1633 66 44















recurso de lesividad no llega siquiera a las 10 causas ingresadas en un promedio anual, 
considerando entonces que el Recurso de Lesividad es todavía solamente un boceto, en el 
Derecho Ecuatoriano.  
Sin embargo, es curioso apreciar el hecho de que las cifras arrojadas por el Sistema Automático 
de Trámites Judiciales del Ecuador (SATJE), de la Primera y la Segunda Sala son similares en 
cuanto a la interposición del Recurso de Lesividad, lo que lleva a crear una duda sobre el 
correcto manejo de las estadísticas internas que se encuentran procesadas en el SATJE; me 
permito crear esta duda, tomando en cuenta lo sucedido particularmente en los últimos dos años, 
donde encontramos con desconcierto que se presentaron varias decenas de demandas de 
lesividad ante el Contencioso Administrativo, que como bien he manifestado se trata de una rara 
excepción en la vida jurídica del país debido al desconocimiento de este Recurso; sin embargo, 
estas numerosas demandas fueron presentadas en razón de naturalizaciones erróneamente 
concedidas por la Cancillería del Ecuador, y que curiosamente no encontramos en las cifras 












- La existencia del procedimiento y el proceso administrativo, desarrollados en vía 
administrativa y en vía judicial respectivamente, se fundamenta en el respeto, 
reconocimiento y protección de los derechos de los administrados en ejercicio del 
Principio de Seguridad Jurídica. 
- Los Recursos Contenciosos Administrativos son aquellos instrumentos que garantizan 
el derecho de contradicción, y presuponen la afirmación de que la Administración no es 
infalible; aceptando este precepto, la Constitución otorga la faculta de impugnar las 
decisiones  administrativas tanto en la vía administrativa como ante los 
correspondientes órganos de la Función Judicial. 
- Todos los actos administrativos gozan de legitimidad y de ejecutoriedad, sin embargo 
todos los actos administrativos están sujetos a un control de legalidad; después de 
ejercer este control sobre el actuar administrativo y de ser el caso, el acto administrativo 
no esté emitido conforme a derecho su impugnación acarrea como efecto la nulidad. 
- La Acción de Lesividad es un mecanismo de control de legalidad de los actos 
administrativos que se presenta como una excepción al principio de la autotutela 
administrativa ya que la Administración no actúa por sí y ante sí, debido a que debe 
acudir al órgano judicial para que anule y retire del mundo jurídico un acto considerado 
como lesivo al interés público. 
- La Acción de lesividad se la interpone debido a la existencia de un acto administrativo 
irregular, e imperfecto, que se originó por la indebida actuación de la administración 
por razones que contrarían esencialmente marco jurídico ecuatoriano refiriéndonos 
entonces al principio de juridicidad, así como a las políticas públicas tomando en cuenta 
el principio de oportunidad. 
- La Acción de Lesividad es procedente siempre y cuando existan ciertos requisitos 
procesales, entendidos estos como, la existencia de un acto viciado y atentatorio al 
interés público cuyos efectos generaron derechos a favor de un administrado; que la 
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administración emita otro acto debidamente motivado en el cual lo declare como lesivo 
y finalmente que sea ella el actor de este proceso de lesividad y por lo tanto sea quien 
demande ante el órgano judicial competente la nulidad de dicho acto. 
- En relación a los otros recursos contencioso- administrativos, la acción de lesividad es 
el menos utilizado, el menos reconocido y hasta cierto punto se lo puede catalogar como 
aquel instrumento ignorado, principalmente por la autoridad pública, ya que en algunos 
casos ni si quiera conocen de su existencia. 
- En conclusión y de acuerdo al análisis estadístico y documental es necesario el 
planteamiento de una reforma a la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
(LJCA) que regule expresamente la aplicación del Recurso de Lesividad en el Ecuador, 
con respecto a su proceso, al acto declaratorio  de lesividad en sede Administrativa, a la 
publicidad y en lo concerniente a los efectos del acto administrativo supuestamente 
lesivo; ya que la norma contenida en el Art. 23 literal d) de la LJCA, no es suficiente 
para regular en su totalidad esta institución jurídica. 
- La Acción de Lesividad nace para controlar la legalidad de la actuación administrativa, 
tomando en cuenta que es la propia autoridad quien reconoce su error y lo presenta ante 
el órgano judicial, quien para precautelar los derechos subjetivos otorgados por el acto 
en cuestión, es el competente para resolver sobre él; en tal razón, si el proceso de 
lesividad se instituye de manera correcta en el país, la ciudadanía va a tener más 
confianza en la autoridad, el Principio de Seguridad Jurídica será realzado y gobernará 








- Poner en marcha un proyecto de reforma a la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa que regule en su totalidad a la Acción de Lesividad, en el cual la 
Asamblea Nacional a través del respectivo análisis jurídico y por medio de sus 
facultades constitucionales de expedir, codificar, reformar, y derogar leyes, coadyuve al 
efectivo control de legalidad del actuar administrativo. 
- Determinar en la ley, por medio de la reforma solicitada, los términos específicos en los 
cuales el proceso de lesividad debe proceder en todas sus partes, es decir con respecto a 
la emisión del acto declaratorio de lesividad, así como los términos para interponer el 
Recurso de Lesividad. 
- Las instituciones deben elaborar políticas públicas que permitan que los servidores 
públicos cuenten con los mismos derechos, deberes y obligaciones; y por ende que el 
Estado pueda ejecutar las garantías que de estos derechos se desprenden.  
- Considerar la posibilidad de establecer los términos apropiados para referirse a los 
llamados “Recurso Contencioso-Administrativos”, como “Acciones Administrativas”, 
ya que como es de conocimiento general los recursos son de procedencia administrativa 
y las acciones de procedencia judicial; esto lo planteo debido a que el uso 
indiscriminado del término “recurso”, origina confusión no solo en la población en 
general sino en las autoridades públicas. 
- Dar a conocer a la población en general, sus deberes derechos y obligaciones para que 
puedan estar al tanto de sus facultades para dirigir quejas, peticiones y reclamos ante la 
administración para que sea la autoridad competente quien responda cada acto con su 
respectiva motivación. 
- Capacitar a los empleados públicos y a las autoridades públicas; así como también que 
se dé a conocer a la población en general de la existencia, requisitos y tramitación del 
Recurso de Lesividad, para que esta institución jurídica pueda ser correctamente 
utilizada por la Administración, el Órgano Judicial y para que los administrados puedan 
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